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RESUMEN 

 

Esta investigación analiza cómo la gobernanza territorial y los fallos de política pública han 

afectado la implementación del Programa de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) en Dabeiba, 

Antioquia, entre 2016 y 2025. Con un enfoque cualitativo basado en process tracing, análisis documental 

y entrevistas semiestructuradas, el estudio reconstruye las dinámicas institucionales, la articulación 

multinivel y la participación comunitaria en el proceso de implementación. 

Los resultados muestran que, aunque el PDET cuenta con un diseño normativo sólido y 

mecanismos formales de participación, su ejecución ha estado limitada por la fragmentación 

institucional, las capacidades locales insuficientes y la baja coordinación entre actores estatales. Estas 

condiciones generaron brechas entre la planeación y los resultados esperados, evidenciando fallos de 

política pública vinculados a expectativas excesivas, gobernanza dispersa y participación con baja 

incidencia real. De esta manera, la investigación parte de la pregunta central: ¿cómo han influido la 

gobernanza territorial y los fallos de política pública en la implementación del PDET en Dabeiba entre 

2016 y 2025? 

A pesar de estas limitaciones, el liderazgo social y la organización comunitaria han permitido 

avances en términos de legitimidad, apropiación territorial y planeación participativa. En conclusión, la 

efectividad del PDET depende menos del diseño normativo y más de la capacidad estatal para 

coordinarse con el territorio, financiar los procesos y garantizar participación sustantiva. En Dabeiba, la 

gobernanza ha sido necesaria, pero aún insuficiente para producir transformaciones sostenibles. 

Palabras clave: Gobernanza territorial, fallos de política, PDET, posacuerdo, participación 

participación política, Colombia. 
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ABSTRACT 

 

This research analyzes how territorial governance and public policy failures have affected the 

implementation of the Development Program with a Territorial Focus (PDET) in Dabeiba, Antioquia, 

between 2016 and 2025. Using a qualitative approach based on process tracing, document analysis, and 

semi-structured interviews, the study reconstructs institutional dynamics, multilevel coordination, and 

community participation throughout the implementation process. 

The findings show that although the PDET has a solid normative design and formal participation 

mechanisms, its execution has been limited by institutional fragmentation, insufficient local capacities, 

and weak coordination among state actors. These conditions created a gap between planning and 

expected outcomes, revealing policy failures linked to excessive expectations, dispersed governance, 

and participation with low real incidence. In this sense, the research is guided by the central question: 

How have territorial governance and public policy failures influenced the implementation of the PDET in 

Dabeiba between 2016 and 2025? 

Despite these limitations, social leadership and community organization have enabled progress 

in legitimacy, territorial ownership, and participatory planning. In conclusion, the effectiveness of the 

PDET depends less on its normative design and more on the state’s capacity to coordinate with the 

territory, finance processes, and ensure meaningful participation. In Dabeiba, governance has been 

necessary, but still insufficient to generate sustainable transformations. 

Keywords: Territorial governance, policy failure, PDET, post-agreement, political participation, 

Colombia. 
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INTRODUCCIÓN 

Las políticas públicas juegan un papel determinante en los procesos de construcción de paz, 

especialmente en contextos como el colombiano, donde el conflicto armado ha dejado una profunda 

huella de desigualdad territorial, institucionalidad débil y exclusión social. A partir de la firma del 

Acuerdo Final de Paz en 2016 entre el Estado colombiano y las FARC-EP, se abrió una oportunidad 

histórica para replantear las bases del desarrollo rural, la planificación estatal y la participación 

ciudadana en regiones históricamente marginadas. 

En este marco, las políticas públicas no solo adquieren un valor instrumental para atender 

demandas estructurales, sino que se erigen como mecanismos de reparación simbólica y material frente 

a las comunidades afectadas por la violencia. La implementación del Programa de Desarrollo con 

Enfoque Territorial (PDET) encarna esta visión al proponerse como un eje articulador de la 

transformación territorial en 170 municipios priorizados, incluidos aquellos más golpeados por el 

conflicto armado. La posibilidad de consolidar la paz duradera depende, en gran medida, de la 

efectividad de estas intervenciones públicas para cerrar brechas, fortalecer capacidades locales y 

restaurar el tejido social quebrantado por décadas de violencia. 

La presente investigación se justifica en el marco de la gobernanza territorial como categoría 

analítica y política. Este enfoque permite comprender cómo se articulan múltiples actores e instituciones 

en la gestión de lo público a nivel local, regional y nacional. A diferencia de modelos tradicionales de 

administración pública jerárquica, la gobernanza territorial destaca la cooperación interinstitucional, la 

participación ciudadana sustantiva y la adaptabilidad institucional como condiciones necesarias para 

enfrentar problemas complejos. En territorios como Dabeiba, donde confluyen dinámicas de ruralidad 

profunda, economías ilegales, debilidad estatal e iniciativas de paz, la gobernanza no puede limitarse a 

una lógica técnico-burocrática; debe asumir una dimensión relacional y transformadora.  
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Adoptar este enfoque permite analizar no solo la arquitectura normativa del PDET, sino también 

sus prácticas institucionales, los arreglos de poder en el territorio y los mecanismos que facilitan o 

inhiben la apropiación comunitaria del desarrollo planificado. Así, la gobernanza territorial constituye un 

lente adecuado para examinar los retos de implementación de políticas públicas en contextos de 

posconflicto. 

Desde esta mirada, el estudio se propone analizar cómo interactúan los marcos normativos del 

PDET con las capacidades estatales y comunitarias en Dabeiba; cómo se articulan o fragmentan las 

responsabilidades entre actores nacionales y locales; y en qué medida la participación ciudadana 

promovida por el diseño del programa se concreta en acciones con incidencia real. El interés no se 

centra únicamente en los resultados agregados del PDET, sino en los procesos que los generan, las 

tensiones que emergen y las dinámicas de poder que los condicionan. A través de un enfoque cualitativo 

y una reconstrucción histórica detallada, se busca identificar los aprendizajes, avances y obstáculos que 

han marcado el camino del PDET como herramienta de paz territorial. 

En ese marco, la investigación se orienta por la siguiente pregunta: ¿Cómo han influido la 

gobernanza territorial y los fallos de política pública en la implementación del PDET en Dabeiba entre 

2016 y 2025? Para responderla, se plantea como objetivo general analizar de qué manera la gobernanza 

territorial y los fallos de política han afectado la implementación del PDET en Dabeiba durante el periodo 

comprendido entre 2016 y 2025.  

Este propósito se traduce en tres objetivos específicos: (i) identificar los factores institucionales 

que condicionaron la ejecución del PDET en el municipio; (ii) evaluar el grado de participación 

comunitaria y la articulación multinivel en el proceso; y (iii) reconstruir el proceso de implementación 

desde una perspectiva territorial e histórica, considerando las particularidades del contexto local y sus 

transformaciones a lo largo de tres gobiernos. 
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Como punto de partida, se sostiene la hipótesis de que, pese a contar con un diseño normativo 

formalmente robusto, la ejecución del PDET en Dabeiba ha enfrentado múltiples limitaciones derivadas 

de la fragmentación institucional, la debilidad de las capacidades locales y una participación ciudadana 

con escasa capacidad de incidencia. Estas condiciones han generado una desconexión crítica entre lo 

planeado y lo ejecutado, reproduciendo, en lugar de superar, las asimetrías territoriales que el programa 

pretendía subsanar. 

La metodología empleada se basa en un enfoque cualitativo de tipo exploratorio y descriptivo, 

con un énfasis en el estudio de caso. Se adopta como técnica principal el process tracing, entendido 

como un método de rastreo y reconstrucción de mecanismos causales que permite conectar eventos, 

decisiones, contextos y resultados a lo largo del tiempo. Esta herramienta metodológica es 

particularmente adecuada para comprender procesos complejos, no lineales y condicionados por 

múltiples factores, como es el caso de la implementación del PDET en Dabeiba.  

El process tracing se desarrolla en tres niveles: (i) normativo, a través del análisis de documentos 

legales, planes de desarrollo y literatura académica; (ii) institucional, mediante entrevistas 

semiestructuradas a actores estatales y comunitarios involucrados directamente en la planificación y 

ejecución del PDET; y (iii) empírico, mediante la observación y análisis de las dinámicas reales de 

implementación en el territorio. Las variables clave a considerar son la capacidad institucional 

(disponibilidad de recursos técnicos, humanos y financieros), la articulación interinstitucional 

(coordinación entre niveles de gobierno y sectores) y la calidad de la participación ciudadana (desde su 

formalidad hasta su incidencia efectiva en decisiones estratégicas). La triangulación de fuentes permite 

validar hallazgos, reducir sesgos y fortalecer la consistencia analítica del estudio, de modo que cada 

inferencia se sustente en evidencia contrastada y verificable. Esta descripción detallada del método 

asegura claridad sobre el proceso investigativo y evita dudas durante la defensa académica. 
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El texto se estructura en cuatro capítulos, además de la presente introducción y las conclusiones. 

el capítulo 1, presenta el marco conceptual de la investigación. se abordan las transformaciones en los 

enfoques de gestión pública, desde modelos jerárquicos hacia esquemas de gobernanza colaborativa y 

territorializada. se discuten las nociones de gobernanza pública, gobernanza territorial y fallos de 

política, así como su relevancia para el estudio de políticas en contextos de posconflicto.  

En el capítulo 2, examina la evolución del derecho ambiental global y su adaptación en América 

Latina y Colombia, considerando los compromisos ambientales asumidos por el Estado colombiano en el 

marco del Acuerdo de Paz. Este capítulo permite entender cómo se articulan las normas blandas (soft 

law) con las prácticas legislativas nacionales en el campo ambiental y territorial.  

Posteriormente el capítulo 3 reconstruye la trayectoria del PDET a través de los tres últimos 

gobiernos nacionales (Santos, Duque y Petro), analizando los cambios en el enfoque, las prioridades 

institucionales, la financiación y los instrumentos de seguimiento. Esta revisión permite comprender 

cómo las decisiones políticas y los contextos administrativos impactaron la ejecución del programa en 

territorios específicos.  

Finalmente, el capítulo 4 presenta los hallazgos empíricos del estudio en Dabeiba. A partir del 

análisis de documentos, entrevistas y dinámicas territoriales, se exponen los avances, tensiones y 

aprendizajes generados en la implementación del PDET. Este capítulo ilustra cómo la gobernanza 

territorial puede potenciar o limitar la transformación territorial, ofreciendo lecciones clave para futuras 

políticas de paz. 

A pesar del rigor metodológico empleado, la investigación presenta limitaciones que es 

necesario reconocer para comprender el alcance real de los hallazgos. Una de las principales dificultades 

radicó en el acceso a liderazgos sociales locales en Dabeiba. Aunque se realizaron múltiples intentos de 
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contacto y solicitudes de entrevista, la alta reserva y desconfianza de estos actores dificultó su 

participación directa.  

Este hermetismo, asociado a la persistencia de dinámicas de riesgo, estigmatización histórica y 

temor frente a la exposición pública, limitó la posibilidad de contrastar algunas perspectivas 

comunitarias desde voces organizadas que han acompañado el proceso del PDET desde su etapa inicial. 

Dicha ausencia obligó a profundizar en otras fuentes documentales y entrevistas institucionales, lo que 

permite construir una aproximación robusta, pero con menor representación directa de sectores 

comunitarios que han sido protagonistas silenciosos del posacuerdo. 

Asimismo, el estudio enfrenta restricciones derivadas de la disponibilidad y calidad de la 

información pública sobre la ejecución del PDET en Dabeiba, particularmente en lo referente a 

presupuestos, seguimiento de obras y trazabilidad de decisiones administrativas entre gobiernos. La falta 

de datos estandarizados y la dispersión de documentos oficiales obstaculizan la reconstrucción completa 

de algunas fases de la implementación.  

A ello se suma que el periodo analizado atraviesa cambios políticos y administrativos 

significativos que condicionaron el acceso a funcionarios, muchos de los cuales ya no ocupan cargos 

relacionados con el programa. Finalmente, como todo estudio cualitativo centrado en un único caso, los 

resultados no buscan generalizar a la totalidad de los municipios PDET, sino ofrecer un análisis 

contextualizado y profundo que contribuya a la comprensión territorial de las políticas de paz. Estas 

limitaciones no invalidan los hallazgos, pero sí invitan a futuras investigaciones a complementar este 

trabajo con nuevos actores, más entrevistas y estudios comparados entre municipios con trayectorias 

similares. 

Esta introducción, por tanto, sitúa el problema de investigación en su contexto histórico y 

político, fundamenta el enfoque analítico, precisa las preguntas y objetivos, detalla la estrategia 
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metodológica y ofrece una hoja de ruta clara para la lectura del documento, garantizando así la 

comprensión integral del proceso investigativo. 

MARCO DE REFERENCIA 

 

Gobernanza pública: 

La gobernanza se define como el arte o forma de gobernar y dirigir los procesos de toma de 

decisiones y gestión que afectan tanto a colectividades públicas como privadas, abarcando desde la 

gestión de empresas hasta la dirección de los asuntos sociopolíticos a nivel nacional e internacional 

(Montes, 2021). Este concepto, surge como respuesta a la creciente complejidad de los problemas 

sociales, económicos y políticos, donde ya no basta con un modelo de gobierno centralizado y en su 

lugar, emerge un enfoque que promueve la colaboración entre diferentes actores, tales como el Estado, 

el mercado y la sociedad civil, todo esto para abordar los desafíos que se presenten de manera eficaz. 

Igualmente, se refiere a una nueva forma de llevar a cabo los asuntos gubernamentales, basándose en la 

coordinación no jerárquica, la toma de decisiones y responsabilidad compartida, así como la distribución 

de poder entre los distintos actores (Montes, 2021).  

Así, entre sus principales características se encuentran la articulación de intereses diversos y la 

gestión conjunta de políticas y normativas, lo que requiere la resolución de conflictos, la deliberación 

para alcanzar objetivos comunes y la promoción de una participación igualitaria (Bevir, 2011; Kooiman, 

1993). Ahora bien, entre los fines de la gobernanza pública se incluyen el desarrollo sostenible, la 

legitimidad en la toma de decisiones, la mejora de la eficiencia y además la eficacia en la gestión pública 

y privada. Su alcance es amplio, ya que afecta tanto a la esfera pública como privada, y tiene un impacto 

profundo en las políticas públicas, la descentralización del poder y la participación ciudadana. Esta 

conceptualización emerge a partir de la década de los noventa, y se ha convertido en un componente 
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fundamental para describir y prescribir cambios en la interacción de los agentes involucrados en los 

procesos decisionales, la gestión de recursos y la provisión de bienes y servicios (Montes, 2021). 

Históricamente, la gobernanza pública ha experimentado una evolución significativa en su 

concepción, pasando de un modelo tradicional basado en la autoridad centralizada del Estado hacia 

enfoques más colaborativos, en los que interactúan el Estado, el mercado y la sociedad civil. Este cambio 

responde a la necesidad de abordar problemas complejos que requieren la cooperación de diversos 

actores, como en el caso de los desafíos ambientales y sociales que enfrenta Colombia.  

Sin embargo, la categorización de Aguilar (2011) entendida como la "nueva gobernanza pública", 

se entiende como la ruptura de la burocracia tradicional y la misma promueve una administración más 

flexible y orientada a la cooperación entre actores gubernamentales y no gubernamentales. Este modelo 

no solo busca aumentar la eficiencia en la gestión pública, sino también asegurar que las decisiones sean 

inclusivas y que reflejen una mayor diversidad de intereses. En este sentido, la participación de actores 

no gubernamentales, como comunidades locales, organizaciones sociales y el sector privado, es 

fundamental para la construcción de soluciones que no solo sean más democráticas, sino también 

sostenibles a largo plazo, especialmente en la gestión de problemas complejos como la degradación 

ambiental y el cambio climático. 

La gobernanza pública actual, se enfrenta a la necesidad de integrar las dimensiones ecológicas 

en el diseño de políticas, lo cual es especialmente relevante en países como Colombia, donde los 

ecosistemas son vitales para el bienestar social y económico. Autores como Jacobsson (2017) y Quintero 

(2015) destacan la importancia de contar con capacidades organizativas sólidas para implementar 

políticas de manera efectiva, especialmente en la gestión ambiental. Sin estructuras coordinadas y 

recursos suficientes, los esfuerzos de gobernanza pueden volverse ineficaces. Además, Brenner (2010) 

resalta que la falta de integración de los aspectos ecológicos en las políticas públicas compromete la 

sostenibilidad, señalando que los modelos de gobernanza deben ser adaptativos y multinivel, es decir, 
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deben integrar diversos actores y niveles de gobierno para enfrentar los desafíos ambientales a largo 

plazo. 

Gobernanza territorial: 

gobernanza territorial se entiende como el conjunto de procesos de coordinación, interacción y 

toma de decisiones entre instituciones del Estado, organizaciones sociales y ciudadanía, orientados a 

gestionar los asuntos públicos dentro de un espacio geográfico determinado. Implica reconocer que la 

administración de lo público no depende únicamente del gobierno central, sino de la capacidad de 

articular actores, recursos y normas en el territorio (Aguilar, 2010; Jessop, 2007). Esta perspectiva resulta 

clave para analizar el papel del Estado y de las comunidades locales en la planificación y ejecución de las 

políticas públicas. 

En el caso colombiano, la gobernanza territorial adquiere especial relevancia en el contexto del 

posacuerdo con las FARC-EP, ya que permite estudiar cómo se diseñan y ejecutan las políticas 

medioambientales en zonas históricamente afectadas por el conflicto armado. Desde este enfoque, la 

gestión pública se descentraliza y se comparte con autoridades locales, consejos comunitarios, 

organizaciones sociales, juntas de acción comunal y ciudadanía, lo cual fortalece la participación y la 

corresponsabilidad en la toma de decisiones (PNUD, 2023). 

Finalmente, este enfoque es esencial para comprender los mecanismos que buscan reconstruir 

el tejido social, restablecer la confianza institucional y garantizar la participación en la gestión ambiental. 

La gobernanza territorial no solo orienta la implementación de políticas medioambientales, sino que 

contribuye a la paz, a la legitimidad institucional y a la sostenibilidad de los procesos colectivos en los 

territorios afectados por la guerra (Restrepo & Aponte, 2020). Por tanto, constituye una categoría 

analítica imprescindible para esta monografía. 
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ORIENTACIÓN TEÓRICA 

Policy Failure: 

Ahora bien, existen numerosos casos de políticas públicas que han fallado en alcanzar sus 

objetivos, lo que autores como May (1992) denominan policy failure o fallas de política. McConnell 

(2010, p. 354) define el fracaso de una política como la situación en la que "la política pública no cumple 

con los objetivos que se propuso y los actores que la impulsaron le han retirado su apoyo". A su vez, 

Rubio (2016) profundiza en los factores que pueden llevar al fin de las políticas públicas y en las 

estrategias necesarias para su implementación exitosa. Sin embargo, Hudson, Hunter y Peckham (2019) 

desarrollan una comprensión más amplia del concepto de policy failure, que resulta clave en esta 

investigación al permitir analizar las limitaciones en la implementación de políticas ambientales en el 

contexto del posacuerdo con las FARC-EP en Colombia. Estos autores sostienen que el fracaso de una 

política pública no es un evento aislado ni se debe únicamente a las características de la política misma, 

sino que está vinculado a la complejidad del proceso de implementación en sistemas caracterizados por 

altos niveles de incertidumbre y no linealidad. 

Sin embargo, los autores Hudson, Hunter y Peckham (2019) desarrollan una comprensión más 

amplia del policy failure, que resulta fundamental para esta investigación, pues permite analizar las 

limitaciones en la implementación de políticas ambientales en el posacuerdo de paz con las FARC-EP. 

Ahora bien, Hudson, Hunter y Peckham (2019) identifican cuatro factores específicos que contribuyen al 

policy failure. El primero es el de las expectativas excesivamente optimistas, que afecta especialmente a 

los proyectos grandes donde las autoridades subestiman los desafíos. En este estudio, este concepto 

permitirá evaluar si las políticas ambientales en el posacuerdo fueron formuladas sin estimaciones 

realistas sobre recursos, tiempo y costos, lo cual podría incidir en su viabilidad y éxito; el segundo factor, 

es la implementación en sistemas de gobernanza dispersa, en los cuales las políticas nacionales deben 

adaptarse a realidades locales, comprometiendo la uniformidad en los resultados; el tercer factor 
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identificado por los autores es la falta de colaboración adecuada en la formulación de políticas. En suma, 

Hudson, Hunter y Peckham (2019) subrayan la importancia de desarrollar programas de apoyo a las 

políticas que fortalezcan la implementación mediante fases estructuradas de preparación, seguimiento y 

apoyo.  

Por su parte, Londoño y Bolaños (2018) amplían el concepto de policy failure al definirlo como 

los obstáculos que impiden que las políticas logren sus objetivos. Según estos autores, las causas del 

fracaso pueden dividirse en categorías administrativas, políticas e institucionales, estas categorías 

permitirán, en esta investigación, explorar cómo los problemas de gestión, los conflictos de poder y la 

falta de flexibilidad normativa pueden afectar la implementación de políticas ambientales en el 

posacuerdo en Colombia.  

El concepto de policy failure (o fallo de política) es fundamental el desarrollo de este trabajo, ya 

que esta categoría permite examinar y comprender las limitaciones, obstáculos y fracasos que surgen en 

el despliegue de los mecanismos de gobernanza. A través del análisis del policy failure, se busca explorar 

si estas políticas ambientales han encontrado dificultades debido a factores como; la fragmentación y 

falta de articulación entre niveles de gobierno en Colombia, lo cual impacta negativamente la 

gobernanza ambiental. Las normativas contradictorias o superpuestas dificultan la implementación 

efectiva de medidas de protección ambiental. Identificar y analizar estas incoherencias permitirá 

comprender cómo los desajustes institucionales obstaculizan la aplicación de políticas ambientales, y 

ayudará a proponer mecanismos de gobernanza más coherentes y adaptados a las complejidades del 

posacuerdo y del contexto colombiano. 

Además, la escasez de recursos técnicos, financieros y humanos en las instituciones ambientales 

limita su efectividad, especialmente en zonas antes controladas por grupos armados, afectando el 

cumplimiento de los compromisos ambientales del acuerdo de paz. Evaluar la capacidad institucional 

permitirá reconocer las limitaciones prácticas en la implementación de políticas ambientales, destacando 
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la necesidad de fortalecer las instituciones en términos de recursos y formación, lo cual es crucial para la 

eficacia de la gobernanza ambiental en el posconflicto. 

Otro desafío es la falta de una perspectiva contextualizada en el diseño de políticas 

centralizadas, que afecta su eficacia en regiones con características diversas. En Colombia, las políticas 

ambientales centralizadas pueden ignorar las necesidades específicas de áreas como la Amazonía, que 

requiere enfoques de gobernanza adaptados a las dinámicas locales y a la presencia de actores armados. 

Analizar esta falta de adaptación regional permitirá proponer una gobernanza pública ambiental que se 

ajuste a las particularidades de cada región, evitando un enfoque centralista y promoviendo políticas 

más efectivas y sostenibles en entornos con necesidades y amenazas específicas. 

Igualmente, la falta de consulta y participación comunitaria puede generar resistencia o 

conflictos, lo cual dificulta la implementación de políticas y, en algunos casos, puede derivar en 

resultados adversos. Considerar estas resistencias locales es esencial para proponer estrategias de 

gobernanza que fomenten una participación inclusiva de las comunidades, lo que contribuiría a reducir 

conflictos y a mejorar la aceptación y éxito de las políticas ambientales en territorios sensibles en el 

contexto del posacuerdo. 

De esta manera, el concepto de policy failure no solo permite diagnosticar los fracasos 

específicos en la gobernanza ambiental en el marco posacuerdo, sino también señalar posibles áreas de 

mejora. 

Justificación del marco tórico para la investigación 

CONCEPTO/TEORÍA DESCRIPCIÓN 
RELACIÓN CON LA 

INVESTIGACIÓN 
GOBERNANZA TERRITORIAL 

Gobernanza Pública 

Se refiere al proceso de 

gestión y toma de decisiones 

que involucra al Estado, 

mercado y sociedad civil para 

abordar problemas 

colectivos, promoviendo la 

Es clave para entender cómo se 

gestionan las políticas públicas 

ambientales en Colombia en el 

contexto del posacuerdo con las 

FARC-EP, ya que involucra la 

cooperación de diversos actores 

La gobernanza pública se traduce 

en el territorio mediante 

escenarios de concertación, 

participación ciudadana y 

coordinación institucional para 

implementar programas 
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CONCEPTO/TEORÍA DESCRIPCIÓN 
RELACIÓN CON LA 

INVESTIGACIÓN 
GOBERNANZA TERRITORIAL 

colaboración y la 

coordinación entre 

diferentes actores. 

para enfrentar desafíos 

complejos. 

ambientales y de paz de forma 

efectiva. 

Policy Failure 

Concepto que explica las 

razones por las cuales las 

políticas públicas no alcanzan 

sus objetivos, identificando 

factores como la falta de 

coordinación, recursos 

insuficientes y problemas 

estructurales dentro de las 

instituciones. 

Permite analizar las razones de 

las dificultades en la 

implementación de las políticas 

ambientales, evaluando si las 

fallas en el diseño o la ejecución 

de políticas han limitado su éxito 

en el contexto posacuerdo. 

En el ámbito territorial, los fallos 

de política se evidencian cuando 

las decisiones del nivel central no 

corresponden a las realidades 

locales, afectando la ejecución de 

programas ambientales en zonas 

PDET. 

Gobernanza Territorial 

Se entiende como el proceso 

de articulación y 

coordinación entre 

instituciones estatales, 

autoridades locales, 

organizaciones sociales y 

ciudadanía para gestionar 

asuntos públicos dentro de 

un territorio específico, 

compartiendo 

responsabilidades y 

decisiones. 

Es la categoría central de esta 

investigación porque permite 

analizar cómo se implementan las 

políticas ambientales en 

territorios PDET afectados por el 

conflicto armado, y cómo la 

participación ciudadana, la 

planeación local y la articulación 

institucional inciden en los 

resultados del posacuerdo. 

Implica escenarios de deliberación, 

concertación, gestión ambiental 

comunitaria y control social, 

determinando la eficacia de las 

políticas ambientales y la 

reconstrucción del tejido social en 

el posconflicto. 

 

ESTADO DEL ARTE 

 

En el contexto colombiano de conflicto armado interno y tras la firma del acuerdo de paz, las 

comunidades rurales desempeñan un papel crucial para las políticas públicas, estudios como el de los 

autores Sánchez et al. (2023) destacan la intersección de la política y la paz en la vida de estas 

comunidades, explorando influencias como el colonialismo, el capitalismo, entre otros. Igualmente, 

subrayan la importancia de reconocer y valorar las experiencias de las mujeres en la construcción de la 

paz y el desarrollo rural. Asimismo, señala la necesidad de investigar cómo las políticas 
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medioambientales específicas podrían impactar en sus vidas y en la sostenibilidad agrícola, abriendo 

también la ventana para estudiar el ecofeminismo como agente de cambio. 

 Siguiendo la misma línea, los autores de Acevedo y Schneider (2020), identifican que las 

comunidades rurales no solo son agentes clave en la implementación de prácticas sostenibles, sino que 

también juegan un rol fundamental en la transformación estructural del campo. Lo anterior, está 

directamente relacionado con el acuerdo de paz, en particular con la Reforma Rural Integral1, que busca 

cerrar las brechas entre el campo y la ciudad y crear condiciones de bienestar para la población rural. La 

resolución 000464 de 2017 del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en línea con el acuerdo, 

establece los lineamientos de esta política pública, reconociendo el papel esencial de la economía 

campesina, familiar y comunitaria en el desarrollo del campo y de la nación en general.  

En paralelo, el artículo de Hoffmann (2016) profundiza en la territorialidad y la tenencia de tierra 

en Colombia, reconociendo el potencial transformador de las comunidades rurales, el autor ilustra cómo 

estas comunidades están forjando nuevas formas de identidad y territorio, desafiando narrativas 

hegemónicas y reclamando su derecho a participar en la construcción de su propio destino. 

Ahora bien, desde una perspectiva institucional, Tassara (2017) destaca la relevancia de integrar 

la sostenibilidad ambiental en el fortalecimiento del Estado y la promoción de la inclusión social, según 

el autor, la protección del medio ambiente puede actuar como un catalizador para la cohesión social y la 

legitimidad estatal, especialmente en contextos donde la explotación de recursos naturales ha sido 

históricamente una fuente de conflicto y exclusión. Este enfoque sugiere, que las instituciones estatales 

deben adoptar políticas ambientales robustas para consolidar un Estado más justo y cohesionado. A su 

vez, Rodríguez (2021) reflexiona sobre el potencial del Acuerdo de Paz para inaugurar un nuevo modelo 

 
1 De acuerdo con el Departamento Administrativo de la Función Pública (2024), “La Reforma Rural Integral sienta las bases para 
la transformación estructural del campo, crea las condiciones de bienestar y buen vivir para la población rural y contribuye a la 
construcción de una paz estable y duradera. Busca la erradicación de la pobreza rural extrema y la disminución en un 50% de la 
pobreza en un plazo de 10 años, la promoción de la igualdad, el cierre de la brecha entre el campo y la ciudad, la protección y 
disfrute de los derechos de la ciudadanía y la reactivación del campo, especialmente de la economía familiar”.  
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de construcción de paz que incluya la dimensión ambiental como política estatal. En torno a este 

argumento, el autor plantea preguntas críticas sobre cómo se está considerando dicha dimensión en la 

consolidación del Estado posacuerdo, sugiriendo que la inclusión de criterios ambientales podría 

redefinir los enfoques tradicionales de paz y desarrollo en Colombia.  

Por la misma línea, Montes (2022) analiza los avances mixtos en la implementación de los 

compromisos ambientales derivados del Acuerdo de Paz, enfatizando la necesidad de fortalecer la 

resiliencia ambiental en el contexto del posacuerdo. A través de su estudio, Montes resalta que, aunque 

se han logrado algunos progresos, la pandemia de COVID-19 y otras crisis globales han puesto de relieve 

tanto la vulnerabilidad ambiental del país como las limitaciones de sus instituciones para enfrentar estos 

desafíos.  

En esta línea, aboga por un enfoque más robusto y adaptativo, capaz de responder a las 

necesidades ambientales tanto actuales como futuras, conforme avanza la implementación del Acuerdo 

Final, también señala que se revelan tanto las fortalezas como las debilidades institucionales del Estado 

colombiano para responder a los retos del posacuerdo, la transformación de la política pública hacia los 

objetivos del Acuerdo ha demandado una revisión de las prioridades de inversión y un enfoque de 

acción más orientado a las particularidades regionales, en cuanto al componente ambiental, este estudio 

también sugiere ciertos avances en la formulación de planes de zonificación ambiental con la 

participación comunitaria, aunque persisten desafíos en la sustitución de cultivos de uso ilícito en áreas 

ambientalmente sensibles, especialmente en zonas de interés ecológico y dentro del Sistema de Parques 

Naturales Nacionales. 

Para la autora Montes (2022), un punto de especial atención es la estrategia gubernamental de 

Pago por Servicios Ambientales (PSA) establecida para promover alternativas sostenibles en las 

comunidades. Ella menciona que, aunque se ha emitido el documento CONPES 3886 y el Decreto Ley 

870 de 2017 para apoyar esta estrategia, sin embargo, los informes del Ministerio de Ambiente y 
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Desarrollo Sostenible (MADS) no detallan ampliamente los avances en su implementación. Esto sugiere 

la necesidad de brindar mayor apoyo y visibilidad a los proyectos de PSA, los cuales podrían ofrecer 

alternativas sostenibles para el desarrollo comunitario y contribuir a la sustitución de cultivos ilícitos. 

En el presente trabajo de investigación pretende realizar una actualización de los argumentos y 

análisis propuestos por Montes (2022), profundizando en los problemas de gobernanza pública desde la 

perspectiva del institucionalismo en las políticas medioambientales en el contexto del posacuerdo de paz 

con las FARC-EP. Esta actualización se realiza en el marco de los lineamientos de política pública del 

gobierno del presidente Gustavo Petro (2022 - 2026), abordando los cambios en las políticas ambientales 

y sus implicaciones para el fortalecimiento institucional en la implementación del Acuerdo de Paz. La 

intersección entre las políticas públicas, el fortalecimiento estatal y la gobernanza ambiental en 

Colombia evidencia vacíos significativos en la investigación académica.  

Desde una perspectiva institucional, resulta fundamental incorporar el conocimiento de las 

comunidades indígenas y campesinas en los procesos de gobernanza local. Adicionalmente, en el 

contexto del posacuerdo, es necesario examinar las políticas ambientales implementadas por el 

gobierno de Gustavo Petro, incluyendo la ratificación del Acuerdo de Escazú (Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible, 2024), para analizar su posible impacto en la sostenibilidad ambiental y la 

legitimidad estatal. Por lo tanto, la relación entre políticas públicas, el fortalecimiento del Estado y la 

gobernanza pública ambiental en Colombia presenta varios vacíos de investigación. Desde una óptica 

institucional, se requiere una mayor integración de las perspectivas y conocimientos locales en términos 

de gobernanza, especialmente de comunidades indígenas y campesinas. En cuanto a las políticas 

públicas medioambientales en el marco del posacuerdo, es esencial realizar un análisis exhaustivo de las 

políticas públicas adoptadas por el gobierno de Gustavo Petro que se analizarán en el desarrollo de esta 

monografía (entre las que se destaca la ratificación del Acuerdo de Escazú (Ministerio de Ambiente y 



21 
 

Desarrollo Sostenible, 2024)) para determinar cómo consideran la sostenibilidad ambiental y su impacto 

en la cohesión social y la legitimidad estatal.  

En cuanto a la inclusión de la dimensión ambiental en la construcción de paz, es necesario 

analizar cómo estos criterios se están aplicando en la actualidad, y cuál es el rol de los actores no 

estatales como las organizaciones no gubernamentales y comunidades indígenas, en la promoción de la 

sostenibilidad ambiental dentro del proceso de construcción de paz. Este análisis, ofrecerá lecciones 

valiosas para diseñar políticas que se adapten a los contextos territoriales. Por lo tanto, resulta 

fundamental fomentar estudios interdisciplinarios que integren perspectivas diversas y que comprendan 

la relación entre sostenibilidad ambiental y fortalecimiento del Estado.  

De otro lado, el análisis de la relación entre el medio ambiente y el conflicto armado en 

Colombia revela una interacción compleja entre las dinámicas de violencia y la degradación ambiental.  

El Acuerdo de Paz firmado en 2016 entre el Gobierno colombiano y las FARC-EP representó una 

oportunidad para la transformación de las regiones rurales, afectadas durante décadas por el conflicto 

armado. Sin embargo, el proceso de paz también trajo consigo desafíos complejos, especialmente en el 

ámbito ambiental. Aunque el acuerdo incluyó compromisos de conservación y desarrollo sostenible, el 

posacuerdo ha estado marcado por un aumento alarmante de la deforestación en áreas protegidas y 

ecosistemas sensibles, lo cual contradice los objetivos ambientales planteados. 

Durante el periodo de 2016 a 2023, Colombia experimentó una notable pérdida de cobertura 

forestal. Según datos de Global Forest Watch (2024), entre 2002 y 2023, el país perdió 1.99 millones de 

hectáreas de bosque primario húmedo, lo que representa el 39% de su pérdida total de cobertura 

arbórea en ese mismo periodo y una disminución del 3.6% en el área total de bosque primario húmedo, 

un ecosistema esencial para la biodiversidad y la regulación climática. Este panorama se agravó tras el 

2016, cuando se esperaba que el proceso de paz favoreciese la conservación ambiental. 
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Sin embargo, factores como la debilidad del control estatal y la entrada de actores ilegales han 

sido decisivos en este proceso, ya que la retirada de las FARC-EP de zonas donde el grupo armado 

regulaba el uso de los recursos naturales, dejó un vacío de autoridad que ha facilitado la expansión de 

actividades agrícolas y ganaderas, así como la intervención de redes de tráfico de tierras y grupos 

criminales. Clerici et al. (2020) subrayan que entre 2016 y 2018, el índice de deforestación en áreas 

protegidas aumentó un 177% en comparación con el promedio anual de 2002 a 2015, debido en gran 

parte a la falta de un control efectivo. Esta situación se agrava en las zonas rurales donde la presión 

sobre los ecosistemas ha crecido sin una adecuada respuesta institucional. 

Así mismo, Fernández (2019) sostiene que la implementación del Acuerdo de Paz ha sido 

desigual, especialmente en el componente ambiental, y que la baja presencia estatal y las dificultades 

para coordinar políticas de protección han dejado a estas áreas en una situación de vulnerabilidad. Esto 

permite que la explotación de recursos avance sin restricciones, erosionando los beneficios que estos 

ecosistemas ofrecen a las comunidades locales y al equilibrio climático. 

Es decir, la pérdida de bosques en el posacuerdo revela una paradoja: mientras el país busca 

consolidar la paz, la falta de estrategias efectivas para proteger el medio ambiente y regular el uso de la 

tierra permite que la deforestación avance. Esta situación evidencia la necesidad urgente de políticas 

integradas que combinen desarrollo rural, sostenibilidad ambiental y construcción de paz, con el fin de 

revertir la tendencia de pérdida forestal en Colombia. 

Igualmente, el trabajo de Jaramillo (2017) ofrece una perspectiva sobre cómo las FARC-EP 

implementaron normas internas para la preservación del medio ambiente, no como un fin altruista, sino 

como una estrategia militar y política. Aunque este enfoque arroja luz sobre la visión que tenía la 

guerrilla sobre la gestión de los recursos naturales, es insuficiente para entender los impactos 

ambientales a largo plazo y cómo las políticas públicas actuales pueden abordar o corregir las huellas de 
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esta etapa. En otras palabras, su análisis se centra en las prácticas durante el conflicto, pero carece de 

una reflexión sobre las políticas de transición que podrían mitigar estos efectos negativos en el 

posacuerdo.  

A su vez, Berman y Ojeda (2020) exponen que la violencia en el contexto del "posconflicto" 

persiste a través de formas más sutiles, como el extractivismo agrario, que afecta profundamente a las 

comunidades rurales y al medioambiente, este hallazgo resalta un vacío fundamental en los acuerdos de 

paz, ya que, aunque se contemplan mecanismos de desarrollo rural, como los Programas de Desarrollo 

con Enfoque Territorial (PDET), no existe una regulación efectiva para evitar que estas actividades 

extractivas continúen dañando los ecosistemas. Así mismo, Clerici et al. (2020) ponen de manifiesto un 

aumento significativo en la deforestación en áreas protegidas de Colombia durante el posacuerdo, este 

fenómeno revela no solo la ausencia del control estatal en ciertos territorios, sino también la falta de 

políticas públicas ambientales efectivas para salvaguardar estos ecosistemas. Aunque este estudio 

aporta una evidencia cuantitativa clara del deterioro ambiental, al igual que los textos anteriores, carece 

de un análisis sobre cómo se podrían fortalecer la gobernanza pública en el marco las políticas públicas 

medioambientales para mejorar la conservación en áreas abandonadas por la guerrilla de las FARC-EP en 

el periodo del posacuerdo.  

En relación con el posacuerdo de paz, Fajardo (2019) por su parte, aporta una reflexión valiosa 

sobre el "Punto Agrario" del mismo, señalando la importancia histórica de la reforma agraria en el 

conflicto colombiano, su análisis es limitado al omitir cómo estas transformaciones agrarias deben 

alinearse con políticas medioambientales sostenibles para evitar la deforestación y la explotación 

descontrolada de tierras. En este sentido, su estudio refleja un vacío, ya que se centra más en la 

dimensión social del acceso a la tierra sin profundizar en la necesidad de articular dicho acceso con la 

protección del medioambiente. De manera complementaria, Leal (2019) profundiza en el impacto de la 

minería ilegal, señalando cómo esta actividad ha exacerbado tanto el conflicto armado como la 
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degradación ecológica. Aunque este análisis aporta una perspectiva necesaria sobre la relación entre 

minería ilegal y conflicto, deja de lado propuestas claras para la implementación de políticas más 

efectivas que combinen la erradicación de la minería ilegal con la restauración de los ecosistemas 

afectados.  

Si bien, los textos revisados ofrecen un panorama amplio y necesario sobre la relación entre el 

medioambiente y el conflicto armado, persisten vacíos importantes en el análisis de las políticas públicas 

medioambientales no se hace un abordaje de manera integral a los desafíos de gobernanza pública, 

tampoco se aborda ninguna metodología el análisis desde la policy failure combinado con una visión 

institucionalista en el marco de la protección de los recursos naturales en el marco del posacuerdo con 

las FARC-EP abarcando hasta el año 2024, teniendo en cuenta los nuevos lineamientos del gobierno de 

Gustavo Petro para la protección medioambiental, lo que deja espacio para futuras investigaciones y 

acciones que conecten de manera más efectiva la protección ambiental con la consolidación de la paz.  

METODOLOGÍA 

La presente investigación adopta un enfoque cualitativo y descriptivo, orientado al análisis 

profundo de los procesos de gobernanza territorial y de las fallas de política pública que han incidido en 

la implementación del Programa de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) en el municipio de 

Dabeiba, Antioquia, durante el periodo 2016–2025. Se emplea el process tracing como metodología 

central (Beach y Pedersen, 2019), complementado con análisis documental y entrevistas 

semiestructuradas aplicadas a actores institucionales y comunitarios vinculados directamente a la 

planificación e implementación del PDET. Este diseño metodológico permite rastrear mecanismos 

causales, identificar conexiones entre decisiones políticas, dinámicas institucionales y resultados 

territoriales, y comprender cómo la participación, la capacidad estatal y la articulación 

intergubernamental condicionan la efectividad del programa. 

El process tracing se aplica de manera secuencial a lo largo de la tesis. En el primer capítulo, la 
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metodología se enfoca en reconstruir los mecanismos causales que vinculan la teoría de gobernanza 

territorial y el policy failure con el caso colombiano; para ello se rastrean documentos normativos, 

literatura especializada y antecedentes institucionales con el fin de identificar las condiciones iniciales 

que moldearon la implementación del PDET. En el segundo capítulo se emplea de manera comparativa 

para analizar cómo las trayectorias internacionales de política ambiental, incluidos los instrumentos de 

soft law, se traducen en marcos normativos nacionales y en arreglos institucionales diferenciados en el 

posacuerdo. Finalmente, en el tercer capítulo el process tracing se utiliza empíricamente sobre el 

estudio de caso de Dabeiba, organizando los hallazgos bajo una secuencia que conecta contexto 

histórico, intervenciones institucionales, acciones territoriales, coordinación multinivel y resultados 

observados en términos de participación, legitimidad y sostenibilidad. Esta aplicación progresiva permite 

contrastar los mecanismos explicativos propuestos en la teoría con la evidencia empírica real en el 

territorio. 

La recolección de información se sustentó en tres estrategias articuladas. Primero, el análisis 

documental de normas, informes institucionales, planes de acción, documentos CONPES, reportes de la 

Agencia de Renovación del Territorio y literatura académica especializada permitió identificar el diseño 

original de la política, los ajustes institucionales durante los tres periodos presidenciales (Santos, Duque 

y Petro) y las brechas entre formulación y ejecución. Segundo, se realizaron entrevistas 

semiestructuradas bajo la lógica del process tracing interview descrita por Tansey (2007), diseñadas para 

reconstruir secuencias causales, identificar momentos críticos, detectar rupturas institucionales y validar 

hipótesis derivadas del análisis documental. Entre los entrevistados se encuentra un actor territorial 

clave radicado en Dabeiba, quien ejecuta directamente el PDET, participa en los espacios de planeación 

local, vive en el territorio y conoce de primera mano las dinámicas comunitarias, las tensiones en la 

implementación y las estrategias locales para sostener los procesos. Su testimonio resultó fundamental 

para contrastar el discurso institucional con las prácticas reales del territorio, corroborar cronologías y 
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aportar evidencia directa sobre los mecanismos de gobernanza que favorecen o limitan la sostenibilidad 

de la política. 

En tercer lugar, se realizó triangulación analítica mediante la comparación entre fuentes 

documentales, entrevistas y datos históricos del municipio. Esta triangulación permitió verificar la 

consistencia de los hallazgos, reducir sesgos interpretativos y fortalecer la validez interna de las 

inferencias causales reconstruidas mediante el process tracing. En este sentido, el análisis se concentra 

no solo en resultados finales, sino en el seguimiento paso a paso de cómo se toman decisiones, cómo 

participan las comunidades, qué actores ejercen poder territorial y cómo las capacidades institucionales 

determinan el cumplimiento o fracaso de los compromisos del PDET. 

El estudio adopta además un enfoque territorial centrado en Dabeiba, municipio priorizado del 

Urabá antioqueño seleccionado tanto por su relevancia histórica en el conflicto armado como por ser un 

laboratorio representativo del posacuerdo: alta ruralidad, pluralidad étnica, presencia de economías 

ilegales, debilidad institucional histórica y procesos de reconstrucción del tejido social a través del PDET. 

La selección responde al criterio conceptual de “caso crítico”, donde se espera observar con claridad los 

efectos de la gobernanza territorial en la transformación rural. La investigación incorpora un análisis 

temporal comparativo que abarca los periodos de gobierno 2016–2025, lo que permite rastrear 

continuidades, rupturas y ajustes en el diseño y ejecución del programa, así como en la articulación 

entre niveles de gobierno y actores comunitarios. 

Esta estrategia metodológica permite identificar con precisión los mecanismos que explican por 

qué, cómo y bajo qué condiciones la gobernanza territorial puede potenciar o limitar la efectividad de 

una política pública tan compleja como el PDET. El uso del process tracing ofrece inferencias robustas, 

fundamentadas empíricamente y capaces de mostrar el tránsito entre decisiones normativas, arreglos 

institucionales y resultados observados en un territorio real que aún enfrenta los desafíos del 

posacuerdo. 
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No obstante, el diseño metodológico presenta limitaciones que deben ser reconocidas para 

dimensionar adecuadamente el alcance de sus conclusiones. En primer lugar, aunque se contempló la 

realización de entrevistas semiestructuradas a líderes sociales y comunitarios, las condiciones de 

desconfianza, riesgo y hermetismo persistente en Dabeiba dificultaron el acceso a estos actores. A pesar 

de múltiples intentos de contacto y seguimiento, no fue posible contar con su participación directa, lo 

que restringe la diversidad de voces comunitarias incluidas en el estudio. Esta ausencia obligó a reforzar 

el análisis documental y la información suministrada por actores institucionales, lo que, si bien aporta 

rigor y evidencia verificable, puede limitar la reconstrucción plena de prácticas y percepciones desde la 

base social del territorio. 

De igual forma, la calidad y disponibilidad de información pública sobre la ejecución del PDET en 

Dabeiba presentan vacíos. La dispersión de documentos oficiales, la falta de actualización en 

plataformas institucionales, así como la inexistencia de bases de datos consolidadas sobre financiación, 

seguimiento y resultados, complejizan el rastreo cronológico de algunos mecanismos causales. A ello se 

suma que el carácter cualitativo y focalizado del estudio (centrado en un único caso crítico) impide 

generalizar plenamente los hallazgos a otros municipios PDET, aunque sí permite aportar elementos 

comparativos y analíticos útiles para futuras investigaciones. Finalmente, el periodo 2016–2025 abarca 

cambios políticos nacionales y locales que afectaron la disponibilidad de funcionarios clave y la 

continuidad institucional, lo que también condicionó el acceso a información testimonial más amplia. 

Estas limitaciones no invalidan los resultados, pero invitan a complementar futuras investigaciones con 

estudios comparados, mayor trabajo de campo y acceso a fuentes comunitarias más amplias. 
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CAPÍTULO 1: HORIZONTES DE GOBERNANZA: TEORÍA EN LA GESTIÓN TERRITORIAL Y POLÍTICAS 

PÚBLICAS 

Este capítulo aborda la gobernanza territorial como un paradigma transformador dentro de la 

gestión pública, analizando su evolución teórica, su aplicación práctica en América Latina y, 

particularmente, en el contexto colombiano, junto con los principales desafíos y críticas que enfrenta. El 

desarrollo se estructura en tres ejes fundamentales: en primer lugar, se examina la transición histórica 

del concepto de gobernabilidad hacia el de gobernanza, resaltando su resignificación en escenarios 

latinoamericanos caracterizados por desigualdades estructurales y la hibridación de modelos globales. 

En segundo lugar, se profundiza en la gobernanza territorial como eje transversal del ciclo de las políticas 

públicas, destacando su incidencia en las fases de diagnóstico, diseño, implementación y monitoreo, así 

como las tensiones derivadas de fenómenos como la corrupción, la descentralización incompleta y la 

captura institucional. En tercer lugar, se analiza el policy failure en Colombia, evidenciando las brechas 

entre los marcos normativos y las prácticas institucionales que obstaculizan la efectividad de las políticas.  

En conjunto, este marco conceptual permitirá, a través del estudio del desarrollo y la 

implementación de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), evidenciar la relevancia 

de estos enfoques teóricos para comprender cómo las dinámicas de poder, las capacidades 

institucionales y las formas de gobernanza influyen en los resultados de la política en el marco del 

posacuerdo de paz.  

1.1 Evolución histórica de la gobernanza: de la gobernabilidad a la acción colaborativa 

La gobernanza emerge como un paradigma transformador en la gestión pública, integrando 

actores múltiples para enfrentar problemas complejos mediante soluciones colaborativas (Montes, 

2021). Se define como procesos e interacciones que articulan la participación de sectores públicos, 

privados y sociales, reemplazando modelos jerárquicos por esquemas horizontales basados en 

corresponsabilidad (Bevir, 2011). Este enfoque fortalece la legitimidad de las políticas a través de la 
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deliberación inclusiva y aborda desafíos multidimensionales mediante la gestión colaborativa de recursos 

y conocimientos (Kooiman, 1993). 

Históricamente, el concepto de gobernanza pública ha experimentado una evolución 

significativa, reflejando los cambios en la forma en que se entienden y administran los asuntos públicos y 

las relaciones entre el Estado y la sociedad. Este término, tal como se concibe en la actualidad, es el 

resultado de un prolongado debate académico sobre las transformaciones del Estado y de un proceso de 

adaptación conceptual promovido por organismos internacionales y gobiernos. Su desarrollo ha estado 

marcado por distintas etapas que han moldeado su significado y aplicación en la gestión pública. 

1.1.1 Orígenes en países industrializados: de la gobernabilidad al paradigma de la gobernanza 

El concepto de gobernanza se origina en la noción de gobernabilidad, desarrollada en los años 

setenta a partir del informe de Crozier, Huntington y Watanuki (1975) para la Comisión Trilateral2. Estos 

autores vincularon la "ingobernabilidad" de las democracias occidentales a la sobrecarga del Estado de 

bienestar, presionado por demandas sociales crecientes que generaban déficits fiscales y reducían su 

capacidad para abordar problemas estructurales (Crozier et al., 1975). Como solución, propusieron 

reducir el tamaño del Estado y transferir responsabilidades a la sociedad, sentando las bases para 

reformas administrativas que influyeron en la Nueva Gestión Pública (NGP)3 y, posteriormente, en la 

gobernanza moderna (Aguilar, 2006). 

 
2 La Comisión Trilateral es una organización internacional no gubernamental fundada en 1973 por David Rockefeller, con el 
objetivo de fomentar la cooperación política y económica entre Japón, Europa Occidental y América del Norte. La comisión 
reúne a líderes de alto nivel de la política, los negocios y la academia para discutir y proponer soluciones a problemas globales. 
(Trilateral Commission, 2023) 
3 La Nueva Gestión Pública (NGP) ha sido el paradigma dominante en administración pública durante las últimas décadas, 
transformando profundamente la formulación de políticas y la prestación de servicios gubernamentales. Fundamentada en la 
aplicación de prácticas gerenciales del sector privado al ámbito pública. Busca mejorar la eficiencia, efectividad y capacidad de 
respuesta del Estado ante las demandas ciudadanas. Este enfoque reconceptualiza a los ciudadanos como "clientes" e 
incorpora métodos empresariales (como la gestión por resultados, la competencia controlada y la medición de desempeño) 
para optimizar la administración pública. Su implementación ha generado cambios estructurales en la organización estatal, 
promoviendo la descentralización, la contratación competitiva y sistemas de rendición de cuentas basados en indicadores 
cuantificables (Vigoda y Kisner,2015) 
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En los ochenta, bajo el influjo del modelo neoliberal4, la NGP emergió como modelo dominante, 

promoviendo la eficiencia y disciplina fiscal mediante prácticas privatizadoras: descentralización, 

creación de agencias autónomas orientadas a resultados, y externalización de servicios (outsourcing) 

(Aguilar, 2006). Sin embargo, en los noventa, las limitaciones de la NGP (centrada en el control estatal) 

llevaron a replantear el enfoque hacia la gobernanza, reconociendo la interdependencia entre Estado, 

sociedad civil5 y sector privado para una gestión efectiva (Aguilar, 2011). El Programa de las Naciones 

Unidas para el Desarrollo (PNUD) definió este concepto como el ejercicio de autoridad política, 

económica y administrativa que involucra a múltiples actores en la gestión de asuntos públicos, mientras 

organismos como el Banco Mundial (BM) y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (OCDE) promovieron la "buena gobernanza"6 como pilar del desarrollo sostenible, 

vinculando préstamos a criterios de calidad institucional (Aguilar, 2006; Banco Mundial, 1991). 

La tradición anglosajona, analizada por Cepiku (2013), consolidó este paradigma al fusionar la 

gobernanza con los principios de la New Public Management (NPM), que se enmarcaban por la 

eficiencia, la competitividad y la orientación a resultados. Este modelo, impulsado en Estados Unidos y 

Reino Unido, reconfiguró no solo estructuras administrativas, sino también la relación Estado-sociedad, 

extendiéndose como referencia global (Cepiku, 2013). Así, la gobernanza trascendió su raíz técnica para 

convertirse en un marco integral que articula eficiencia técnica con legitimidad social, aunque no exento 

 
4 El neoliberalismo se entiende como una racionalidad política que transforma todos los aspectos de la vida en términos 
económicos, promoviendo la competencia, la eficiencia y la responsabilidad individual como valores centrales. Esta lógica no 
solo afecta la economía, sino también la educación, la salud, la cultura y la subjetividad, al convertir al individuo en un 
“empresario de sí mismo” dentro de un mercado totalizante (Fair, 2021) 
5 La sociedad civil se compone de organizaciones, instituciones y movimientos sociales que operan de manera independiente 
del Estado y del mercado. Estas entidades, aunque pueden interactuar con el sector público o recibir financiamiento estatal, no 
forman parte del aparato gubernamental. Su estructura y funcionamiento se rigen por mecanismos autónomos, definidos en 
estatutos o reglamentos internos, y su participación es voluntaria. Además, persiguen fines no lucrativos, orientados al interés 
público, y se sustentan principalmente en contribuciones voluntarias de sus miembros o simpatizantes (Salamon 
y Anheier,1992). 
6 La buena gobernanza, se refiere a los sistemas de gobierno que son capaces, receptivos, inclusivos y transparentes (PNUD, 
2021) 
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de críticas por su énfasis en modelos privatizadores y su adaptación desigual en contextos no 

occidentales. 

1.1.2 Adaptación en América Latina: hibridación, resistencias y desigualdades estructurales 

Después de revisar cómo el concepto de gobernanza se consolidó en contextos occidentales, es 

necesario examinar su llegada e implementación en América Latina, donde adoptó matices particulares 

debido a las dinámicas sociopolíticas de la región. El concepto de gobernanza llegó a América Latina 

entre los años ochenta y la década de los noventa, impulsado por organismos multilaterales y procesos 

políticos locales, aunque con tensiones y adaptaciones regionales. En los ochenta, bajo el Consenso de 

Washington (un paquete de reformas neoliberales promovido por instituciones como el BM, el Fondo 

Monetario Internacional (FMI) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID)), se implementaron 

políticas de reducción estatal, privatización y descentralización para resolver crisis fiscales, pero sin 

incorporar mecanismos de participación ciudadana (Zurbriggen, 2011; Veneziano, 2005). Estas reformas, 

como señala Williamson (1989), priorizaron la disciplina fiscal y la liberalización económica, generando 

tensiones sociales al debilitar el rol redistributivo del Estado. 

Durante la década de 1990, organismos internacionales como el PNUD y el Banco Mundial 

consolidaron el uso del término "gobernanza", asociándolo con la gobernabilidad democrática y la 

eficiencia institucional, mientras que la Nueva Gestión Pública (NGP) introdujo en la administración 

estatal principios del modelo neoliberal, como la externalización de servicios, la competencia entre 

entidades y la evaluación por resultados (Veneziano, 2005). Países latinoamericanos como Bolivia, con la 

Ley de Participación Popular (1994)7, y Brasil, con el presupuesto participativo en Porto Alegre8, 

promovieron procesos de descentralización orientados a fortalecer la participación ciudadana y 

 
7 Para más información sobre la Ley de Participación Popular de Bolivia, véase Bolivia (1994). Ley de Participación Popular. 
https://www.lexivox.org/norms/BO-L-1551.html  
8 Para profundizar en el caso del presupuesto participativo en Brasil, especialmente en Porto Alegre, véase Goldsmith, W. W., & 
Vainer, C. B. (2001). Presupuesto participativo y políticas de poderes en Porto Alegre. Lincoln Institute of Land Policy. 
https://www.lincolninst.edu/es/publications/articles/presupuesto-participativo-politicas-poderes-en-porto-alegre  

https://www.lexivox.org/norms/BO-L-1551.html
https://www.lincolninst.edu/es/publications/articles/presupuesto-participativo-politicas-poderes-en-porto-alegre
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redistribuir el poder territorial. No obstante, estas iniciativas enfrentaron profundas limitaciones 

estructurales que pusieron en evidencia una tensión central: aunque se promovía formalmente la 

participación, las reformas seguían ancladas en la lógica neoliberal de eficiencia y mercado, lo que 

facilitó la captura de lo público por intereses privados. Casos emblemáticos como las "guerras del agua" 

en Cochabamba (2000) y los conflictos por la privatización de servicios básicos en Argentina (2003) 

muestran cómo las promesas de inclusión y autonomía local fueron socavadas por dinámicas de 

clientelismo político y procesos privatizadores que deslegitimaron las reformas, revelando una 

contradicción entre los discursos participativos y las prácticas de mercantilización del Estado (Zurbriggen, 

2011; Cruz, 2021). 

En los 2000, bajo la influencia de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) y gobiernos 

progresistas como el de Lula da Silva en Brasil (2003-2010) y el Frente Amplio en Uruguay (2005-2020), 

se promovieron iniciativas de inclusión social. No obstante, la participación ciudadana se restringió a 

proyectos puntuales, sin incidencia estratégica en la toma de decisiones, y con una corresponsabilidad 

débil entre Estado y sociedad civil (Veneziano, 2005; Dagnino, 2007). Este enfoque fragmentado, como 

critica Dagnino (2007), reprodujo desigualdades al priorizar la eficiencia técnica sobre la justicia social. 

Teóricamente, el debate europeo sobre redes de políticas públicas (Pierre y Peters, 2000) influyó 

en académicos latinoamericanos, quienes cuestionaron la transferencia acrítica de modelos de 

gobernanza diseñados para contextos con instituciones formales robustas. Zurbriggen (2011) destacó la 

hibridación entre prescripciones internacionales y resistencias locales, donde prácticas comunitarias 

informales coexistieron con marcos normativos importados. Es decir, los modelos normativos 

internacionales han chocado con realidades locales, produciendo adaptaciones heterogéneas. Como 

señala Zurbriggen (2011, p. 45), "La gobernanza en América Latina surge de un proceso de hibridación: 

por un lado, las prescripciones de los organismos internacionales; por otro, las resistencias y 

reinterpretaciones locales".  
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No obstante, la gobernanza no debe concebirse únicamente como un paradigma técnico-

institucional orientado a gestionar la complejidad o mejorar la eficiencia administrativa, sino como un 

campo profundamente político donde se reconfiguran las relaciones de poder y se producen nuevas 

formas de territorialidad. Jessop (2008) plantea que la gobernanza actúa como un mecanismo de re-

escalamiento del poder estatal, a través del cual se redistribuyen funciones, competencias y recursos 

entre distintos niveles de gobierno y actores no estatales. Desde su enfoque estratégico-relacional, el 

Estado no se debilita, sino que se adapta a las transformaciones del capitalismo global, redefiniendo sus 

capacidades y sus modalidades de control.  

A su vez, la noción de gubernamentalidad9 desarrollada por Foucault, retomada por Restrepo 

Tamayo y Jaramillo Castrillón (2018), permite comprender la gobernanza como una racionalidad política 

que articula saberes, instituciones y técnicas para dirigir la conducta de individuos y poblaciones, 

configurando subjetividades y regulando la vida social más allá del aparato estatal formal. En esta misma 

línea, Raffestin (1980) aporta una lectura geográfica del poder al concebir el territorio no como un 

espacio físico preexistente, sino como una construcción social mediada por relaciones de poder. Desde 

esta perspectiva, la territorialidad emerge de prácticas, representaciones y apropiaciones que convierten 

el espacio en una dimensión política activa. En conjunto, estos enfoques subrayan que la gobernanza no 

es simplemente un instrumento de coordinación, sino un entramado de poder y significación donde se 

negocian la autoridad, la legitimidad y la producción misma del territorio. 

A partir de lo anterior, es posible interpretar que resulta imprescindible desvincular el estudio de 

la gobernanza en América Latina de los paradigmas anglosajones, pues trayectorias históricas de la 

región, estructuras sociales y tradiciones políticas son profundamente distintas a las que sustentan la 

 
9 Foucault conceptualiza la gubernamentalidad como una forma moderna de poder que articula saberes, instituciones y 
técnicas para dirigir la conducta de los individuos y poblaciones. Esta perspectiva permite entender la gobernanza como una 
racionalidad política que produce subjetividades y regula la vida social más allá del aparato estatal formal. 
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gobernanza liberal. Los procesos de coordinación solo pueden entenderse atendiendo a la convivencia 

de instituciones formales con mecanismos informales horizontales que actúan con niveles diferenciados 

de legitimidad y eficacia. Además, los legados coloniales y las asimetrías territoriales configuran un 

escenario en el cual las herramientas analíticas importadas resultan insuficientes para captar la 

complejidad sociopolítica regional. Por tanto, la gobernanza latinoamericana se manifiesta como un 

fenómeno híbrido coincidiendo con Zurbriggen (2011), pero entendiendo que también es fruto de la 

interacción entre saberes ancestrales y prácticas comunitarias en conjunto con las exigencias de los 

organismos multilaterales, lo que demanda un replanteamiento teórico que reconozca y valore las 

cosmovisiones locales y la singularidad de nuestros arreglos institucionales. 

1.1.3 Gobernanza pública en Colombia: entre marcos normativos y captura institucional 

Luego de examinar cómo la gobernanza fue adoptada y adaptada en América Latina, con sus 

particularidades y tensiones, es pertinente abordar el caso colombiano, donde dicho enfoque adquirió 

características propias en el marco de reformas institucionales profundas. La gobernanza pública en 

Colombia se introdujo en los años noventa bajo influencia de organismos internacionales como el BM y 

el PNUD, que vincularon la "buena gobernanza" a acceso a créditos, enfatizando transparencia y lucha 

contra la corrupción (Castro, 2011). La Constitución de 1991 marcó un hito al consagrar participación 

ciudadana, descentralización y Estado social de derecho, impulsando mecanismos como acciones 

populares (Ley 472/98) y audiencias públicas (Decreto 330/97) (Blanco, 2024). Sin embargo, en la 

práctica, planes como el "Estado comunitario" (PND 1994-1998) priorizaron al sector empresarial sobre 

comunidades locales en políticas ambientales, manteniendo enfoques verticales (Palacio, 2010; Castro, 

2011). 

En lo ambiental por ejemplo, el Sistema Nacional Ambiental (SINA) y políticas participativas 

buscaron integrar actores, pero casos como el Parque Corales del Rosario evidenciaron decisiones 

centralizadas y exclusión, reflejando una "gobernanza estado-céntrica" (Galeano, 2009, p. 76). A esto se 
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suman conflictos armados y grupos ilegales que limitan modelos colaborativos (González y Otero, 2010). 

Además, mecanismos como consultas previas (Decreto 1320/98) suelen ser simbólicos, sin garantizar 

consentimiento libre (Rodríguez y Muñoz, 2009), mientras el clientelismo y la corrupción sistémica 

exigen estrategias integrales (Gómez, 2018). 

La adopción de la gobernanza en Colombia, a pesar de contar con marcos jurídicos avanzados, ha 

sido en gran medida retórica, pues convive con estructuras de poder jerárquicas y una sociedad civil 

fragmentada. Según Aguilar (2006), el derecho administrativo sigue anclado en modelos verticales que 

dificultan la conformación de redes colaborativas, de modo que para superar esta paradoja es 

imprescindible fortalecer las capacidades ciudadanas y materializar la gobernanza en iniciativas 

concretas que privilegien la equidad y la democracia participativa, dejando atrás las adaptaciones 

superficiales y las presiones internacionales.  

En este contexto, la puesta en práctica de las políticas públicas del posacuerdo ha exigido 

precisamente ese enfoque colaborativo: la articulación entre comunidades locales, expertos técnicos y 

organizaciones no gubernamentales resulta clave para diseñar e implementar soluciones sostenibles y 

arraigadas en cada territorio (Montes, 2021). Paradigmas exitosos, como la gestión de áreas protegidas 

en México y Perú con participación indígena, demuestran que la gobernanza territorial cobra pleno 

sentido cuando se nutre de los saberes y necesidades locales (Brenner, 2010). No obstante, persisten 

desafíos de fondo: la fragmentación institucional y la escasa coordinación intergubernamental (incluso 

después de la Ley de Ordenamiento Territorial) ponen de manifiesto la brecha entre lo normativo y lo 

concreto, limitando el alcance real de estos esquemas participativos (Montes, 2021). 

Superar estas barreras exige, ante todo, una adaptación cuidadosa de los modelos de 

gobernanza a las realidades socioculturales de cada región, evitando recetas universales que ignoran 

particularidades históricas. A esto debe sumarse el fortalecimiento de capacidades institucionales para 
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garantizar transparencia y eficacia. Es imperativo profundizar mecanismos genuinos de participación 

ciudadana, trascendiendo la mera consulta para avanzar hacia procesos deliberativos con incidencia real 

en la toma de decisiones. Solo este equilibrio entre eficiencia técnica y legitimidad social permitirá que la 

gobernanza cumpla su promesa de gestionar lo público con justicia y equidad, transformándose en un 

instrumento al servicio del bien común. 

1.2 Gobernanza territorial como eje transversal: conceptualización y desafíos 

Es aquí en donde la gobernanza territorial, entendida como el conjunto de procesos y 

estructuras mediante los cuales se toman decisiones y se gestionan los asuntos públicos en un territorio 

determinado, sirve para entender este fenómeno. Este enfoque supone la interacción y colaboración 

entre múltiples actores, tanto gubernamentales como no gubernamentales, que poseen intereses y 

responsabilidades en dicho espacio. Según Font, Della Porta y Sintomer (2021), la gobernanza territorial 

incorpora el conocimiento experto en los procesos participativos locales con el propósito de construir 

una visión compartida del futuro del territorio, promover el desarrollo sostenible y mejorar la calidad de 

vida de sus habitantes. Para alcanzar estos objetivos, resultan esenciales la participación ciudadana, la 

transparencia en la toma de decisiones y la rendición de cuentas por parte de los actores involucrados. 

Henderson y Castells (1987) analizan cómo la reestructuración global de la economía afecta el 

desarrollo territorial. Aunque su trabajo no se centra exclusivamente en la gobernanza territorial, aborda 

varios aspectos relevantes. Por ejemplo, examinan el impacto de la globalización en las estructuras 

territoriales y en la distribución del poder y los recursos a nivel local. Además, discuten cómo la 

reestructuración económica puede llevar a un desarrollo desigual entre diferentes regiones, lo que 

afecta la cohesión territorial y la gobernanza local. También analizan el papel de industrias clave, como la 

automotriz y la electrónica, en la configuración de las dinámicas territoriales y en la creación de nuevos 

centros de poder económico. 
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En este contexto, la gobernanza territorial puede operar en diferentes escalas geográficas, desde 

lo local hasta lo global, pasando por lo regional y lo nacional. Glückler, Rehner y Handke (2019) discuten 

la gobernanza territorial en el contexto de redes y escalas múltiples, destacando que cada escala tiene 

sus propios desafíos y oportunidades, y requiere de enfoques y estrategias de gobernanza adaptadas a 

sus particularidades.  

En la gobernanza territorial participan una amplia gama de actores, cada uno con sus propios 

roles y responsabilidades. Como señala Farinós (2015) en su texto "Desarrollo territorial y gobernanza: 

Refinando significados desde el debate teórico pensando en la práctica", las relaciones entre gobernanza 

y acción política pueden promover un desarrollo territorial más justo y democrático. Farinós (2015) se 

enfoca en los actores que participan en la gobernanza territorial, destacando tres aspectos clave: la 

diversidad de actores, la importancia de la interacción y cooperación entre ellos, y la transformación de 

roles que surge a través de estos procesos. 

En primer lugar, la gobernanza territorial involucra a una variedad de actores, incluyendo 

entidades públicas, privadas y mixtas. Estos actores pueden operar a diferentes escalas, desde lo local 

hasta lo regional y nacional. En segundo lugar, la interacción entre estos actores es fundamental para la 

gobernanza territorial. La cooperación entre actores públicos y privados puede mejorar la gestión de los 

territorios y promover un desarrollo más equilibrado. Finalmente, la gobernanza territorial tiene el 

potencial de transformar los roles y las relaciones entre los actores. A través de la interacción y la 

cooperación, los actores pueden redefinir sus objetivos y estrategias, adaptándose a las necesidades y 

desafíos del territorio.  

La gobernanza territorial es un proceso complejo y multidimensional que requiere la 

participación de estos diversos actores y la adaptación de estrategias a diferentes escalas geográficas. Su 

objetivo principal es construir una visión compartida del futuro del territorio, promover el desarrollo 

sostenible y mejorar la calidad de vida de sus habitantes, teniendo en cuenta los desafíos y 
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oportunidades que surgen en cada nivel de gobernanza. La interacción entre estos actores y escalas es 

fundamental para lograr una gestión territorial integral y efectiva, que responda tanto a las necesidades 

locales como a los desafíos globales. En este sentido, la gobernanza territorial no solo implica la 

coordinación de esfuerzos, sino también la transformación de roles y relaciones para alcanzar un 

desarrollo más justo, equitativo y sostenible. 

1.2.1 Descentralización fallida y corrupción sistémica: barreras en el caso colombiano 

La gobernanza territorial, pese a su potencial transformador, enfrenta retos estructurales que 

cuestionan su eficacia en el ciclo de las políticas públicas. Dos críticas centrales emergen de la 

experiencia comparada y particularmente del caso colombiano: los riesgos de una descentralización mal 

gestionada y las dificultades de adaptación contextual. Como señala Treviño (2011), cuando la 

transferencia de competencias a instancias locales no viene acompañada de fortalecimiento 

institucional, puede generar vacíos de poder que son aprovechados por actores privados o grupos de 

interés, fenómeno claramente observable en regiones colombianas con presencia histórica de 

economías ilegales, conflicto armado y violencia sistémica.   

Este problema se agrava por el frágil equilibrio entre autonomía local y coordinación nacional. Si 

bien la Constitución de 1991 impulsó la descentralización política y fiscal, persisten asimetrías profundas 

entre municipios en capacidad técnica y financiera (Valencia y Karam de Chueiri, 2014). Esta 

fragmentación es evidente en la implementación de políticas ambientales posacuerdo, donde muchas 

corporaciones autónomas regionales (encargadas de articular la agenda nacional de desarrollo 

sostenible con los actores locales) carecen de los recursos y la experiencia necesarios (Brenner, 2010). En 

este escenario, los vacíos de gobernanza no solo facilitan la interferencia de actores ilegales, como 

señala Treviño (2011), sino que también abren la puerta a formas sistémicas de corrupción que 

desvirtúan el propósito mismo de las políticas públicas. 
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La corrupción, en sus múltiples formas, aprovecha estas fisuras institucionales para socavar 

acciones clave, como la protección ambiental. Según Transparencia por Colombia (2024), prácticas como 

el clientelismo y el nepotismo distorsionan la asignación de recursos y debilitan la capacidad estatal. Por 

ejemplo, en regiones donde las corporaciones autónomas son más frágiles, es común encontrar 

modificaciones irregulares a los planes de ordenamiento territorial (impulsadas por redes clientelistas 

que priorizan intereses urbanísticos sobre la conservación) (Kahn y Saavedra, 2021) o el desvío de fondos 

destinados a programas de reforestación. Estas dinámicas no solo reflejan la captura de lo público por 

intereses particulares, sino que perpetúan las asimetrías entre territorios: aquellos con menor capacidad 

institucional quedan atrapados en círculos de degradación ambiental y pobreza, mientras se profundiza 

la desconexión con los objetivos nacionales de sostenibilidad. 

El resultado es un sistema que, a pesar de su orientación descentralizada, enfrenta serias 

dificultades para asegurar coherencia en el ámbito territorial. La limitada articulación entre los distintos 

niveles de gobierno, junto con prácticas administrativas poco transparentes, debilita la efectividad de las 

políticas ambientales. Como señala Brenner (2010), la ausencia de mecanismos sólidos de coordinación 

y rendición de cuentas puede neutralizar incluso las regulaciones más avanzadas, debido a la 

combinación de burocracia ineficiente y captura institucional. Superar este escenario implica no solo 

fortalecer las capacidades locales —reduciendo brechas técnicas y financieras—, sino también establecer 

incentivos institucionales que promuevan la transparencia y desincentiven conductas colusorias. Solo 

mediante estas transformaciones será posible superar las tensiones entre descentralización, gobernanza 

y cumplimiento efectivo de los compromisos derivados del posacuerdo con las FARC-EP. 

El segundo gran desafío “la adaptación de modelos importados” adquiere particular relevancia 

en Colombia, donde esquemas de gobernanza diseñados para contextos europeos chocan con realidades 

marcadas por informalidad institucional y desigualdad estructural (Pierre y Peters, 2000). Esta tensión se 
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evidencia en iniciativas como los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET)10, cuyos 

principios participativos avanzados terminaron frustrados por la desconexión entre víctimas, 

excombatientes y entidades estatales (Zurbriggen, 2011). Como señala Zurbriggen (2011, p. 45), el 

proceso deriva en una hibridación conflictiva: “por un lado, las prescripciones de organismos 

internacionales; por otro, las resistencias locales”. Esta brecha no solo limita la efectividad de las políticas 

ambientales (al ignorar saberes territoriales), sino que además refuerza las asimetrías ya mencionadas, 

donde la corrupción y la falta de capacidades locales distorsionan su implementación. 

Superar este problema exige ajustes profundos. Como propone Montes (2021), la 

descentralización debe ser asimétrica, adaptándose a las diferencias en capacidades institucionales entre 

regiones. A esto debe sumarse una participación genuina (no solo consultiva) que involucre a 

comunidades étnicas y locales en el diseño colaborativo de políticas (Farinós, 2015). Experiencias como 

las áreas protegidas en México y Perú (Brenner, 2010) demuestran que la integración de saberes 

tradicionales mejora tanto la legitimidad como la sostenibilidad ambiental. En Colombia, aplicar estos 

aprendizajes implicaría no solo evitar la imposición de modelos rígidos, sino también contrarrestar 

prácticas corruptas que, al privilegiar intereses particulares, marginan tanto las necesidades territoriales 

como las soluciones innovadoras. Solo así podrá romperse el círculo vicioso entre gobernanza ineficaz, 

degradación ambiental y exclusión social. 

efectiva requiere más que marcos normativos avanzados. Exige, como señala la OCDE (2016) en su 

informe sobre el país, fortalecer simultáneamente tres dimensiones: 1) capacidades técnicas locales, 2) 

sistemas de rendición de cuentas adaptados, y 3) financiación estable para procesos participativos. Solo 

 
10  Los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) se analizarán en profundidad en el tercer capítulo. En esta 
sección, se mencionan únicamente como ejemplo ilustrativo de los programas creados en el marco del Acuerdo de Paz con las 
FARC-EP (2016), los cuales serán objeto de estudio más adelante. 
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así podrá superarse la paradoja actual: un marco jurídico progresista conviviendo con implementaciones 

fragmentadas que, en ocasiones, reproducen las desigualdades que buscan resolver.   

1.2.2 Integración en el ciclo de políticas públicas: diagnóstico, diseño e implementación participativa 

La gobernanza territorial desempeña un papel fundamental en cada etapa del ciclo de las 

políticas públicas, desde la identificación de problemas hasta su evaluación y reformulación. Su enfoque 

colaborativo permite una gestión más inclusiva, adaptada a las realidades locales y eficiente. A través de 

la articulación de actores, la adaptación al contexto territorial y la promoción de la participación 

ciudadana, la gobernanza territorial contribuye a mejorar la legitimidad, eficacia y sostenibilidad de las 

políticas públicas. A continuación, se analiza su papel en cada una de las etapas del ciclo de políticas 

públicas, destacando cómo su enfoque integral optimiza la gestión de los asuntos públicos. 

La gobernanza territorial se erige como un mecanismo transversal en todas las etapas del ciclo 

de políticas públicas, integrando conocimientos técnicos, saberes locales y participación multiactoral 

para garantizar que las intervenciones estatales respondan a necesidades reales, sean técnicamente 

sólidas y socialmente legítimas. En la etapa inicial de diagnóstico y formulación de la agenda, este 

enfoque supera los modelos centralizados al involucrar comunidades locales, organizaciones sociales, 

expertos y sector privado, evitando sesgos y priorizando demandas contextualizadas. En Colombia, por 

ejemplo, la inclusión de comunidades afectadas por el conflicto armado en la identificación de 

problemáticas ambientales ha permitido detectar desafíos invisibles para diagnósticos convencionales, 

como la degradación de suelos por cultivos ilícitos o la pérdida de biodiversidad vinculada al 

desplazamiento forzado (Montes, 2021). Este proceso no solo mejora la precisión de las políticas, sino 

que construye legitimidad al reducir resistencias en territorios con desconfianza histórica hacia el Estado.   

En la fase de diseño, la gobernanza territorial combina rigor técnico con demandas locales, 

fomentando interacciones entre distintos niveles de gobierno, actores sociales, academia y sector 

privado para formular estrategias viables. Ejemplos como la planificación urbana en ciudades 
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latinoamericanas muestran cómo la co-creación con comunidades evita errores recurrentes, como 

infraestructuras desconectadas de los usos reales del espacio público (Farinós, 2015). Sin embargo, este 

modelo exige superar desafíos como la fragmentación institucional y la desigualdad en capacidades de 

participación, requiriendo marcos normativos que garanticen inclusión genuina y recursos para capacitar 

a actores locales.   

Durante la toma de decisiones, el enfoque garantiza transparencia y consensos mediante 

diálogos inclusivos, crucial en contextos de alta conflictividad. Las mesas de concertación para gestión 

minera en Perú (Brenner, 2010) ilustran cómo la participación equilibra intereses entre comunidades, 

empresas y gobiernos, reduciendo resistencias y fortaleciendo legitimidad. En la implementación, la 

coordinación multinivel y la claridad en responsabilidades evitan duplicidades y adaptan políticas a 

dinámicas locales. Casos como las políticas de desarrollo rural en Brasil, donde agricultores y 

organizaciones locales aseguran distribución equitativa de recursos (Font, Della Porta y Sintomer, 2021), 

demuestran que la corresponsabilidad ciudadana mejora tanto la eficacia como la cohesión social.   

En el monitoreo y evaluación, la retroalimentación local permite ajustes en tiempo real y 

rendición de cuentas. En Colombia, la evaluación participativa de programas de restitución de tierras 

(Montes, 2021) ha corregido fallas de implementación, reforzando la confianza institucional. Finalmente, 

al reformular o concluir políticas, el análisis colectivo de resultados evita desperdicio de recursos y 

garantiza decisiones con respaldo social, como en la gestión adaptativa de áreas protegidas donde 

comunidades y expertos ajustan estrategias de conservación (Jacobsson, 2017).   

Aunque enfrenta desafíos, como la necesidad de inversión en capacidades locales y de marcos 

que no se limiten a consultas formales, la gobernanza territorial se consolida como un pilar para el 

diseño de políticas inclusivas y transformadoras. Al articular una participación genuina con rigor técnico, 

no solo mitiga fracasos derivados de diseños rígidos o capturas clientelares, sino que también fortalece 
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la democracia al convertir a la ciudadanía en coproductora de soluciones arraigadas en las realidades y 

aspiraciones del territorio (Véase anexo 1). 

1.3 Fallos de política (policy failure) en Colombia: teorías vs. realidades locales 

 
La gobernanza territorial, entendida como el conjunto de procesos e interacciones entre actores 

públicos, privados y sociales para la gestión de un territorio, enfrenta desafíos estructurales que suelen 

catalizar policy failures. La complejidad de coordinar múltiples niveles de gobierno, integrar intereses 

diversos y adaptar políticas a contextos locales específicos crea un terreno fértil para brechas entre 

diseño e implementación. Es en este marco donde el estudio de los fallos en las políticas públicas 

adquiere relevancia analítica, pues permite desentrañar cómo las dinámicas de fragmentación 

institucional, las asimetrías de poder y las limitaciones en la colaboración intergubernamental 

obstaculizan los objetivos de desarrollo territorial. 

El concepto de policy failure ha sido objeto de múltiples aproximaciones teóricas que han 

enriquecido su comprensión desde dimensiones técnicas, políticas y discursivas. May (1992) estableció 

un punto de partida fundamental al definir el fracaso de las políticas públicas como la incapacidad de las 

intervenciones estatales para alcanzar los objetivos propuestos, generando así una brecha entre las 

metas diseñadas y los resultados obtenidos. Esta perspectiva, centrada en la desconexión técnica entre 

el diseño y la implementación, fue posteriormente ampliada por McConnell (2010, 2015), quien 

incorporó una dimensión política al análisis. Para este autor, el fracaso no se limita al incumplimiento de 

metas cuantificables, sino que también se produce cuando los actores clave retiran su apoyo, lo cual 

compromete la legitimidad y sostenibilidad de la política. Desde esta óptica, el éxito o fracaso depende 

tanto de los resultados tangibles como de las dinámicas de poder, consenso y legitimación que se 

configuran en los procesos de gobernanza, especialmente en contextos territoriales fragmentados o con 

alta conflictividad institucional. 
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A este debate se suma el aporte de Fischer (2003), quien replantea el estudio del policy failure 

desde un enfoque discursivo. Según este autor, los fracasos de política no siempre derivan de errores 

técnicos o de implementación, sino de fallas en los marcos interpretativos que determinan cómo se 

definen y entienden los problemas públicos. En esta línea, propone que el análisis de las políticas debe 

incorporar el estudio de los discursos, las narrativas y las prácticas deliberativas que configuran la 

construcción social de los problemas. Esta perspectiva abre el campo hacia una comprensión más 

reflexiva del fracaso, entendiendo que las políticas pueden “fallar” no por su ineficiencia, sino por su 

incapacidad para generar sentido compartido o reconocimiento social de su propósito. 

La complejidad del concepto se profundizó con Hudson, Hunter y Peckham (2019), quienes 

identificaron tres factores estructurales interrelacionados que generan fallos en contextos de 

incertidumbre y no-linealidad, comunes en la gobernanza multinivel. Primero, el exceso de optimismo en 

el diseño, que subestima desafíos operativos, frecuente en políticas territoriales con metas ambiciosas 

pero desconectadas de capacidades locales; segundo, la implementación en sistemas de gobernanza 

fragmentados, donde la adaptación local diluye la coherencia global, un problema recurrente en 

regiones con competencias superpuestas; y tercero, la falta de colaboración genuina en la formulación, 

que excluye perspectivas clave para una ejecución efectiva, como ocurre cuando se ignoran demandas 

de comunidades o gobiernos subnacionales. Su marco sistémico revela que los fracasos emergen de 

dinámicas institucionales complejas más que de errores aislados. 

Complementando estas visiones, Daddow (2019) propuso un enfoque operativo para 

institucionalizar el aprendizaje a partir de los fracasos, crucial para mejorar la gobernanza territorial. Su 

modelo destaca tres elementos clave: definir criterios claros de éxito/fracaso adaptados a contextos 

específicos (evitando estándares genéricos inaplicables a realidades locales), integrar evidencia y 

experiencia en el diseño de políticas (especialmente conocimiento territorializado), y desarrollar culturas 

organizacionales que sistematicen lecciones aprendidas. Esta perspectiva transforma el análisis de los 
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fallos en una herramienta proactiva para mejorar la efectividad gubernamental, superando su carácter 

meramente descriptivo. 

Por su parte, Head (2021) aporta una mirada contemporánea al vincular el policy failure con la 

noción de wicked problems, es decir, aquellos problemas complejos, ambiguos y resistentes a soluciones 

definitivas. Estos desafíos, al implicar múltiples actores e intereses, demandan enfoques adaptativos, 

colaborativos y deliberativos, en contraste con las respuestas tecnocráticas o lineales. Desde esta 

perspectiva, el fracaso de las políticas puede entenderse como la consecuencia de abordar problemas 

“malditos” con instrumentos simplificados o rígidos, incapaces de captar su complejidad estructural. 

Rosanvallon (2023) introduce la idea de la symbolic policy, subrayando que muchas políticas 

públicas adquieren un carácter eminentemente simbólico: más allá de su impacto material, operan en el 

terreno de las percepciones, las emociones y la legitimidad. Las políticas simbólicas pueden, por tanto, 

generar efectos reales al moldear la narrativa pública, incluso si su implementación es limitada o sus 

resultados son modestos. Esta reflexión complementa el debate sobre el policy failure al mostrar que el 

éxito o fracaso de una política no solo depende de sus resultados tangibles, sino también de su 

capacidad para sostener significados compartidos y expectativas sociales. 

La evolución del concepto de policy failure evidencia un desplazamiento desde enfoques lineales 

centrados en la brecha entre objetivos y resultados (May, 1992), hacia marcos analíticos más complejos y 

multidimensionales que integran factores políticos (McConnell, 2010), sistémicos (Hudson et al., 2019), 

de aprendizaje institucional (Daddow, 2019) y discursivos (Fischer, 2003). Esta ampliación conceptual 

reconoce que los fracasos de las políticas públicas no constituyen simples desviaciones técnicas, sino que 

emergen de entramados donde confluyen el diseño, la implementación, las disputas de poder, las 

narrativas que definen los problemas y las capacidades institucionales para gestionar la incertidumbre y 

el disenso. En este sentido, autores como Head (2021) subrayan que muchos fracasos se vinculan a la 
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naturaleza “maldita” (wicked) de los problemas públicos, cuya complejidad desborda las respuestas 

tecnocráticas tradicionales, mientras que Rosanvallon (2023) destaca que incluso las políticas de carácter 

simbólico pueden influir en la legitimidad y la percepción pública, afectando la manera en que se 

interpreta el éxito o el fracaso. Así, comprender el policy failure implica asumir una mirada más integral 

que articule dimensiones técnicas, políticas, discursivas y simbólicas, especialmente en escenarios de 

gobernanza territorial caracterizados por la fragmentación institucional y la heterogeneidad 

socioeconómica. 

La intersección entre los policy failures y los desafíos de la gobernanza territorial adquiere una 

dimensión crítica en América Latina, donde estructuras clientelistas arraigadas y desigualdades históricas 

actúan como catalizadores de las brechas entre diseño e implementación de políticas públicas. Como 

señalan Brenner (2010) y la OCDE (2016), estos factores estructurales distorsionan incluso marcos 

normativos progresistas, generando un escenario en el que las dinámicas de poder informal socavan los 

objetivos formales de las políticas. Este fenómeno se ejemplifica en Colombia, donde la gobernanza 

territorial, pese a su diseño descentralizador consagrado constitucionalmente para democratizar la 

gestión, ha evidenciado fallos sistémicos. Treviño (2011) destaca que la transferencia de competencias a 

entidades locales sin un fortalecimiento paralelo de capacidades técnicas y financieras permitió la 

captura de espacios de poder por actores ilegales y redes clientelistas, lo que refleja directamente el 

tercer factor identificado por Hudson, Hunter y Peckham (2019): la falta de colaboración genuina en la 

formulación, que aquí se traduce en la exclusión de actores legítimos y la cooptación de procesos por 

grupos de interés. 

El caso de las corporaciones autónomas regionales (CAR), responsables de políticas ambientales, 

ilustra cómo los policy failures se entrelazan con problemas de gobernanza multinivel. Kahn y Saavedra 

(2021) y Transparencia por Colombia (2024) documentan que la insuficiencia de recursos y la debilidad 

institucional de estas entidades limitan su capacidad para articular agendas nacionales con necesidades 
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locales, facilitando prácticas corruptas como modificaciones irregulares en planes de ordenamiento 

territorial. Esta situación encaja con el segundo factor de Hudson et al. (2019) (implementación en 

sistemas fragmentados), donde la adaptación local, en lugar de mejorar la coherencia, perpetúa 

disfunciones debido a la asimetría de capacidades. Además, el colapso del apoyo político descrito 

por McConnell (2010) se manifiesta cuando estas entidades pierden legitimidad ante la ciudadanía al 

asociarse con corrupción, aun si logran avances técnicos parciales. 

Estos ejemplos latinoamericanos refuerzan la multidimensionalidad del policy failure analizada 

por los autores. Mientras May (1992) enfatizaría la brecha entre los objetivos democratizadores de la 

descentralización colombiana y sus resultados capturados, McConnell (2015) añadiría que el fracaso 

también radica en la erosión del consenso político alrededor del modelo, agravado por escándalos de 

corrupción. Por su parte, Daddow (2019) alertaría sobre la falta de mecanismos institucionales para 

aprender de estos errores: la ausencia de criterios adaptados a contextos locales (como fortalecer 

capacidades antes de transferir competencias) y la desconexión entre experiencia técnica y realidades 

territoriales explican la recurrencia de estos fallos. Así, la experiencia latinoamericana no solo valida los 

marcos teóricos, sino que los tensiona al demostrar cómo desigualdades estructurales e 

institucionalización del clientelismo convierten a la gobernanza territorial en un campo minado para las 

políticas públicas, incluso aquellas diseñadas con intenciones progresistas. 

Como se mencionó anteriormente, la importación acrítica de modelos de gobernanza diseñados 

para contextos europeos profundiza el problema. Estos esquemas, al ignorar informalidad institucional y 

desigualdades estructurales, generan una "hibridación conflictiva" entre prescripciones internacionales y 

resistencias locales (Zurbriggen, 2011, p. 45). La lección es clara: sin adaptación contextual, incluso 

políticas bien intencionadas replican exclusiones. 
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Superar este fracaso exige, como propone la OCDE (2016), un enfoque triple: 1) fortalecer 

capacidades técnicas y financieras locales, 2) implementar sistemas de rendición de cuentas adaptados a 

realidades territoriales11, y 3) garantizar financiación estable para participación genuina (no simbólica) 

que integre saberes comunitarios (Farinós, 2015; Montes, 2021). Solo así se romperá el ciclo donde 

marcos jurídicos avanzados coexisten con implementaciones que perpetúan las desigualdades que 

buscan resolver. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
11 Sin embargo, Byung Chul Han advierte que la exigencia de transparencia (incluida la rendición de cuentas) puede convertirse 
en una forma de control que erosiona la confianza, inhibe la libertad y elimina espacios de intimidad necesarios para la 
creatividad y la autenticidad. En La sociedad de la transparencia, sostiene que la obsesión por la visibilidad transforma al 
individuo en un “empresario de sí mismo”, sometido a una exposición constante que limita su espontaneidad y refuerza el 
conformismo (Han, 2014) 
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CAPÍTULO 2: SOFT LAW, LEGISLACIÓN AMBIENTAL Y CONFLICTO: TRAYECTORIAS INTERNACIONALES Y 

SU IMPACTO EN COLOMBIA 

Este capítulo tiene como propósito analizar la trayectoria de la política ambiental desde su 

construcción global hasta su aterrizaje en Colombia, resaltando el papel del soft law y sus limitaciones, 

así como la influencia de las dinámicas internacionales, regionales y del conflicto armado en la 

configuración de la gobernanza territorial. El texto se divide en cuatro partes: primero, se abordan los 

antecedentes internacionales y latinoamericanos; segundo, se examina la manera en que estas 

dinámicas influyeron en Colombia; tercero, se analiza la relación entre política ambiental y conflicto 

armado; y finalmente, se expone la incorporación de la dimensión ambiental en el Acuerdo de Paz de 

2016 junto con la conceptualización de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), que 

se presentan aquí como preludio al análisis del estudio de caso en el capítulo siguiente. 

2.1 La construcción global del derecho ambiental 

La construcción de la agenda ambiental como campo de disputa política internacional se inscribe 

en un entramado de tensiones históricas que anteceden su institucionalización formal en el siglo XX. Sus 

fundamentos filosóficos se remontan a la dialéctica entre Ilustración y Romanticismo (Horkheimer y 

Adorno, 2009; Schelling, 1991), en la cual la relación sociedad-naturaleza quedó atravesada por disputas 

epistemológicas, coloniales y geopolíticas. La Ilustración, aunque instauró una racionalidad instrumental 

que concibió la naturaleza como objeto de dominio y explotación, también abrió un horizonte crítico 

mediante el cuestionamiento permanente de lo instituido. No obstante, este potencial se fue diluyendo 

en la consolidación de una modernidad marcada por la dominación técnica y los procesos coloniales. 

Como plantean Graeber y Wengrow (2021), muchas de las ideas consideradas “modernas” surgieron de 

intercambios (en gran medida desiguales) con el sur global, lo que obliga a problematizar la narrativa 

eurocéntrica sobre la génesis del pensamiento moderno. El Romanticismo, en contraste, reivindicó la 

naturaleza como un espacio de valor intrínseco y espiritual, aunque desde una mirada idealizada que 

terminó por invisibilizar prácticas y saberes ancestrales (Galafassi, 2004; Hall, 2016). 
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Estas tensiones fundacionales se reconfigurarían posteriormente en el debate sobre desarrollo y 

medio ambiente en el marco de la modernidad capitalista. 

Tras la Segunda Guerra Mundial, el modelo de desarrollo promovido por Estados Unidos 

transformó radicalmente las formas de interacción con el entorno bajo la promesa de erradicar la 

pobreza mediante industrialización acelerada. Este paradigma se consolidó en el Sur global como un 

esquema de explotación intensiva de recursos naturales inscrito en la lógica de modernización y 

crecimiento ilimitado. Sin embargo, sus impactos pronto se hicieron evidentes: la contaminación química 

de suelos, aguas y atmósfera, junto con la deforestación, el agotamiento de minerales y la pérdida de 

biodiversidad, revelaron que el progreso material conllevaba externalidades negativas de gran magnitud 

y crisis ecológicas sin precedentes (Gudynas, 2011, p. 9). 

A partir de la década de 1960, surgieron los primeros foros multilaterales12 destinados a debatir 

la crisis ambiental global, constituyendo espacios pioneros de interacción entre científicos, políticos y 

organismos internacionales. Estas instancias sentaron las bases para el desarrollo de una legislación 

ambiental internacional, aunque caracterizada por tensiones persistentes entre enfoques de 

conservación excluyente y estrategias de manejo comunitario, reflejando las dificultades de conciliar la 

protección ecológica con la participación y los saberes locales (Meadows et al., 1972; ONU, 1972) 

Las primeras respuestas institucionales se consolidaron en los años setenta. En 1970, Estados 

Unidos promulgó la National Environment Education Act (NEEA), legislación pionera que creó la primera 

oficina gubernamental dedicada a la educación ambiental y buscó incorporar contenidos ambientales en 

 
12 Club de Roma (1968): aunque no es un foro gubernamental, este grupo de expertos, científicos y líderes políticos abrió un 
espacio de debate sobre los límites del crecimiento y la presión de la actividad humana sobre los recursos naturales. Su informe 
más influyente fue The Limits to Growth (1972). 
Conferencia de la UNESCO sobre la Biosfera (1968, París): primer foro intergubernamental que planteó la necesidad de 
proteger los ecosistemas y la biodiversidad, introduciendo la noción de “reserva de la biosfera” como estrategia de 
conservación. 
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el sistema educativo para sensibilizar sobre la necesidad de un cambio en los patrones de consumo 

(Bearden, 2008, pp. 5-9). Paralelamente, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 

Ciencia y la Cultura (UNESCO) lanzó el programa Man and the Biosphere (MAB), concebido como 

plataforma científica internacional que integraba ciencias naturales y sociales para promover la 

conservación de ecosistemas críticos y la gestión sostenible de la biodiversidad (UNESCO, 2019). 

El verdadero punto de inflexión ocurrió en 1971, durante la reunión de Founex (Suiza). Allí, un 

comité de expertos convocado por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo 

(UNCTAD), el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) y la Organización de las 

Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) elaboró un informe pionero sobre la relación 

entre desarrollo económico y deterioro ambiental. El documento señalaba que los problemas ecológicos 

eran consecuencia directa de la industrialización de los países desarrollados, pero que sus efectos 

recaían desproporcionadamente sobre el Sur global, que sufría la contaminación y la erosión de recursos 

sin haber generado en igual medida esos impactos (Jankilevich, 2012). La afirmación de que la 

contaminación era “el precio inevitable del crecimiento” (Eschenhagen, 2007, p. 35) reveló las tensiones 

estructurales entre Norte y Sur y abrió el debate sobre justicia ambiental, a la vez que sentó las bases de 

la primera cumbre ambiental global. 

En este contexto, la Conferencia de Estocolmo (1972) se convirtió en un hito al articular las 

preocupaciones científicas y políticas en torno al ambiente. Impulsada por el informe Los límites del 

crecimiento del Club de Roma, que advirtió sobre la insostenibilidad del consumo depredador de 

recursos y la amenaza civilizatoria de ignorar los umbrales ecológicos del planeta (Meadows et al., 1972, 

p. 36), la cumbre adoptó 26 principios que reconocieron por primera vez el derecho universal a un 

ambiente sano y la responsabilidad estatal en su protección. Asimismo, dio origen al Programa de las 

Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), concebido como organismo supervisor de la 

gobernanza ambiental internacional (Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, 1972). 
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No obstante, esta institucionalización inicial no puede desligarse del clima de la época, marcado 

por protestas masivas13 y la influencia de publicaciones como Primavera silenciosa de Rachel Carson 

(1962), que impulsaron una creciente conciencia pública sobre los límites del planeta14. En este sentido, 

el derecho ambiental internacional emergió también como un mecanismo de contención frente al 

descontento social, ofreciendo una apariencia de acción sin transformar las causas estructurales de la 

crisis ecológica. Así, más que proteger a la naturaleza del mercado, lo que hizo fue integrarla dentro de 

las lógicas del mercado. 

La coyuntura internacional pronto reforzó dichas contradicciones. La crisis petrolera de 1973, 

provocada por el embargo de la Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP), aceleró la 

sustitución de hidrocarburos por carbón, un mineral con efectos ambientales aún más severos. Bajo 

políticas que privilegiaron la seguridad energética sobre la sostenibilidad, se relegó nuevamente la 

dimensión ecológica en favor de la estabilidad económica (Cepeda, 1989, p. 37). 

Dos décadas más tarde (y si bien en la agenda ambiental internacional se habían desarrollado 

otros acontecimientos relevantes (véase Anexo 2), la Cumbre de Río de Janeiro (1992) constituyó otro 

punto de inflexión al consolidar la institucionalización de la agenda ambiental y ampliar su marco 

conceptual hacia la noción de desarrollo sostenible, acuñada previamente por el Informe Brundtland 

(1987)15. Este informe, titulado Our Common Future, propuso articular crecimiento económico, equidad 

 
13 Por ejemplo después de la publicación de Primavera silenciosa y su transmisión televisiva en 1963, el presidente John F. 
Kennedy ordenó que el Comité Asesor Científico de la Casa Blanca investigara los efectos de los pesticidas, lo que reavivó el 
debate público sobre regulación química. (CBS News 1963, 3 de abril).  
14 Primavera silenciosa (1962) de Rachel Carson es una obra pionera en la historia del ambientalismo. En ella, la autora 
denuncia los efectos devastadores del uso indiscriminado de pesticidas sobre los ecosistemas, la salud humana y la 
biodiversidad. El libro despertó una conciencia ambiental sin precedentes en la opinión pública y es considerado uno de los 
detonantes de la creación de políticas ambientales modernas, al evidenciar cómo la intervención tecnológica y económica en la 
naturaleza genera riesgos irreversibles para la vida. 
 
15 El Informe Brundtland, titulado Nuestro futuro común, fue elaborado en 1987 por la Comisión Mundial sobre Medio 

Ambiente y Desarrollo de Naciones Unidas, presidida por Gro Harlem Brundtland. El documento introdujo el concepto de 

“desarrollo sostenible” como eje de la gobernanza ambiental global, buscando articular el crecimiento económico con la 

equidad social y la preservación de los recursos naturales. 
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social y protección ecológica como pilares de un modelo de desarrollo alternativo. En Río, sus postulados 

se materializaron en logros diplomáticos como la Convención sobre la Diversidad Biológica, la 

Convención Marco sobre Cambio Climático y la aprobación de la Agenda 21, un plan de acción global 

que integraba dimensiones sociales, económicas y ambientales bajo principios de cooperación 

internacional (Guimarães, 2001, p. 38). 

No obstante, estos avances se produjeron en un contexto marcado por la hegemonía neoliberal, 

impulsada por los gobiernos de Ronald Reagan en Estados Unidos y Margaret Thatcher en el Reino 

Unido. Mientras en Río se proclamaba la necesidad de alcanzar “armonía con la naturaleza”, 

instituciones como el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial implementaban en 

América Latina programas de ajuste estructural que desregulaban mercados, reducían la capacidad 

regulatoria de los Estados y abrían paso a corporaciones transnacionales, particularmente en minería y 

energía, bajo estándares ambientales poco exigentes (Sader y Gentili, 1997, p. 38). 

En este escenario, la Agenda 21 adquirió un carácter paradójico. Aunque planteaba un enfoque 

de gobernanza ambiental participativa, en la práctica resultó incompatible con contextos donde la 

liberalización económica concentraba el poder en manos de corporaciones multinacionales y debilitaba 

los mecanismos de control democrático. La naturaleza no vinculante de estos acuerdos, inscritos en el 

marco del soft law16, reveló su principal limitación: funcionaron más como una herramienta de 

legitimación discursiva que como un marco jurídico efectivo. Así, mientras países industrializados como 

Estados Unidos o Reino Unido defendían principios ambientales en foros internacionales, 

simultáneamente bloqueaban la creación de compromisos jurídicamente obligatorios y externalizaban 

 
16 El soft law es un conjunto de normas, principios o directrices (como declaraciones, recomendaciones, códigos de conducta o 
planes de acción) que no tienen fuerza jurídica vinculante, pero que emergen generalmente en el ámbito internacional y 
ejercen influencia práctica, política e interpretativa. El soft law se ha consolidado como una herramienta flexible que facilita la 
cooperación internacional y puede, con el tiempo, servir como catalizador o “campo de pruebas” para el desarrollo de normas 
jurídicas más rígidas. (House, 2021) 
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los impactos de sus industrias contaminantes hacia el Sur global (Estenssoro y Devés, 2013, p. 39). Casos 

como China e India también ilustran esta paradoja: ambos países firmaron convenios ambientales 

mientras basaban su crecimiento en la expansión del uso del carbón (Caballero, 1997, p. 40). 

En suma, el derecho ambiental internacional emergió principalmente a través de mecanismos de 

soft law, lo que generó un marco jurídico marcado por la paradoja entre la retórica de sostenibilidad y la 

subordinación de la naturaleza a los imperativos del crecimiento económico global. Su limitación central 

radicó en la ausencia de obligatoriedad y de mecanismos de coerción capaces de garantizar su 

cumplimiento, lo cual lo redujo a compromisos voluntarios dependientes de la voluntad política estatal. 

Como advierte Gudynas (2011), esta proliferación de instrumentos no vinculantes operó más como una 

estrategia de legitimación discursiva que como una herramienta transformadora, suavizando tensiones 

internacionales sin alterar las estructuras productivas y extractivas que originan la crisis. En 

consecuencia, mientras el discurso internacional avanzaba hacia la construcción de un régimen 

ambiental global, en la práctica la gobernanza quedó atrapada en una arquitectura frágil e ineficaz, 

incapaz de frenar el deterioro ambiental progresivo. 

2.2 La inserción de la agenda ambiental en América Latina 

En este contexto global, marcado por la institucionalización incipiente del derecho ambiental y la 

proliferación de instrumentos de soft law, resulta necesario analizar cómo estas dinámicas se trasladaron 

a América Latina. La región enfrentó el reto de adaptar principios formulados en escenarios 

internacionales a realidades locales atravesadas por profundas desigualdades socioeconómicas, 

dependencia tecnológica y presión sobre recursos naturales estratégicos. La inserción de la agenda 

ambiental comenzó a tomar forma en la década de 1970, cuando los Estados latinoamericanos iniciaron 

las primeras iniciativas legislativas y programas de gestión ecológica, ajustando los lineamientos globales 

a sus propias condiciones políticas, económicas y sociales. 
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La incorporación del tema ambiental en América Latina durante los años setenta estuvo 

determinada por una tensión constante entre presiones externas e intereses internos. Tras la 

Conferencia de Estocolmo (1972), organismos financieros internacionales como el Banco Interamericano 

de Desarrollo (BID) y el Banco Mundial comenzaron a vincular la entrega de créditos a la creación de 

instituciones ambientales, bajo el argumento de que la degradación ecológica comprometía la 

productividad económica y la viabilidad de los proyectos de desarrollo (Perdomo et al., 2010, p. 9). Esta 

dinámica incentivó a varios países a establecer marcos normativos y administrativos en materia 

ambiental, aunque dichos avances respondieron más a condicionamientos financieros que a 

convicciones internas de transformación. 

La transferencia de los compromisos globales a la región se materializó principalmente a través 

de mecanismos de soft law, como declaraciones, recomendaciones y principios orientadores promovidos 

por organismos multilaterales y agencias de cooperación. Sin embargo, su carácter no vinculante generó 

una brecha entre la formalidad institucional y la implementación efectiva: si bien se crearon legislaciones 

y entidades de protección ambiental, la ausencia de sanciones y la debilidad institucional limitaron su 

eficacia. Como advierte Gudynas (2011), estos compromisos funcionaron más como instrumentos de 

legitimación externa que como apuestas reales por la sostenibilidad, ya que la dependencia del 

financiamiento internacional y la persistencia de modelos extractivos redujeron el margen de acción 

estatal. En consecuencia, el soft law ambiental en América Latina reprodujo la paradoja ya presente en la 

esfera global: mientras la retórica oficial exaltaba el derecho a un ambiente sano y la necesidad de 

conciliar desarrollo con conservación, en la práctica los Estados continuaron subordinados a dinámicas 

extractivas, muchas veces avaladas por los mismos organismos que impulsaban la agenda ambiental 

(Perdomo et al., 2010). 
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Esta tensión entre presiones externas y críticas dentro de la región definió el devenir de los 

países pioneros en la legislación latinoamericana como Brasil17 y México18 (véase Anexo 3), que no solo 

establecieron las primeras instituciones ambientales de la región, sino que también evidenciaron las 

contradicciones inherentes a la implementación de políticas ambientales en contextos de dependencia 

económica19, desigualdad estructural y limitada capacidad de gobernanza.  

Tras los pasos iniciales de Brasil y México en la década de 1970, la agenda ambiental 

latinoamericana comenzó a adquirir un carácter regional y normativo más robusto. Un ejemplo 

temprano de cooperación transnacional fue el Tratado de Cooperación Amazónica (1978)20, que buscó 

articular esfuerzos entre los países amazónicos para proteger este bioma estratégico. Sin embargo, 

aunque constituyó un precedente importante de diplomacia ambiental regional, su alcance se vio 

limitado por la falta de mecanismos vinculantes de cumplimiento. 

Aunque varios países de la región comenzaron a legislar en materia ambiental durante los años 

ochenta (véase anexo 3), fue en los noventa, con la apertura económica y la consolidación de reformas 

estructurales, cuando esta incorporación se hizo más evidente. La paradoja se profundizó en este 

 
17 Brasil, con su vasta Amazonía, creó en 1973 la Secretaría Especial de Medio Ambiente (SEMA) (Salera, 2014). A pesar de esto 
el régimen militar brasileño impulsó la Carretera Transamazónica (1972), un megaproyecto que arrasó 78,000 km² de selva para 
favorecer a madereros y ganaderos, mientras la SEMA emitía regulaciones inaplicadas sobre contaminación industrial 
(Gudynas, 2011, p. 15) 
18  México respondía en 1974 con su Subsecretaría de Mejoramiento del Ambiente (Perdomo et al., 2010, p. 11). Una 
contradicción a esto fue la expansión petrolera en Tabasco contaminó manglares que la nueva subsecretaría debía proteger, 
exponiendo el doble discurso estatal: normas avanzadas en el papel, pero impunidad para proyectos "estratégicos" (Pinkus y 
Contreras, 2012) 
19 La teoría de la dependencia es un enfoque crítico surgido en América Latina en el siglo XX que sostiene que el subdesarrollo 
de la región no es una etapa previa al desarrollo, sino una condición estructural generada por su inserción subordinada en el 
sistema capitalista global. Esta perspectiva plantea que las economías latinoamericanas están condicionadas por relaciones 
históricas de explotación y desigualdad con los países centrales, lo que limita su autonomía y capacidad de desarrollo (Dos 
Santos, 2021). 
20 Fue firmado en 1978 por los ocho países que comparten la cuenca amazónica (Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Guyana, 
Perú, Surinam y Venezuela) con el objetivo de promover el desarrollo armónico y la cooperación regional en el uso y 
preservación de la Amazonía. Su propósito central era garantizar que la explotación de los recursos naturales de la región 
beneficiara a los países amazónicos, fortaleciendo su soberanía frente a intereses externos, al tiempo que fomentaba la 
investigación científica, la integración física y la conservación de los ecosistemas amazónicos. 
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periodo, ya que, si bien surgieron las llamadas constituciones verdes21 en América Latina, que 

posicionaron a la región como pionera en reconocer derechos ambientales y el principio de desarrollo 

sostenible, en la práctica se evidenció un marcado déficit de gobernanza territorial22. Dicho desfase entre 

lo normativo y lo operativo respondió a la persistencia de modelos extractivistas, a la debilidad 

institucional y a la limitada participación comunitaria en la gestión de los recursos naturales (dentro de 

un esquema de top-down23), lo que convirtió las innovaciones jurídicas en marcos de difícil aplicación y 

con escasa incidencia en la transformación estructural de las políticas ambientales. 

En este panorama, la experiencia latinoamericana mostró cómo la incorporación de marcos 

normativos ambientales en las décadas de 1980 y 1990 se desarrolló en medio de la expansión del 

modelo neoliberal y bajo la influencia de acuerdos multilaterales que, aunque pioneros, evidenciaron 

vacíos en la gobernanza territorial y en la capacidad de los Estados para armonizar desarrollo y 

sostenibilidad. Colombia no fue ajena a estas tensiones: su trayectoria ambiental se entrelaza con la 

adopción de políticas neoliberales, lo cual condicionó tanto la recepción de tratados internacionales 

como la creación de un marco legal propio en materia ambiental. Por esta razón, resulta pertinente 

examinar el caso colombiano en detalle, para comprender cómo se configuró la relación entre economía, 

legislación y ambiente a lo largo de las últimas décadas. 

2.3 Colombia: entre la normatividad ambiental y el modelo neoliberal  

En Colombia, la trayectoria de la política ambiental se encuentra estrechamente vinculada con 

las transformaciones del modelo económico y con la presión de los acuerdos internacionales. Desde 

 
21 El término “constituciones verdes” se refiere a aquellas constituciones que incorporan de manera explícita principios, 
derechos y deberes relacionados con la protección del medio ambiente y el desarrollo sostenible. Estas constituciones 
reconocen el valor ecológico como parte fundamental del orden jurídico, y en algunos casos, como en Ecuador y Bolivia, incluso 
otorgan derechos a la naturaleza misma. 
22 Por ejemplo, el 68% de los conflictos por tierra en Brasil enfrentó a comunidades con industrias que operaban en territorios 
ancestrales sin consulta (Gudynas, 2011, p. 22). 
23 Un esquema de gobernanza “top-down” se refiere a un modelo de implementación de políticas públicas en el que las 
decisiones, directrices y estrategias se diseñan desde niveles superiores del gobierno o administración central, y se trasladan 
hacia los niveles operativos o locales para su ejecución. Este enfoque privilegia el control jerárquico, la planificación 
centralizada y la racionalidad técnica en la gestión pública (Dussauge y Pinto, 2022) 
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principios de la década de 1970, el país adoptó la Industrialización por Sustitución de Importaciones 

(ISI)24, en gran medida impulsada por los paquetes de ayuda del FMI, y profundizó su integración 

regional a través del Pacto Andino25, lo que facilitó el ingreso de capital extranjero bajo el influjo de 

Estados Unidos (Pérez, 2001). En paralelo, emergió el Código de Recursos Naturales Renovables (Decreto 

2811 de 1974), inspirado en Estocolmo, que reconoció el ambiente como patrimonio común y estableció 

principios de prevención y uso racional de los recursos (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 

2014). Sin embargo, la tensión entre norma y práctica se evidenció en el gobierno de Alfonso López 

Michelsen (1974-1978), cuando mientras se avanzaba en un marco normativo ambiental, se aceleraba la 

apertura minera y la entrada de multinacionales sin adecuados mecanismos de control territorial 

(Ahumada, 1996). 

Durante los gobiernos de Julio César Turbay (1978-1982) y Belisario Betancur (1982-1986), la 

política económica se orientó hacia la infraestructura, la explotación energética y minera, con una visión 

de desarrollo productivista que subordinó la gestión ambiental a los objetivos de crecimiento (Rodríguez, 

2009). Con Virgilio Barco (1986-1990) se preparó el tránsito al ajuste estructural neoliberal, reduciendo 

el intervencionismo estatal y priorizando la inversión privada, nacional y extranjera (Picón, 2010). En este 

contexto, la normatividad ambiental avanzó con leyes como la Ley 9 de 1979 (Código Sanitario Nacional), 

la Ley 17 de 1981 (ratificación del CITES) y la Ley 58 de 1989 (adhesión al Convenio de Ramsar), 

mostrando el influjo de compromisos internacionales. 

 
24 La Industrialización por Sustitución de Importaciones (ISI) es una teoría económica que propone que, para lograr el 
desarrollo, los países deben transformar internamente sus materias primas en lugar de exportarlas. Este modelo busca reducir 
la dependencia externa mediante la promoción de la producción nacional, apoyada por políticas estatales como subsidios, 
aranceles elevados y planificación económica centralizada. (Westreicher, 2018). 
25 El Pacto Andino, formalizado mediante el Acuerdo de Cartagena en 1969, fue un proyecto de integración subregional que 
buscó promover el desarrollo económico conjunto de Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela a través de la cooperación 
comercial, la armonización de políticas y la creación de un mercado común. Este esquema se basó en principios de solidaridad, 
planificación conjunta y protección del mercado interno, aunque enfrentó desafíos por el incumplimiento de compromisos y 
tensiones entre los intereses nacionales y regionales (Nuñez, 2025). 
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El punto de inflexión llegó con César Gaviria (1990-1994), cuyo gobierno impulsó la apertura 

económica y la Constitución de 1991. Esta última consagró el derecho a un ambiente sano (art. 79) y el 

deber estatal de proteger la diversidad e integridad del ambiente (art. 80), pero simultáneamente 

consolidó el modelo de libre mercado, generando una paradoja entre un discurso ambiental garantista y 

una práctica extractivista orientada a la inversión extranjera directa en sectores minero-energéticos 

(Picón, 2010; Rodríguez, 2009). La posterior Ley 99 de 1993, influida por la Cumbre de Río, creó el 

Sistema Nacional Ambiental (SINA), articulando institucionalidad y compromisos multilaterales, pero 

coexistiendo con un proceso acelerado de entrada de transnacionales y oligopolios extractivos. 

Durante la década de 1990 y los años siguientes, la legislación minera se reformó en sintonía con 

la lógica neoliberal. El Decreto 2655 de 1988 ya había promovido la liberalización de la actividad minera; 

sin embargo, fue con la Ley 685 de 2001 (Código de Minas) cuando se consolidó un marco claramente 

extractivista, asesorado incluso por organismos internacionales como el Canadian Energy Research 

Institute, en detrimento de la Ley 99 y del espíritu de la Constitución de 1991 (Contraloría General de la 

República, 2000; Martínez et al., 2013). Este Código priorizó la explotación privada, simplificó los 

procesos de concesión y debilitó la autonomía territorial, lo que provocó una contradicción estructural 

entre desarrollo sostenible y expansión minera (Rubiano, 2012). 

Los gobiernos siguientes profundizaron esta orientación. Bajo Ernesto Samper (1994-1998) y 

especialmente Álvaro Uribe (2002-2010), la política de seguridad democrática incentivó la inversión 

extranjera directa en minería e hidrocarburos, otorgando amplios beneficios a multinacionales26. Con 

Juan Manuel Santos (2010-2018), la “locomotora minera” se consolidó como eje del crecimiento, 

 
26 Según Garavito, Iregui y Ramírez (2012), las políticas de “confianza inversionista” implementadas durante la administración 
de Álvaro Uribe facilitaron mecanismos legales, fiscales y jurídicos que beneficiaron el ingreso de capital extranjero en el sector 
extractivo. En ese contexto, multinacionales como AngloGold Ashanti (proyecto Quebradona en Antioquia), Glencore (a través 
de operaciones en el carbón colombiano, como Cerrejón) y otras empresas minero-energéticas incrementaron su presencia 
mediante concesiones, contratos de servicios, asociaciones público-privadas o reinversión de utilidades. Por ejemplo, en el 
sector petrolero, la reforma del régimen de hidrocarburos abrió espacios para que firmas internacionales participaran en 
exploración, explotación y servicios asociados bajo condiciones de riesgo compartido. 
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acompañada de la Ley 1382 de 2010 que reformó parcialmente el Código de Minas pero sin alterar su 

sesgo neoliberal. Aunque estas medidas se presentaron bajo la retórica del desarrollo sostenible, sus 

efectos se tradujeron en graves impactos socioambientales y en el aumento de conflictos territoriales27 

(Toro, Fierro, Coronado & Roa, 2012; Gobel, 2014). 

 En continuidad con esta orientación, el gobierno de Iván Duque (2018-2022) profundizó el 

modelo, bajo una narrativa de estabilidad macroeconómica y seguridad energética, manteniendo la 

minería y los hidrocarburos como ejes estratégicos de atracción de inversión extranjera. La llamada 

“Ronda Colombia 2021” adjudicó contratos de exploración y producción por más de 148 millones de 

dólares, mientras que en 2019 se firmaron 15 nuevos contratos petroleros con compromisos cercanos a 

514 millones de dólares. Estas medidas reforzaron la dependencia del país respecto a los capitales 

multinacionales, en un marco de flexibilización institucional y ambiental que debilitó los mecanismos de 

protección ecológica y acentuó la conflictividad territorial. Así, el discurso oficial de “transición 

energética” convivió con políticas que ampliaron la frontera extractiva, reproduciendo los impactos 

socioambientales propios del modelo neoliberal en Colombia28 (Crudotransparente, 2022; Agencia 

Nacional de Hidrocarburos, 2019; Germanwatch, 2019). 

Ahora bien, con el gobierno de Gustavo Petro (2022-2026) se planteó un cambio de modelo en la 

concepción de la política ambiental en Colombia. En contraste con la orientación extractivista de 

 
27 Por ejemplo: tras el anuncio de reformas al Código de Minas y la propuesta de la Ley 1382 de 2010, se registraron protestas 
de mineros informales, campesinos, indígenas y comunidades afrocolombianas, quienes rechazaron que los cambios no 
hubieran sido concertados y temían perder autonomía territorial frente al Estado centralizado (Rodríguez y Espinosa, 2014). 
Igualmente en 2013, los pequeños y medianos mineros de varias regiones anunciaron un paro nacional contra las políticas 
mineras del gobierno Santos, denunciando que eran criminalizados como mineros ilegales, mientras el Estado favorecía 
concesiones a grandes empresas. (Centro de Estudios de Trabajo – Cedetrabajo 2013, julio 10).  
28 Durante el gobierno de Iván Duque, uno de los conflictos socioambientales más significativos se dio en torno a los proyectos 
piloto de fracking en el Magdalena Medio (Puerto Wilches, Santander). Comunidades campesinas, organizaciones ambientales y 
asociaciones de pescadores se movilizaron contra la autorización de la Agencia Nacional de Hidrocarburos y Ecopetrol, 
señalando riesgos de contaminación de aguas subterráneas, afectaciones a la salud y pérdida de medios de vida tradicionales. A 
pesar del discurso oficial de transición energética, estas iniciativas fueron percibidas como una profundización de la 
dependencia extractivista y generaron protestas locales que se articularon con redes nacionales contra el fracking 
(Crudotransparente, 2022; Germanwatch, 2019). 
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gobiernos anteriores, el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 introdujo la noción de “paz con la 

naturaleza”, buscando integrar la sostenibilidad ambiental como eje transversal de la planificación del 

desarrollo. Este giro se apoyó en referentes jurídicos previos, como la Sentencia T-622 de 2016, en la que 

la Corte Constitucional reconoció al río Atrato como sujeto de derechos, estableciendo obligaciones 

estatales de protección y restauración de su cuenca (Corte Constitucional, 2016). Asimismo, durante esta 

administración se ratificó el Acuerdo de Escazú mediante la Ley 2273 de 2022, y se avanzó en su 

implementación a través de la creación de una Comisión Intersectorial orientada a garantizar el acceso a 

la información, la participación ciudadana en asuntos ambientales y la protección de personas 

defensoras del medio ambiente (Ministerio de Ambiente, 2022; Proyecto de Decreto, 2025). 

La experiencia colombiana refleja una paradoja persistente: desde la década de 1970 el país 

incorporó marcos normativos ambientales inspirados en compromisos internacionales, especialmente 

tras la Cumbre de Río de 1992, pero lo hizo privilegiando instrumentos de carácter no vinculante. La 

adopción del soft law, al carecer de mecanismos coercitivos efectivos, mostró pronto sus limitaciones 

frente a las presiones del modelo económico dominante, incapaz de contener la expansión de la frontera 

extractiva ni de garantizar una gestión ambiental efectiva. 

La Constitución de 1991, con su catálogo de derechos ambientales, y la Ley 99 de 1993, que creó 

el Sistema Nacional Ambiental (SINA)29, configuraron un marco jurídico de avanzada en el contexto 

latinoamericano. No obstante, este andamiaje colisionó con una gobernanza territorial fragmentada y 

con la escasa presencia del Estado en las regiones más afectadas por proyectos extractivos. La 

combinación de debilidad institucional, presión del capital extranjero y flexibilización de los estándares 

 
29 El Sistema Nacional Ambiental (SINA) de Colombia es el conjunto de orientaciones, normas, actividades, recursos, programas 
e instituciones que permiten implementar los principios generales ambientales establecidos en la Ley 99 de 1993. Este sistema 
articula entidades estatales, organizaciones comunitarias y no gubernamentales, así como recursos económicos y tecnológicos, 
para gestionar y conservar el medio ambiente de forma descentralizada, participativa y democrática (Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, s.f.). 
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regulatorios derivó en una práctica en la que el reconocimiento formal de derechos no se tradujo en 

protección real, dejando a comunidades y ecosistemas en situación de vulnerabilidad estructural. 

En consecuencia, gran parte de la legislación ambiental (véase Anexo 4) terminó operando como 

un dispositivo de legitimación internacional, proyectando una imagen de modernidad ecológica mientras 

en el territorio se consolidaba un modelo económico neoliberal que profundizó conflictos 

socioambientales y desigualdades en el acceso a un ambiente sano. Sin embargo, con la llegada del 

gobierno de Gustavo Petro se abrió un rumbo distinto: el reconocimiento de la noción de “paz con la 

naturaleza” en el Plan Nacional de Desarrollo y la incorporación de referentes como la jurisprudencia 

sobre el río Atrato y el Acuerdo de Escazú marcan un giro discursivo e institucional. Este cambio no 

supone la superación inmediata de las tensiones históricas entre economía y ambiente, pero sí 

constituye un intento explícito de articular la política ambiental con la justicia social y territorial, lo que 

representa un horizonte distinto en la trayectoria del país. 

2.4 Conflicto armado y medio ambiente en Colombia 

Comprender el papel del conflicto resulta indispensable para analizar las dinámicas ambientales 

y sociales en Colombia. El carácter históricamente desigual de la distribución de la tierra, sumado a la 

persistencia de un modelo económico neoliberal, ha configurado escenarios donde la disputa por los 

recursos naturales se entrelaza con tensiones políticas, sociales y armadas. En este sentido, los conflictos 

socioambientales no son fenómenos aislados, sino expresiones de procesos estructurales donde 

convergen intereses estatales, corporativos y comunitarios en torno al control y la apropiación del 

territorio. Examinar estas tensiones permite no solo dimensionar los límites de la legislación ambiental, 

sino también comprender cómo la fragilidad de la gobernanza territorial y la imposición de agendas 

externas han contribuido a profundizar desigualdades y a reproducir escenarios de violencia vinculados a 

la gestión del ambiente. 
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El conflicto armado, ha mantenido una relación profundamente compleja y multifacética con los 

recursos naturales, los cuales han desempeñado un doble papel: han sido tanto una causa subyacente 

de las disputas como una fuente clave de financiación y sostenimiento para los grupos armados ilegales. 

De acuerdo con Rodríguez, Rodríguez Franco y Durán (2017), recursos estratégicos como la tierra, el oro 

y el petróleo no solo han representado activos económicos de alto valor, sino que también han 

configurado las relaciones de poder en los territorios donde se concentran, transformándose en 

elementos centrales para la prolongación del conflicto.  

En este contexto, los actores armados han desarrollado diversas estrategias para explotar dichos 

recursos, recurriendo a la extracción directa, la extorsión y el cobro de impuestos ilegales a empresas 

extractivas, lo que les ha permitido mantener un flujo constante de ingresos para su aparato logístico y 

militar. Estas dinámicas han tenido consecuencias devastadoras para las comunidades locales, que con 

frecuencia han sido desplazadas de manera forzada y violenta, perdiendo así el control sobre sus 

territorios y quedando expuestas a un entorno de alta inestabilidad y desprotección institucional. Como 

resultado, se ha intensificado el deterioro ambiental a través de procesos como la deforestación 

acelerada, la erosión de los suelos y la pérdida de biodiversidad, especialmente en regiones de gran valor 

ecológico donde estos recursos se concentran (Rodríguez et al., 2017). 

No obstante, el impacto del conflicto sobre el medio ambiente no ha sido unívocamente 

destructivo. En el complejo mosaico territorial colombiano, se presenta un fenómeno contradictorio: la 

presencia de actores armados ha generado una conservación paradójica donde la violencia restringe 

temporalmente la explotación industrial, permitiendo la preservación no intencionada de ecosistemas 

estratégicos. Esta dinámica, documentada por Molina, Chavarro y Guzmán (2022), opera bajo una lógica 

perversa: grupos guerrilleros y paramilitares imponen restricciones a megaproyectos minero-energéticos 
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en zonas bajo su dominio, no por conciencia ambiental, sino para mantener el control territorial y 

recursos estratégicos para sus operaciones30.  

La paradoja radica en que esta conservación forzada, aunque temporalmente efectiva, se 

sostiene sobre un frágil equilibrio de terror: comunidades atrapadas entre la prohibición de actividades 

de subsistencia y la imposibilidad de desarrollar alternativas sostenibles. La lección resulta evidente: 

estas zonas, lejos de constituir verdaderas alternativas de conservación, reflejan la incapacidad estatal 

para ejercer una gobernanza territorial efectiva. Más que soluciones, configuran espejismos que aplazan 

(y al mismo tiempo profundizan) el colapso socioecológico. 

Con la desmovilización de las FARC-EP, este frágil equilibrio se resquebrajó y puso en evidencia 

las profundas tensiones entre conservación, extractivismo y ausencia estatal. La salida de los actores 

armados de ciertos territorios abrió un escenario inédito: por un lado, la posibilidad de avanzar hacia 

esquemas de gobernanza ambiental participativa; por el otro, el riesgo de que el vacío de poder fuera 

ocupado por economías ilegales y dinámicas depredatorias. En este contexto, la agenda de paz adquirió 

una relevancia decisiva al situar la cuestión ambiental como un componente esencial para la 

construcción de una paz duradera. 

2.4.1 El Acuerdo de paz y la dimensión ambiental 

La firma del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 

y Duradera entre el Gobierno de Colombia (en cabeza de Juan Manuel Santos) y las FARC-EP en 2016 

representó no solo un hito en la historia reciente del país en términos de reconciliación política y social, 

sino también una oportunidad crucial para repensar el modelo de desarrollo desde una perspectiva 

 
30 En regiones como el Catatumbo (Norte de Santander), las disidencias de las FARC han prohibido la entrada de empresas 
petroleras y madereras legales, preservando así 42,000 hectáreas de bosque andino que conectan el Páramo de Santurbán con 
la Serranía de Perijá, corredores claves para biodiversidad amenazada como el oso de anteojos (p. 118). O por ejemplo, en el 
sur del Meta, donde el ELN controla sectores de la Macarena, la deforestación es 65% menor que en áreas estatales cercanas 
porque imponen "impuestos" a la tala y castigan con violencia a comunidades que realizan quemas agrícolas, buscando evitar 
operativos militares que detectarían humo (p. 123) 
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ambiental. Por primera vez en un, la dimensión ecológica fue incorporada de forma explícita y 

transversal, reconociendo que la degradación ambiental, el uso insostenible de los recursos naturales y 

el abandono institucional de los territorios rurales han sido factores estructurales del conflicto armado. 

En este sentido, el Acuerdo no solo abordó los compromisos clásicos en materia de desarme, justicia 

transicional y desarrollo rural, sino que también incluyó directrices concretas orientadas a garantizar la 

sostenibilidad ambiental, la protección de la biodiversidad y la participación de las comunidades rurales 

en la gestión de sus territorios.  

El Acuerdo de Paz con las FARC-EP de 2016 incluye múltiples referencias a la protección del 

medioambiente y el desarrollo sostenible, integrando estos aspectos como elementos fundamentales 

para la construcción de una paz estable y duradera. En el preámbulo, se destaca la importancia de 

alcanzar una sociedad sostenible, unida en la diversidad, fundada no solo en los derechos humanos sino 

también en la protección del medio ambiente, el respeto a la naturaleza, sus recursos renovables y no 

renovables, y su biodiversidad. Este enfoque se refleja en los puntos específicos del acuerdo, como la 

Reforma Rural Integral (RRI), donde se promueve el uso adecuado de la tierra según su vocación, la 

sostenibilidad socioambiental y la protección de zonas de reserva forestal, áreas de alta biodiversidad, 

ecosistemas frágiles y estratégicos, cuencas, páramos y humedales (Gobierno de Colombia & FARC-EP, 

2016, pp. 3, 19–20)  

El acuerdo también establece medidas para el cierre de la frontera agrícola y la delimitación de 

un Plan de zonificación ambiental en un plazo no mayor a dos años, con el fin de proteger la 

biodiversidad y garantizar el derecho progresivo al agua. Se enfatiza la participación de las comunidades 

rurales en la definición de estos lineamientos, asegurando que las sustracciones de zonas de reserva 

forestal prioricen el acceso a la tierra para campesinos sin tierra, promoviendo prácticas sostenibles 

como sistemas de producción alimentaria silvopastoriles, reforestación y servicios ambientales 

(Gobierno de Colombia & FARC-EP, 2016, pp. 19-20). Además, se reconoce el papel de las Zonas de 
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Reserva Campesina (ZRC) en la contribución al cierre de la frontera agrícola y la protección de los 

recursos naturales (Gobierno de Colombia & FARC-EP,2016, p. 21).  

El acuerdo también aborda la necesidad de regular el uso del suelo rural, promoviendo 

lineamientos que aseguren la sostenibilidad socioambiental, la compatibilidad entre vocación y uso del 

suelo, y la priorización de la producción de alimentos. Esto incluye la creación de mecanismos de 

concertación entre el Gobierno, las comunidades y el sector privado para impulsar una agenda de 

desarrollo común orientada a la sostenibilidad (Gobierno de Colombia & FARC-EP, 2016, p. 18). Además, 

se enfatiza la importancia de la participación ciudadana y la transparencia en la implementación de estos 

acuerdos, garantizando que las comunidades rurales tengan voz en la planificación y ejecución de las 

políticas ambientales (Gobierno de Colombia & FARC-EP, 2016, pp. 22-23).  

La articulación de estos lineamientos con políticas concretas exige, sin embargo, mecanismos 

institucionales que trasciendan la mera formulación normativa y se traduzcan en transformaciones 

tangibles en los territorios. En este sentido, el Acuerdo reconoce que la sostenibilidad ambiental y la 

equidad social no pueden lograrse únicamente desde el nivel central, sino que requieren de 

instrumentos de planificación territorial que integren a las comunidades históricamente marginadas. 

Esta premisa se materializa en la creación de programas específicos orientados a cerrar las brechas 

estructurales y a garantizar que la gobernanza del suelo y de los recursos naturales se ejerza desde una 

perspectiva participativa y descentralizada. 

Ese es el caso de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET)31, establecidos por 

el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, en 

donde se prioriza la intervención en territorios históricamente afectados por el conflicto armado, la 

 
31 Los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), creados en el Acuerdo de Paz de 2016, buscan transformar los 
territorios más afectados por el conflicto armado mediante una planeación participativa. Abarcan 170 municipios en 16 
subregiones (36% del país), con una implementación a 15 años, más de 32.000 iniciativas comunitarias y mecanismos de 
ejecución como Obras PDET, Obras por impuestos, OCAD Paz, proyectos productivos y seguimiento participativo 
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pobreza estructural y el abandono institucional. Estos programas constituyen uno de los instrumentos 

centrales para concretar la Reforma Rural Integral (RRI) y buscan transformar estructuralmente el campo 

colombiano desde un enfoque territorial, diferencial, de género y étnico. En ese sentido, los PDET no son 

meramente planes de inversión sectorial, sino mecanismos profundamente participativos que deben 

construirse desde el territorio, con la activa inclusión de comunidades campesinas, indígenas, 

afrodescendientes, mujeres, jóvenes y población víctima, a fin de democratizar la planificación del 

desarrollo y garantizar la sostenibilidad de las intervenciones. 

Uno de los elementos distintivos de los PDET es su énfasis en incorporar criterios de 

sostenibilidad ambiental, promoviendo el ordenamiento socioambiental del territorio, la protección de 

ecosistemas estratégicos, y la conservación de los recursos hídricos, la biodiversidad y los saberes 

ancestrales. Estas dimensiones no son tratadas como anexas, sino como condiciones fundamentales para 

lograr una paz estable y duradera. En esa medida, los PDET reconocen la riqueza pluriétnica y 

multicultural de los territorios rurales, proponiendo que cualquier iniciativa de desarrollo esté articulada 

a la protección del patrimonio biocultural y al respeto por la autodeterminación de los pueblos 

(Gobierno de Colombia & FARC-EP, 2016, pp. 21-22).  

Asimismo, dentro del enfoque integral de desarrollo rural que proponen estos programas, se 

establece un conjunto de medidas orientadas a garantizar el derecho a la alimentación, fomentando 

prácticas agrícolas sostenibles, agroecológicas y socialmente justas. Se busca así evitar los impactos 

negativos de la liberalización del comercio internacional sobre la soberanía alimentaria, protegiendo las 

semillas nativas, los bancos comunitarios de semillas y regulando estrictamente el uso de organismos 

genéticamente modificados, con el objetivo de salvaguardar el patrimonio genético nacional frente a 

procesos de privatización y biopiratería (Gobierno de Colombia & FARC-EP, 2016, p. 29). 
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Los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) representan una apuesta 

transformadora que trasciende la simple reconstrucción de infraestructura o la provisión de servicios 

básicos. Su lógica de intervención está orientada a reconstruir el tejido social fracturado por el conflicto 

armado, reparar las brechas históricas de desigualdad territorial y reconocer la centralidad de la 

naturaleza como sujeto de derechos y base para el buen vivir. No obstante, la evolución de la política 

ambiental en Colombia revela una tensión persistente entre la adopción de marcos normativos 

avanzados (inspirados tanto en compromisos internacionales como en la Constitución de 1991) y la 

consolidación de un modelo económico neoliberal. El resultado ha sido la conformación de un 

entramado legal que, más que transformar de manera efectiva las relaciones entre sociedad, Estado y 

naturaleza, terminó funcionando como capital simbólico en el escenario internacional, mientras que en 

los territorios persistieron dinámicas de despojo, desigualdad y violencia (Corte Constitucional, 2016; 

Corte Constitucional, 2018; Corte Constitucional, 2024). 

Esta brecha estructural entre la norma y la práctica no puede comprenderse al margen del 

conflicto armado, ya que la disputa por los recursos naturales se convirtió en uno de sus ejes centrales. 

Más que un telón de fondo, el conflicto configuró las condiciones de posibilidad y los límites de la 

gobernanza territorial, evidenciando que la sostenibilidad en Colombia ha estado íntimamente ligada a la 

capacidad (o incapacidad) de articular justicia social, derechos ambientales y control efectivo del 

territorio. Si bien en los últimos años se ha promovido un cambio de enfoque con el gobierno de Gustavo 

Petro, incluyendo avances relevantes en materia ambiental, lo cierto es que persisten profundas 

problemáticas sociales que impiden materializar una verdadera transición hacia modelos de desarrollo 

sostenible e incluyente. 

Al mismo tiempo, este escenario conflictivo ha originado un conjunto de resistencias sociales y 

comunitarias (véase Anexo 5), que no solo han cuestionado la hegemonía de la normatividad ambiental 

inspirada en el soft law internacional, sino que también han abierto la posibilidad de pensar en una 
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legalidad distinta, situada desde abajo. En este sentido, resulta pertinente dialogar con la tesis de César 

Rodríguez y Boaventura de Sousa (2007), quienes sostienen que es necesario disputar la construcción del 

derecho en clave contrahegemónica, reconociendo las prácticas jurídicas de base como formas legítimas 

de producción de legalidad y de resistencia frente a los dispositivos globales de poder. Así, los PDET, al 

tiempo que encarnan un marco institucional de construcción de paz territorial, también ponen en 

evidencia la necesidad de disputar el campo jurídico-ambiental desde una perspectiva de legalidad 

cosmopolita subalterna. 

Es así, como los avances normativos y las apuestas institucionales como los PDET deben ser 

leídos no solo como políticas de Estado, sino como escenarios donde se enfrentan proyectos de país en 

disputa: uno centrado en la continuidad del extractivismo bajo el ropaje de marcos legales avanzados, y 

otro gestado desde las comunidades y movimientos sociales que, a través de la resistencia y la 

apropiación alternativa de la norma, buscan redefinir la relación entre sociedad y naturaleza. En esa 

tensión se juega, en gran medida, la viabilidad de una paz sostenible y la construcción de una 

gobernanza territorial que articule justicia social y justicia ambiental en Colombia. 
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CAPÍTULO 3: RECORRIDO HISTÓRICO: DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DE LOS PDET (2016–2025) 

Este capítulo realiza un recorrido histórico de los Programas de Desarrollo con Enfoque 

Territorial (PDET) entre 2016 y 2025, mostrando cómo las decisiones de tres gobiernos consecutivos 

definieron su diseño, ejecución y resultados. A lo largo de este periodo, los PDET (creados por el Acuerdo 

Final de Paz como herramienta de transformación rural) atravesaron distintos enfoques políticos, 

estructuras de gobernanza y modelos de financiamiento que explican sus avances y las limitaciones 

persistentes en los territorios priorizados. 

El análisis se organiza en tres momentos para cada gobierno: configuración inicial, problemas y 

desafíos de implementación, y tipo de gobernanza predominante. Bajo esta metodología, se examina el 

gobierno Santos como etapa fundacional centrada en la planeación participativa; el gobierno Duque, 

orientado a la estabilización institucional mediante una gobernanza vertical; y el gobierno Petro, que 

retoma el carácter transformador del programa y avanza hacia una gobernanza territorial cooperativa y 

multinivel, con participación vinculante de las comunidades. 

El capítulo concluye con un análisis comparativo que identifica continuidades, rupturas y 

tensiones entre los tres periodos, evaluando enfoque político, participación, resultados, financiamiento, 

limitaciones estructurales y sostenibilidad futura de los PDET. 

3.1. Los PDET en el gobierno Santos: herramientas de estabilización territorial  

Los PDET constituyen uno de los pilares más significativos del Acuerdo Final para la Terminación 

del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, firmado en 2016 entre el Gobierno de 

Colombia y las FARC-EP. En el Punto 1 del Acuerdo, dedicado a la Reforma Rural Integral (RRI), se 

estableció la necesidad de transformar estructuralmente el campo colombiano, mejorar las condiciones 

de vida de la población rural y priorizar aquellos territorios históricamente afectados por la pobreza, la 

violencia y la débil presencia estatal. En ese marco, el numeral 1.2 ordenó la creación de los PDET como 

una estrategia de planificación participativa orientada a cerrar las brechas entre el campo y la ciudad, 
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proteger la riqueza pluriétnica del país, fortalecer la economía campesina, reconocer la organización 

comunitaria y convertir el territorio rural en un escenario de reconciliación nacional (Gobierno de 

Colombia y FARC-EP, 2016). 

Desde su formulación normativa mediante el Decreto Ley 893 de 2017, los PDET se definieron 

como un instrumento especial de planificación y gestión, diseñado para acelerar el desarrollo rural y 

promover la transformación estructural del campo a través de planes construidos desde el territorio, con 

participación activa de las comunidades locales. A nivel nacional, se consolidaron como el principal 

mecanismo de implementación territorial del Acuerdo Final, integrando procesos de planeación 

participativa, inversión social e institucionalidad pública con el objetivo de materializar la paz en los 

territorios más vulnerables (Decreto Ley 893, 2017; DNP, 2018). 

Durante el gobierno de Juan Manuel Santos (2010–2018) se establecieron los fundamentos 

jurídicos e institucionales de los PDET, marcando un punto de inflexión en la relación entre el Estado y las 

zonas rurales del país. Los mismos, marcaron un cambio profundo en la relación del Estado con el 

mundo rural, pasando de una lógica centralista a una apuesta política por la inclusión y la reconciliación 

territorial. Su diseño fomentó la participación directa de las comunidades en la definición de prioridades, 

reconociendo sus particularidades históricas, culturales y socioeconómicas. Este enfoque permitió que 

las voces locales fueran protagonistas en la construcción de los planes de acción, fortaleciendo la 

legitimidad institucional en zonas históricamente excluidas y sentando las bases para una gobernanza 

territorial más cercana, diversa y representativa32.  

 Este periodo se caracterizó por su énfasis en la planeación participativa y en la formulación de 

los Planes de Acción para la Transformación Regional (PATR), concebidos como instrumentos de 

 
32 Según García (2020), los PDET se concibieron como una estrategia para “transformar las causas estructurales del conflicto 
armado en el campo colombiano mediante intervenciones acordadas con las comunidades” (p. 14), articulándose con el 
enfoque de paz territorial promovido por el gobierno Santos, bajo la premisa de que la paz debía construirse desde los 
territorios más golpeados por la guerra. 
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planificación territorial orientados a incorporar la voz de las comunidades rurales como eje del desarrollo 

y la reconciliación social (Verdad Abierta, 2018). También, se creó la Agencia de Renovación del Territorio 

(ART), entidad técnica responsable de liderar el enfoque territorial del programa, fortalecer la 

articulación interinstitucional y acompañar los procesos de planeación participativa en los niveles 

veredal, municipal y subregional (Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2018).  

Desde la perspectiva de un entrevistado: quien es profesional de la Subdirección de 

Fortalecimiento Territorial de la ART, este diseño representó el ejercicio participativo más amplio en la 

historia reciente de Colombia, al involucrar liderazgos sociales, organizaciones de mujeres, víctimas del 

conflicto armado, pueblos étnicos y juntas de acción comunal. En sus propias palabras: “El PDET es el 

ejercicio participativo más grande de la historia de Colombia. Más de 220.000 personas participaron 

directamente en su construcción” (ABC, comunicación personal, 3 de octubre de 2025. Véase anexo 

entrevistas). 

Esta afirmación no solo da cuenta de la magnitud del proceso, sino que también resalta el 

carácter incluyente y transformador del PDET como una herramienta clave para la construcción de paz 

desde los territorios, al reconocer y fortalecer las capacidades organizativas locales como base para la 

planeación y el desarrollo rural integral. Al mismo tiempo, a través del procedimiento legislativo especial 

para la paz, se promulgó el Decreto Ley 893 de 2017, que dio origen formal a los PDET en 16 subregiones 

priorizadas, conformadas por 170 municipios caracterizados por altos índices de violencia, presencia de 

economías ilegales, debilidad institucional y rezago socioeconómico. Para su coordinación se creó la 

Agencia de Renovación del Territorio (ART), entidad técnica encargada de liderar el enfoque territorial 
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del programa, promover la articulación interinstitucional y acompañar la planeación participativa en los 

niveles veredal, municipal y subregional33 (Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2018). 

El ejercicio participativo dio lugar a la formulación de treinta y dos mil ochocientas ocho (32.808) 

iniciativas comunitarias, recogidas en los PATR34. Estos planes fueron construidos con la participación de 

más de doscientas mil personas habitantes de zonas rurales, entre ellas sesenta y cinco mil mujeres 

(65.000), así como comunidades indígenas y afrodescendientes, lo que evidencia el alcance inclusivo del 

proceso (Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2018). Esta movilización ciudadana permitió un 

ejercicio de planeación sin precedentes en la historia reciente del país, fortaleciendo la legitimidad del 

Estado en territorios históricamente excluidos y marginados por décadas de abandono institucional. 

Desde una perspectiva de gobernanza territorial, esta fase inicial evidenció un intento de 

materializar el principio de corresponsabilidad entre Estado y comunidades, a través de mecanismos 

deliberativos y cooperativos que buscaban trascender la gobernabilidad tradicional centrada en la 

jerarquía institucional. Como se desarrolla en el primer capítulo, la gobernanza territorial supone la 

interacción entre actores estatales, comunitarios y privados en la definición de políticas públicas, bajo 

esquemas de coordinación horizontal, reconocimiento mutuo y autonomía relativa (Aguilar, 2006; Bevir, 

2011). En el caso de los PDET, esta articulación de actores, se tradujo en la creación de espacios de 

concertación35,que actuaron como articuladores entre la planificación local y las políticas nacionales. 

Además, en materia financiera, el gobierno de Juan Manuel Santos sentó las bases para la 

ejecución del Acuerdo Final de Paz mediante la formulación del Plan Marco de Implementación (PMI) y 

 
33 La ART articula actores institucionales, comunitarios e internacionales mediante metodologías participativas que integran 
iniciativas en los PDET, fortaleciendo la gobernanza territorial con enfoque diferencial (Función Pública, 2016). 
 
34 Para este periodo de gobierno, ninguno de esos planes fue ejecutado ya que por esta época estaban en su fase de diseño y 
planeación. 
35 Los principales mecanismos de concertación multinivel en el marco de los PDET incluyen: Mesas de Concertación 
Comunitarias Municipales, Grupos Motor, Consejos Territoriales de Planeación, articulación con los Planes Nacionales 
Sectoriales (PNS), y coordinación con los Planes de Desarrollo municipales y departamentales (Mesa Nacional de Plataformas 
PDET, 2019). 
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la aprobación del documento CONPES 3932 de 2018. Ambos instrumentos reconocieron a los PDET 

como una prioridad estratégica nacional, al considerarlos el principal vehículo para materializar la 

Reforma Rural Integral en los territorios más afectados por el conflicto armado. Esta priorización no fue 

simbólica: el CONPES proyectó que el 72 % de los recursos destinados a la implementación del Acuerdo 

Final se concentrarían en el componente rural, lo que implicaba una apuesta decidida por cerrar las 

brechas históricas entre el campo y la ciudad (Departamento Nacional de Planeación [DNP], 2018). En 

ese sentido, el PMI y el CONPES no solo definieron una hoja de ruta técnica y presupuestal, sino que 

también representaron un compromiso político del Estado colombiano con la transformación estructural 

de sus periferias rurales, articulando metas de largo plazo con mecanismos de planeación participativa y 

territorializada. 

Es decir, el periodo comprendido entre 2016 y 2018 puede interpretarse como la fase 

fundacional de la gobernanza territorial del posacuerdo en Colombia, marcada por un giro institucional 

sin precedentes en la forma en que el Estado se relaciona con sus periferias rurales. A través de los PDET, 

se ensayó una nueva arquitectura de planeación participativa que reconoció a las comunidades como 

actores centrales en la formulación de políticas públicas, desplazando parcialmente la lógica vertical y 

centralista que históricamente había caracterizado la acción estatal. Esta etapa inicial no solo permitió la 

construcción colectiva de los PATR, sino que también sentó las bases para una descentralización 

funcional que, aunque aún incipiente y llena de desafíos, abrió la posibilidad de una gobernanza más 

inclusiva, sensible a las realidades locales y orientada al cierre de brechas históricas en los territorios 

más afectados por el conflicto armado.  

Sin embargo, desde su creación, los PDET han enfrentado diversos problemas que han 

dificultado su implementación. Aunque fueron concebidos como una estrategia para transformar los 

territorios más afectados por el conflicto armado y promover la participación de las comunidades en la 

toma de decisiones, en la práctica han chocado con las dinámicas tradicionales del Estado. El profesional 
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“ABC” de la ART explicó que desde el inicio existieron tensiones entre dos formas de entender el 

desarrollo: una que surge desde las comunidades, basada en sus necesidades y realidades locales, y otra 

impulsada por las entidades nacionales, centrada en sectores y presupuestos. Esta falta de coordinación 

derivó en confusión y fragmentación institucional (ABC, comunicación personal, 3 de octubre de 2025). 

Desde el plano financiero, la persona entrevistada, “DEF”, explicó que el diseño de estos 

programas, sustentado en el Decreto Ley 893 de 2017, estructuró un modelo de financiamiento 

complejo basado en múltiples fuentes: Presupuesto General de la Nación, Sistema General de 

Participaciones, Sistema General de Regalías (SGR), recursos propios, cooperación internacional e 

inversión privada. Esta arquitectura reveló desde su origen la dificultad de articular capacidades fiscales 

entre la Nación y las entidades territoriales, especialmente en municipios con baja capacidad 

administrativa y presupuestal, ya que como lo expresó: “La mayor parte del costo estimado de los PDET 

recae en los territorios. Cerca del 60% debe salir de recursos propios y del Sistema General de 

Participaciones, mientras que el presupuesto nacional aporta apenas un 15%” (DEF, comunicación 

personal, 7 de octubre de 2025). 

La conversión de treinta y tres mil siete (33.007) iniciativas comunitarias en cerca de cien mil 

(100.000) proyectos potenciales generó un sobredimensionamiento de metas que superó con creces las 

capacidades técnicas, administrativas y financieras de los gobiernos locales. Muchas de estas iniciativas 

fueron formuladas de manera amplia, sin una definición técnica precisa ni una estructura que permitiera 

traducirlas en bienes y servicios concretos. Esta brecha entre la planeación participativa y la ejecución 

efectiva se agravó por la ausencia de indicadores de resultado que permitieran medir avances, impactos 

y cierres de brechas de forma verificable. Tal como lo señaló la entrevistada DEF, “las 33.007 iniciativas 

eran demasiado amplias; ahora se aterriza a bienes/servicios y metas por brecha” (comunicación 

personal, 7 de octubre de 2025). En consecuencia, no existen hasta la fecha documentos oficiales ni 

sistemas consolidados que permitan cuantificar de manera rigurosa el impacto real de los PDET en los 
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territorios priorizados. La falta de trazabilidad técnica y de métricas estandarizadas impide evaluar con 

precisión el cumplimiento de los objetivos de transformación territorial. 

Además, los PDET no tienen carácter vinculante según el Decreto Ley 893 de 2017, lo que 

significa que su implementación depende de la voluntad política y de la disponibilidad presupuestal, sin 

constituir obligaciones legales exigibles por las comunidades (Fundación Ideas para la Paz, 2021). Esta 

condición ha limitado su consolidación como política estructural del Estado, dejando claro que la 

gobernanza territorial, más que un logro consolidado, sigue siendo un proceso en construcción. Su 

sostenibilidad depende de factores como la capacidad institucional, la articulación intergubernamental, 

la voluntad política y la continuidad de los mecanismos de participación ciudadana 

 A pesar de que la participación fue promovida como un eje transformador en la implementación 

de los PDET, no se desarrollaron herramientas técnicas que permitieran evaluar sus efectos reales en los 

territorios. Esta limitación no es exclusiva del contexto actual; como advierte Zurbriggen (2011), en 

múltiples experiencias latinoamericanas la participación se impulsa discursivamente, pero las decisiones 

continúan tomándose desde instancias centrales, sin otorgar a las comunidades un poder efectivo de 

incidencia. En el caso colombiano, aunque el gobierno de Santos promovió procesos de planeación 

participativa en el marco del Acuerdo de Paz, la falta de articulación entre ministerios, agencias y niveles 

de gobierno ralentizó el avance de los PDET y debilitó su capacidad transformadora. En línea con esta 

crítica, Aguilar (2014) sostiene que la gobernanza solo se consolida cuando los actores involucrados 

logran acuerdos que se traducen en decisiones concretas; de lo contrario, la participación queda 

reducida a una práctica simbólica sin efectos sustantivos en la política pública. 

Al finalizar el gobierno de Santos, la implementación de los PDET aún presentaba importantes 

retos. De los ciento setenta (160) municipios priorizados, solo ciento veinte (120) habían conformado sus 

grupos motor, y ninguno de los dieciséis planes subregionales había ingresado efectivamente a la fase de 
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ejecución. Si bien se avanzó en la formulación normativa y en la participación comunitaria, el poco 

tiempo disponible, la dispersión institucional y la falta de articulación entre niveles de gobierno 

impidieron que los proyectos comenzaran a ejecutarse. Esta tarea quedó en manos del siguiente 

gobierno, que heredó un modelo aún en construcción36(Verdad Abierta, 2018). 

3.2 Gobierno Duque: gobernanza vertical hacia la estabilización y control territorial 

Con la llegada de Iván Duque a la presidencia en agosto de 2018, los PDET fueron incorporados a 

la estrategia “Paz con Legalidad”, una política que buscaba continuar con la implementación del 

Acuerdo Final de Paz, pero bajo una lógica distinta. Este nuevo enfoque reorientó los objetivos de los 

PDET hacia la estabilización territorial y la consolidación institucional, priorizando el restablecimiento del 

orden público y el control de economías ilegales en las zonas más afectadas por el conflicto armado 

(RTVC Noticias, 2022; Verdad Abierta, 2021). 

Este giro metodológico implicó un cambio sustancial en la naturaleza del instrumento. Según el 

entrevistado, los PDET dejaron de ser concebidos como mecanismos de transformación participativa y 

comenzaron a entenderse como herramientas de estabilización territorial (ABC, comunicación personal, 

3 de octubre de 2025). En lugar de promover la deliberación comunitaria y la autonomía local, el modelo 

adoptado por el gobierno Duque privilegió una gobernanza vertical, centrada en la eficiencia operativa, 

la trazabilidad de los recursos y el control institucional. Esta transformación se enmarca en lo que García 

(2020) denomina la primera narrativa de paz territorial, donde el accionar del Estado se enfoca en 

recuperar el orden y la presencia institucional en los territorios. 

A pesar de este cambio de enfoque, el gobierno Duque logró avances importantes en la 

estructuración técnica y operativa de los PDET. Durante su mandato se culminó la formulación de los 

 
36 En el 2021, durante la conmemoración de los cinco años del Acuerdo de Paz, el expresidente Santos reconoció que la falta de 
ejecución de los PDET había generado desánimo en las comunidades. Diversos estudios han evidenciado que la división de 
funciones entre las entidades del Estado provocó duplicaciones, vacíos de responsabilidad y lentitud en la ejecución de 
proyectos. Aunque la Agencia de Renovación del Territorio lidera el proceso, no siempre ha contado con los recursos ni con el 
respaldo necesario para coordinar a todas las instituciones involucradas (El Universal, 2021). 
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dieciséis (16) Planes de Acción para la Transformación Regional (PATR) y se definieron las rutas de 

ejecución para los ciento setenta (170) municipios priorizados, manteniendo como base las treinta y dos 

mil ochocientas ocho (32.808) iniciativas comunitarias levantadas en el gobierno anterior 

(Colombiacheck, 2019). Este paso fue clave para consolidar el marco técnico que permitiría pasar de la 

planeación a la ejecución. 

La importancia de este avance radica en que permitió cerrar la etapa de planeación participativa 

y dar paso a una fase de ejecución más estructurada, con metas definidas y criterios técnicos para la 

formulación de proyectos. La definición de rutas de ejecución por subregión, junto con la identificación 

de fuentes de financiamiento y mecanismos de seguimiento, fortaleció la capacidad operativa del 

Estado para intervenir en territorios históricamente excluidos. La consolidación del marco técnico fue un 

paso necesario para traducir las aspiraciones locales en intervenciones concretas, viables y financiables. 

En este sentido, el cierre de los PATR marcó un punto de inflexión en la implementación de los PDET, al 

establecer las condiciones mínimas para que las iniciativas comunitarias comenzaran a materializarse en 

obras y servicios (Rodríguez y Gómez, 2020). 

En términos de inversión, el gobierno reportó la movilización de trece coma siete billones de 

pesos colombianos (13,7 billones) entre dos mil diecinueve y dos mil veintidós, con más de tres mil 

trescientos (3.300) proyectos ejecutados o en curso en las subregiones PDET. Estas intervenciones se 

concentraron principalmente en obras de infraestructura como vías terciarias, redes eléctricas, 

instalaciones educativas, sistemas de agua potable y proyectos agroproductivos. Aunque el enfoque fue 

más técnico que participativo, estos avances permitieron mejorar condiciones básicas en territorios 

históricamente excluidos, contribuyendo a la estabilización institucional en zonas rurales (RTVC Noticias, 

2022; Semana, 2022). 

 
Sin embargo, diversos informes señalaron que la estrategia de financiamiento fue fragmentada y 

careció de una integración sólida entre las distintas fuentes de recursos. El Instituto Kroc de la 
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Universidad de Notre Dame (2022) advirtió que, a pesar de la formulación de los PATR y la identificación 

de proyectos, persistieron obstáculos como la falta de coordinación interinstitucional, la dispersión de 

competencias y la baja ejecución presupuestal en sectores clave. Además, la cooperación internacional 

no se integró plenamente al modelo, y los recursos del Sistema General de Regalías (SGR) no siempre se 

alinearon con las prioridades definidas por las comunidades en los PDET. 

Desde la Subdirección de Financiamiento de la ART, la entrevistada DEF señaló que la mayoría de 

los proyectos ejecutados fueron de pequeña o mediana escala, con escasa capacidad de transformación 

estructural. La estrategia de “obras rápidas y visibles” permitió mostrar resultados en el corto plazo, pero 

no logró modificar de manera sostenible las dinámicas productivas ni mejorar el acceso a tierra y activos 

rurales. En el ámbito participativo, el gobierno mantuvo canales como las Juntas de Acción Comunal 

(JAC) para la ejecución de proyectos, lo que conservó un mínimo de apropiación social, aunque sin 

fortalecer la autonomía territorial (DEF, comunicación personal, 7 de octubre de 2025). 

A esto se suman los casos de corrupción en el manejo del OCAD Paz37, aunque el sistema de 

financiación ha permitido mantener la estructura operativa del programa, no garantiza equidad 

territorial ni sostenibilidad a largo plazo. El problema de fondo radica en que la asignación de fondos se 

realizó sin controles efectivos, permitiendo que redes de intermediarios, clanes políticos y contratistas 

capturaran los recursos mediante proyectos inflados, ficticios o sin ejecución. El DNP denunció que gran 

parte de estos fondos terminaron en manos de “carteles, criminales y clanes”, en lugar de beneficiar a las 

comunidades vulnerables, según RTVC Noticias (2024) a pesar de la gravedad del caso, solo el 14% de los 

procesos judiciales relacionados con estas irregularidades han avanzado, lo que evidencia una débil 

respuesta institucional frente al desfalco 38.  

 
37  Es el órgano encargado de aprobar proyectos financiados con regalías para la paz. 
38 El presidente Gustavo Petro ordenó una auditoría forense para esclarecer el uso de los recursos, ya que las irregularidades 
generaron una profunda crisis de legitimidad en la implementación de los PDET y afectaron la confianza de las comunidades en 
el proceso de paz (Duque, 2025, junio 9). 
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Otro punto crítico fue la débil implementación del Capítulo Étnico del Acuerdo Final de Paz. Este 

capítulo fue diseñado para garantizar los derechos colectivos de los pueblos indígenas y 

afrodescendientes, reconociendo el impacto desproporcionado del conflicto armado en sus territorios. 

Sin embargo, informes oficiales y pronunciamientos de líderes comunitarios han señalado que no se ha 

desarrollado una estrategia financiera específica que responda a sus necesidades culturales, territoriales 

y organizativas (Vélez, 2020)39.  

Así pues, el gobierno de Duque (2018–2022) consolidó la fase técnica y operativa de los PDET, 

con avances en la ejecución de proyectos e inversión territorial, pero su enfoque gerencial y 

asistencialista, la débil articulación institucional y los casos de corrupción impidieron una transformación 

estructural. Aunque se fortaleció la presencia estatal en zonas priorizadas, no se abordaron las causas 

profundas de la desigualdad ni se garantizó la sostenibilidad del proceso de paz, dejando una 

arquitectura funcional, pero limitada en legitimidad, equidad y alcance transformador 

3.3 Gobierno Petro: gobernanza y justicia territorial en desarrollo. 

Al inicio del gobierno de Petro, se reafirmó la importancia de los PDET como herramienta 

fundamental para la implementación del Acuerdo Final de Paz firmado en 2016. Sin embargo, el nuevo 

gobierno les dio una orientación política distinta, centrada en la justicia territorial. Bajo esta perspectiva, 

los PDET fueron concebidos como parte de una transformación estructural del campo colombiano, 

articulándose con reformas agrarias, procesos de transición energética y el fortalecimiento de las 

economías campesinas. Esta visión busca dejar atrás el enfoque asistencialista que predominó en 

 
 
39 Según la Vicepresidencia de Colombia (2021), aunque se incluyeron enfoques diferenciales en algunos proyectos, las 
comunidades étnicas reclaman mayor participación en la toma de decisiones, acceso directo a recursos y respeto por sus formas 
propias de gobierno. La falta de una arquitectura financiera que contemple estas particularidades ha generado brechas en la 
ejecución de los PDET en territorios étnicos, debilitando la legitimidad del proceso de paz en estas regiones. 
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administraciones anteriores y avanzar hacia un modelo de desarrollo territorial basado en derechos y 

equidad (Departamento Nacional de Planeación [DNP], 2023). 

Desde el año 2022, los PDET quedaron integrados explícitamente al Plan Nacional de Desarrollo 

2022–2026, denominado “Colombia Potencia Mundial de la Vida”. En este marco, se vinculan 

directamente con la Política de Paz Total y con la reforma agraria liderada por el Ministerio de 

Agricultura y Desarrollo Rural. Esta articulación representa un esfuerzo por alinear los instrumentos de 

planeación territorial con los pilares estratégicos del nuevo gobierno, ampliando el alcance de los PDET 

más allá de la infraestructura básica y conectándolos con transformaciones estructurales en el modelo 

de desarrollo rural (Departamento Nacional de Planeación [DNP], 2022; Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural [MinAgricultura], 2023). 

Desde el inicio del gobierno, se puso énfasis en recuperar la legitimidad social de los PDET, 

reconectándolos con las comunidades rurales que participaron en su formulación original entre 2017 y 

2018. Para ello, se reactivaron los grupos motor como espacios de articulación comunitaria, y se 

implementaron los Diálogos Regionales Vinculantes, una estrategia de participación ciudadana 

impulsada por el Gobierno Nacional para construir el Plan Nacional de Desarrollo 2022–2026 con base 

en las necesidades expresadas directamente por las comunidades (Departamento Nacional de 

Planeación [DNP], 2023). 

Esta estrategia fue liderada por el Departamento Nacional de Planeación y consistió en la 

realización de más de cincuenta encuentros subregionales en todo el país. En estos espacios, 

ciudadanos, organizaciones sociales, autoridades locales y representantes del gobierno dialogaron sobre 

las prioridades territoriales, con el objetivo de recoger propuestas concretas que orientaran la 

formulación del Plan Nacional de Desarrollo y fortalecieran el enfoque de Paz Total y justicia territorial40.  

 
40 Los insumos recolectados fueron sistematizados y publicados por el DNP como parte del balance oficial del proceso, y se 
integraron como mecanismo de participación incidente en la priorización presupuestal del plan (Departamento Nacional de 
Planeación [DNP], 2022). 
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La nueva fase de los PDET se caracteriza por su articulación con la política de Paz Total y el 

Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS), orientada a coordinar la 

acción estatal en territorios afectados por la violencia y el abandono institucional. Mientras los PDET 

impulsan la transformación estructural de 170 municipios y el PNIS promueve alternativas productivas 

sostenibles, la Paz Total amplía el Acuerdo Final al integrar negociaciones con diversos actores armados y 

concebir la paz como justicia territorial (Departamento Nacional de Planeación [DNP], 2023). Esta 

articulación fortalece la participación comunitaria, la legitimidad estatal y la coherencia entre desarrollo 

rural y construcción de paz. 

Al mismo tiempo, se fortaleció el enfoque diferencial previsto desde la firma del Acuerdo Final 

de Paz, entre los principales avances se destacan las consultas realizadas con pueblos indígenas y 

comunidades afrodescendientes para la actualización de los PATR, la participación de mujeres rurales en 

el diseño de proyectos productivos y de economía del cuidado, y la incorporación de juventudes rurales 

a través de programas de arraigo territorial y relevo generacional (Agencia de Renovación del Territorio 

[ART], 2024). 

A su vez, se avanzó en la reconfiguración de la gobernanza territorial mediante la articulación 

entre la planeación comunitaria y la inversión pública nacional, fortaleciendo modelos colaborativos 

donde las comunidades participan activamente en la formulación, seguimiento y evaluación de políticas. 

Este enfoque, impulsado por el gobierno Petro, busca garantizar una incidencia real de los territorios en 

su propio desarrollo, superando la participación simbólica de etapas anteriores y consolidando una 

institucionalidad más equitativa, deliberativa y sensible a las necesidades locales41.  

 
41 Aguilar (2014) señala que la gobernanza se consolida solo cuando la participación se traduce en decisiones vinculantes y 
sostenibles; bajo esta premisa, el gobierno Petro busca superar la participación simbólica mediante una institucionalidad más 
deliberativa y equitativa. 
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Igualmente, se retomó el principio de participación vinculante como eje central de su estrategia 

territorial. Como lo plantea García (2020), los PDET solo pueden cumplir su función transformadora si se 

garantiza una conexión directa entre las demandas comunitarias y la planeación nacional. Esta visión se 

materializó en el proceso “Territorios de Vida”, liderado ART durante 2023 y 2024, mediante el cual se 

actualizaron de forma participativa los dieciséis PATR42. Como resultado, se estableció un criterio de 

gobernanza territorial que condiciona la financiación de proyectos con recursos del OCAD Paz a su 

alineación con las prioridades actualizadas por las comunidades (Agencia de Renovación del Territorio 

[ART], 2024). 

De manera complementaria, se promovió una reforma constitucional orientada a prorrogar la 

vigencia de los PDET más allá del año 2032, bajo el argumento de que una década resulta insuficiente 

para revertir los rezagos estructurales del campo colombiano (El País, 2024). Esta decisión es clave para 

garantizar la sostenibilidad de los procesos de transformación territorial. La ampliación de los plazos y el 

fortalecimiento financiero permiten que los proyectos no se limiten a intervenciones puntuales, sino que 

se consoliden como estrategias de largo aliento capaces de modificar las condiciones estructurales que 

perpetúan la pobreza, la desigualdad y la exclusión en las zonas rurales. 

La persona entrevistada, ABC (2025), expresó una visión optimista frente a la ampliación de la 

vigencia del programa. En su opinión, esta decisión permite dar continuidad a los proyectos iniciados, 

fortalecer la articulación interinstitucional y garantizar que las comunidades mantengan un rol activo en 

la planeación territorial. Para él, extender el horizonte de los PDET es clave para que el Estado cumpla su 

promesa de cerrar brechas históricas y construir paz desde los territorios, ya que como lo afirmó: “El 

PDET debe continuar. Es una apuesta de paz territorial construida desde las comunidades rurales. Si lo 

 
42 En este ejercicio participaron comunidades campesinas, mujeres rurales, pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 
y juventudes rurales, quienes definieron nuevas hojas de ruta PDET hacia el año 2033 
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debilitamos, retrocedemos una década en desarrollo territorial. Si lo fortalecemos, Colombia sí puede 

cerrar la brecha urbano–rural” (ABC, entrevista, 3 de octubre de 2025). 

La ampliación de la inversión y los plazos de los PDET reafirma el compromiso estatal con una 

gobernanza territorial efectiva, garantizando recursos y tiempo suficientes para que las comunidades 

impulsen su propio desarrollo y construyan paz. Según la entrevistada DEF (2025), esta medida supera 

las limitaciones temporales y presupuestales anteriores, abriendo la posibilidad de consolidar procesos 

de transformación estructural y sostenibles en los territorios priorizados.  

Es decir, la gobernanza territorial, concebida como un proceso de justicia y transformación 

estructural, ha sido uno de los pilares del enfoque adoptado por el gobierno de Gustavo Petro en la 

implementación de los PDET. Esta visión ha fortalecido la participación ciudadana, la articulación 

interinstitucional y la coherencia entre las políticas de paz, sustitución de economías ilícitas y reforma 

agraria. Sin embargo, su consolidación como política de Estado dependerá de factores clave como la 

continuidad política, la financiación progresiva, la simplificación de trámites administrativos y la garantía 

de condiciones de seguridad territorial. Solo bajo estas condiciones, los PDET podrán cumplir 

efectivamente su promesa de construir paz territorial en Colombia. 

Según la persona entrevistada ABC (2025), el gobierno de Gustavo Petro ha dado un giro positivo 

a los PDET al recuperar su carácter transformador y participativo, orientándolos como una política de 

Estado articulada con la Paz Total y el Plan Nacional de Desarrollo 2022–2026. Este enfoque supera la 

lógica de obras aisladas y apuesta por una transformación social sostenida basada en la participación 

efectiva. La reactivación de los grupos motor, ahora mesas comunitarias, y los Diálogos Regionales 

Vinculantes fortalecen la confianza y el vínculo con los territorios, permitiendo que los PDET se 

consoliden como una herramienta legítima y estable de planeación territorial. 
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Complementando esta visión, la persona entrevistada DEF (2025) subrayó que el proceso de 

actualización de los dieciséis PATR, liderado por la ART, ha introducido mejoras sustanciales en la gestión 

de los PDET. En particular, destacó la incorporación de metas verificables, indicadores de resultado y 

criterios técnicos definidos por las propias comunidades. Para ella, el gobierno ha logrado unificar la 

planeación participativa con la programación presupuestal, lo que fortalece la coherencia entre las 

necesidades locales y la inversión pública. Asimismo, resaltó como un avance significativo la inclusión de 

enfoques diferenciales de género y étnicos, que permiten atender las particularidades de los territorios 

con mayor precisión y justicia (DEF, comunicación personal, 7 de octubre de 2025). 

Sin embargo, el gobierno Petro enfrenta desafíos estructurales que limitan el alcance transformador de 

los PDET. Desde la perspectiva financiera, el modelo actual depende en gran medida de la capacidad 

técnica de los gobiernos locales para formular y gestionar proyectos. Esta dependencia perpetúa 

desigualdades entre municipios, ya que aquellos con menor capacidad institucional quedan rezagados 

en la asignación de recursos, lo que debilita el principio de equidad territorial que sustenta los PDET43 

(DEF, comunicación personal, 7 de octubre de 2025). 

La persistencia de actores armados ilegales en los territorios priorizados por los PDET limita 

gravemente su ejecución, ya que impide la presencia plena del Estado y restringe la participación 

comunitaria por medio de amenazas, desplazamientos y control territorial. La inseguridad obliga a 

suspender obras, encarece los proyectos por los costos de protección y desmotiva la intervención de 

contratistas y funcionarios. Además, los grupos armados distorsionan las prioridades locales al influir en 

la selección de proyectos que benefician sus intereses, afectando la transparencia y legitimidad del 

proceso. Esta situación perpetúa un círculo de exclusión y violencia que frena la transformación 

 
43 Aunque el gobierno Duque dejó cifras consolidadas sobre la estructuración técnica de los PDET (como la formulación de los 
16 PATR y el levantamiento de 32.808 iniciativas comunitarias) el gobierno Petro ha priorizado la ejecución territorial sin 
actualizar de forma sistemática esos indicadores. Por tanto, no existen cifras equivalentes que permitan contrastar 
directamente el avance técnico-operativo entre ambos gobiernos (La Silla Vacía, 2023) 
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territorial, pues sin seguridad efectiva no puede garantizarse el desarrollo, y sin desarrollo sostenible no 

se consolidan las condiciones para una paz duradera.44  

Igualmente, la implementación enfrenta obstáculos derivados de la falta de coordinación 

histórica entre los PDET y el PNIS. Aunque ambos programas comparten objetivos complementarios (la 

transformación estructural del campo y la sustitución voluntaria de economías ilícitas) fueron diseñados 

e implementados por entidades distintas, con cronogramas, metodologías y presupuestos separados 

(Chaverra, 2021). Esta desconexión institucional ha generado superposición de esfuerzos, vacíos en la 

cobertura de necesidades básicas y, en muchos casos, mensajes contradictorios hacia las comunidades 

rurales. 

Además, la falta de una estrategia unificada entre ambos programas dificultó la sostenibilidad de 

los procesos de sustitución voluntaria, ya que muchas familias no contaron con alternativas productivas 

viables ni con el respaldo institucional necesario para sostener su decisión de abandonar los cultivos 

ilícitos. Esto no solo afectó la legitimidad del Acuerdo de Paz, sino que también generó tensiones sociales 

y retrocesos en la implementación (Chaverra, 2021). 

En conclusión, si bien el gobierno actual ha impulsado innovaciones relevantes en el campo de la 

gobernanza territorial, aún persisten obstáculos estructurales que comprometen la consolidación de los 

PDET como una política de Estado. La fragmentación institucional, las limitaciones técnicas en los 

territorios y la presencia continua de actores armados ilegales demandan una respuesta articulada, 

 
44 En regiones como el Catatumbo, donde confluyen grupos como el ELN y disidencias de las FARC, generan crisis humanitarias 
graves y obligando al Estado a replantear sus estrategias tradicionales de seguridad. En respuesta, el gobierno ha adoptado un 
enfoque de seguridad humana rural en zonas como el Bajo Cauca, Sur de Córdoba, Putumayo y el Pacífico nariñense. Esta 
estrategia se basa en acuerdos humanitarios, sustitución voluntaria de economías ilícitas y proyectos productivos sostenibles, 
articulando protección con inversión social, participación comunitaria y fortalecimiento institucional (Infobae, 2025; Radio 
Nacional de Colombia, 2025).  
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sostenida y coherente. Solo mediante una acción integral será posible traducir las promesas de paz en 

transformaciones concretas y duraderas para las comunidades rurales. 

A continuación, se presenta un análisis comparativo de los tres períodos presidenciales 

comprendidos entre 2016 y 2025, abordando categorías como el enfoque político-ideológico, la 

configuración del modelo, la participación comunitaria, los instrumentos normativos, la arquitectura 

financiera, los resultados tangibles, la relación con el Acuerdo de Paz, los impactos territoriales, el 

enfoque diferencial, la presencia de corrupción o debilidades de transparencia, los riesgos estructurales 

y la perspectiva de sostenibilidad. Este ejercicio permite identificar continuidades, rupturas y tensiones 

entre los distintos modelos de intervención estatal en los territorios priorizados, así como valorar el 

grado de institucionalización del PDET como política pública de largo plazo y su capacidad real para 

impulsar transformaciones estructurales en el campo colombiano. 

Tabla 1: Análisis Comparativo De Los Periodos De Gobierno (2016-2025) En El Diseño E 
Implementación PDET 

CATEGORÍAS 
ANALÍTICAS 

GOBIERNO JUAN MANUEL 
SANTOS (2016–2018) 

GOBIERNO IVÁN DUQUE 
MÁRQUEZ (2018–2022) 

GOBIERNO GUSTAVO PETRO (2022–
2025) 

ENFOQUE POLÍTICO–
IDEOLÓGICO 

Reforma Rural Integral y paz 
territorial. Visión 
transformadora basada en 
participación, reconocimiento 
y reconciliación Estado–
comunidad. 

“Paz con Legalidad”: enfoque 
gerencial, tecnocrático y de 
estabilización. Prioridad al 
control institucional y orden 
público. 

“Justicia Territorial”: transformación 
estructural, derechos rurales, 
enfoque redistributivo y 
sostenibilidad. Articulación con Paz 
Total. 

CONFIGURACIÓN DEL 
MODELO 

Creación de los PDET vía 
Decreto Ley 893/2017 y 
conformación de la ART. 
Diseño participativo con 
32.808 iniciativas. 

Cierre técnico de PATR y 
estructuración de rutas de 
ejecución. Operativización del 
modelo con énfasis en obras 
visibles. 

Actualización participativa de PATR y 
vinculación directa al PND 2022–
2026. Reactivación de grupos motor 
como mesas comunitarias. 

TIPO DE 
GOBERNANZA 

Gobernanza colaborativa–
participativa: Estado–
comunidades; reconocimiento 
territorial; descentralización 
funcional. 

Gobernanza vertical y 
jerárquica: decisiones 
centralizadas, enfoque en 
trazabilidad, control y 
eficiencia estatal. 

Gobernanza territorial y multinivel: 
corresponsabilidad Estado–
comunidades, participación 
vinculante, incidencia territorial y 
seguimiento ciudadano. 
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CATEGORÍAS 
ANALÍTICAS 

GOBIERNO JUAN MANUEL 
SANTOS (2016–2018) 

GOBIERNO IVÁN DUQUE 
MÁRQUEZ (2018–2022) 

GOBIERNO GUSTAVO PETRO (2022–
2025) 

INSTRUMENTOS 
NORMATIVOS 

CENTRALES 

Decreto Ley 893/2017, 
CONPES 3932/2018, Plan 
Marco de Implementación. 

Lineamientos de “Paz con 
Legalidad”, planes 
subregionales finalizados, 
fortalecimiento del OCAD–Paz 
(con escándalos posteriores). 

PND 2022–2026, Territorios de Vida, 
articulación con PNIS, propuesta de 
prórroga de los PDET más allá de 
2032. 

ARQUITECTURA 
FINANCIERA 

Esquema mixto: PGN, SGP, 
SGR, inversión privada y 
cooperación. Dificultad de 
articulación Nación–
territorios. 

El mismo esquema, pero 
disperso, con baja ejecución 
regional y corrupción en 
OCAD–Paz. Obras pequeñas y 
de corto plazo. 

Mayor alineación presupuestal con 
prioridades territoriales. 
Condicionamiento de financiación a 
PATR actualizados y metas 
verificables. 

PARTICIPACIÓN 
COMUNITARIA 

Masiva y deliberativa: más de 
220.000 personas, enfoque 
étnico y de género. Planeación 
como base del programa. 

Participación formal, pero no 
vinculante. Enfoque 
tecnocrático redujo capacidad 
de incidencia territorial. 

Recuperación del carácter vinculante: 
Diálogos Vinculantes, mesas 
comunitarias, enfoque diferencial y 
juventudes rurales. 

PROBLEMAS Y 
DESAFÍOS 

ESTRUCTURALES 

No ejecución significativa, 
fragmentación institucional, 
iniciativas 
sobredimensionadas y sin 
indicadores. No fueron 
vinculantes en la ley. 

Fragmentación financiera, 
casos de corrupción, 
proyectos de baja escala, 
débil implementación étnica, 
falta de transformación 
estructural. 

Persistencia de actores armados, 
brechas institucionales municipales, 
lentitud en ejecución por seguridad y 
carga administrativa. 

RESULTADOS 
TANGIBLES 

Legitimidad social alta, 
fortalecimiento de 
organización comunitaria. 
Ejecución física casi nula antes 
del cambio de gobierno. 

Más de 3.300 proyectos 
ejecutados, 13,7 billones de 
inversión. Visibilidad, pero sin 
cambios profundos en 
productividad y tierra. 

Actualización de PATR, más precisión 
técnica, metas verificables. Mayor 
coherencia Estado–territorio. 
Proyectos en curso orientados a 
transformación estructural. 

IMPACTO 
TERRITORIAL 

Planeación sin impacto físico 
real. Construcción de 
confianza y legitimidad. 

Infraestructura básica, pero 
persistencia de pobreza, 
inequidad y violencia. 

Enfoque de largo aliento: economía 
campesina, cuidado, transición 
energética, reforma agraria. 

RELACIÓN CON EL 
ACUERDO DE PAZ 

Implementación directa del 
punto 1 (Reforma Rural 
Integral). PDET como 
herramienta estratégica del 
posacuerdo. 

Se mantuvo la figura, pero 
reducida a estabilización. Se 
debilitó el vínculo 
transformador original. 

Reanclaje al Acuerdo Final, pero 
ampliado a Paz Total y reforma 
agraria. Se recupera el espíritu 
territorial del punto 1. 

ENFOQUE 
DIFERENCIAL 

(ÉTNICO, GÉNERO, 
JUVENTUD) 

Reconocimiento formal, 
participación de 65.000 
mujeres, pueblos indígenas y 
afrodescendientes. 

Avances limitados y sin 
arquitectura presupuestal 
clara. 

Enfoque transversal: proyectos 
productivos para mujeres, consultas 
étnicas, juventudes rurales, 
economía del cuidado. 
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CATEGORÍAS 
ANALÍTICAS 

GOBIERNO JUAN MANUEL 
SANTOS (2016–2018) 

GOBIERNO IVÁN DUQUE 
MÁRQUEZ (2018–2022) 

GOBIERNO GUSTAVO PETRO (2022–
2025) 

CORRUPCIÓN Y 
TRANSPARENCIA 

Estructura normativa sin 
escándalos significativos, pero 
sin capacidad de control 
posterior. 

Casos graves de corrupción: 
OCAD–Paz y pérdida de 
regalías. Baja judicialización. 

Auditorías, depuración de proyectos 
y fortalecimiento de trazabilidad y 
veeduría territorial. 

SOSTENIBILIDAD Y 
FUTURO 

Dependiente de voluntad 
política y financiación local. 
Frágil. 

Limitada: obras sin 
sostenibilidad y arquitectura 
dispersa. 

Perspectiva de largo plazo con 
reforma constitucional que extiende 
vigencia y fortalece financiamiento. 

BALANCE GENERAL 
Fase fundacional: diseño, 
legitimidad y participación, 
pero sin resultados materiales. 

Fase técnico–operativa: 
ejecución visible, pero 
superficial, fragmentada y 
vulnerable a corrupción. 

Fase de gobernanza territorial y 
justicia: enfoque estructural, 
derechos, sostenibilidad y 
participación vinculante. 

 

Tabla de elaboración propia  

A nivel comparado, el cuadro evidencia que la trayectoria de los PDET no ha sido lineal ni 

acumulativa, sino pendular: avanza y retrocede según el modelo de gobierno, la orientación política y la 

arquitectura institucional de cada periodo. El tránsito entre una planeación participativa inicial, una fase 

técnica de ejecución visible y un giro actual hacia justicia territorial muestra que la principal tensión no 

está en el diseño del instrumento, sino en su capacidad para sostener una lógica de Estado más allá de 

los ciclos electorales. El PDET se ha convertido, de forma progresiva, en un escenario donde las 

comunidades disputan poder, representación y recursos frente a instituciones nacionales, 

departamentales y municipales. Esto convierte al programa en un laboratorio de gobernanza territorial 

donde convergen cooperación, conflicto, intereses económicos y disputas simbólicas sobre el sentido del 

desarrollo rural. En otras palabras, el cuadro permite observar que la relevancia del PDET ya no reside 

solo en su capacidad para ejecutar proyectos, sino en su condición de espacio político donde las 

comunidades empiezan a incidir de manera real en la planificación estatal. 

En términos de futuro, el análisis comparativo permite proyectar tres condiciones determinantes 

para que el PDET opere como política de Estado y no como política de gobierno: (i) blindar 
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financieramente el programa mediante un sistema presupuestal estable que supere la dependencia de 

regalías y capacidades locales; (ii) garantizar una gobernanza territorial que reduzca la fragmentación 

institucional histórica entre sectores, entidades y niveles de gobierno; y (iii) asegurar condiciones de 

seguridad territorial que permitan presencia estatal y participación comunitaria sin coacción armada. 

Solo si estas condiciones convergen, los PDET podrán cumplir su promesa fundacional: no ser un plan de 

obras dispersas, sino una estrategia de transformación estructural capaz de cerrar brechas rurales, 

reparar desigualdades históricas y convertir la paz territorial en una realidad sostenible. En esa medida, 

el programa deja de ser un simple instrumento de inversión y se consolida como el puente más 

importante entre el Acuerdo Final y la vida cotidiana de los territorios. 
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CAPÍTULO 4: ESTUDIO DE CASO: DABEIBA COMO LABORATORIO DE PAZ APRENDIZAJES VALIOSOS 

PARA LA CONSTRUCCIÓN DE PAZ EN COLOMBIA 

Este capítulo analiza la implementación del PDET en el municipio de Dabeiba dentro del Urabá 

antioqueño, utilizando el estudio de caso como herramienta para entender cómo una política nacional se 

transforma cuando llega al territorio. El propósito es identificar qué avances se han logrado, qué 

obstáculos persisten y qué factores explican esos resultados. Para ello, se combinan elementos de 

gobernanza territorial y análisis de fallas de política, observando la relación entre instituciones, 

comunidades, capacidades locales y dinámicas sociales del municipio. 

4.1. Caracterización sociohistórica del PDET en la subregión Urabá Antioqueño y Dabeiba 

Para comprender el caso de Dabeiba es indispensable situarlo dentro del contexto territorial más 

amplio al que pertenece. Este municipio hace parte de la subregión del Urabá Antioqueño, La subregión 

del Urabá Antioqueño, conformada por los municipios de Apartadó, Carepa, Chigorodó, Dabeiba, 

Mutatá, Necoclí, San Pedro de Urabá y Turbo, presenta un contexto demográfico, social y territorial 

marcado por profundas desigualdades históricas y una alta ruralidad.  
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Figura 1: Mapa Urabá Antioqueño 

Fuente: Consejo Territorial de Planeación de Antioquia. (s. f.). Subregión de Urabá. 

El conflicto armado en el Urabá antioqueño ha sido uno de los más complejos y prolongados del 

país, marcado por la presencia sucesiva y simultánea de guerrillas, paramilitares y fuerzas estatales. 

Desde la década de 1970, las guerrillas del EPL y las FARC se consolidaron en la región, aprovechando su 

geografía estratégica y las condiciones de exclusión social. A partir de los años 80, el paramilitarismo se 

expandió con fuerza, especialmente con las incursiones de los grupos liderados por Fidel Castaño y 

Henry Pérez, quienes perpetraron masacres como las de Punta Coquitos y La Negra en Turbo. Estas 

acciones formaron parte de una estrategia de persecución contra líderes sociales y militantes de 

izquierda, respaldada por alianzas entre actores armados ilegales, sectores empresariales y políticos 

locales (Rutas del Conflicto, s.f.). 
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La región de Urabá se convirtió en un laboratorio de guerra contrainsurgente, donde el control 

territorial se disputaba no solo con armas, sino también mediante el despojo de tierras, el 

desplazamiento forzado y la imposición de modelos económicos extractivos. El Centro Nacional de 

Memoria Histórica (2022) documenta cómo esta zona fue clave en la expansión del paramilitarismo 

hacia otras regiones del país, y cómo la violencia sistemática afectó profundamente el tejido social, 

dejando secuelas que aún persisten en las comunidades. A pesar de los esfuerzos de reparación y 

reconciliación, las víctimas continúan enfrentando barreras estructurales para acceder a la justicia y 

reconstruir sus proyectos de vida. 

 Según la Hoja de Ruta elaborada por la ART (2021), la región experimentó entre 2005 y 2007 

una disminución poblacional asociada al conflicto armado y al desplazamiento forzado; sin embargo, 

desde 2008 se ha observado una recuperación moderada, con una transición hacia el incremento de la 

población adulta entre los 25 y 64 años, que para 2033 podría representar cerca del 48,8% del total 

poblacional. La composición poblacional también evidencia un predominio de mujeres en la mayoría de 

los municipios, aunque en Dabeiba, Mutatá y San Pedro de Urabá la participación masculina resulta 

ligeramente mayor.  

Paralelamente, el componente ambiental en la subregión es estratégico para el país, ya que 

alrededor del 8% de la subregión hace parte del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, incluyendo zonas 

del Parque Nacional Natural Los Katíos y del Parque Nacional Natural Paramillo, mientras que el 16% se 

encuentra bajo áreas de especial importancia ambiental asociadas a las reservas forestales de la Ley 2ª 

de 1959 (Ministerio de (Ambiente y Desarrollo Sostenible 2021).  

La región también presenta dificultades persistentes en el acceso a servicios públicos básicos, 

conectividad vial y digital, infraestructura educativa y oferta de salud, lo que amplía la brecha en 

condiciones de vida frente a otras zonas del país y limita el desarrollo económico formal y las 
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oportunidades laborales (UNFPA Colombia, 2022). Al mismo tiempo, la dispersión poblacional y la 

presencia de zonas de difícil acceso han limitado el alcance de la institucionalidad estatal y la provisión 

de bienes y servicios públicos (Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2021). 

De igual manera el Urabá Antioqueño, presenta una marcada diversidad étnica: 

aproximadamente el 15% del territorio corresponde a resguardos indígenas y el 5% a consejos 

comunitarios afrodescendientes, especialmente localizados en Dabeiba, Mutatá y Turbo. Esta 

configuración territorial sostiene un entramado multicultural con demandas diferenciadas en materia de 

derechos territoriales, educación, salud propia e inclusión institucional (Agencia de Renovación del 

Territorio, 2021).  

En este contexto, el municipio de Dabeiba adquiere un carácter particularmente relevante 

dentro de la subregión, no solo por su peso demográfico, sino también por la amplitud de sus territorios 

indígenas: más del 40% de su extensión corresponde a resguardos de la etnia Emberá, lo que lo 

convierte en el municipio con mayor población indígena del departamento de Antioquia.45. 

En el ámbito demográfico Dabeiba, cuenta con cerca de 24.000 habitantes, en su mayoría rurales 

y con una estructura poblacional joven. Aproximadamente el 22% de su población pertenece a pueblos 

indígenas, especialmente al pueblo Emberá Eyabida, distribuidos en once resguardos y más de treinta 

comunidades (Kreanta, 2020, p. 15). Su economía es principalmente rural y de subsistencia, con alta 

dependencia de la ganadería y de cultivos de pancoger46. La pobreza multidimensional supera el 60%, 

 
45 Esta presencia territorial refleja una fuerte organización comunitaria y una relación ancestral con el territorio, que ha sido 
clave en procesos de resistencia, planeación autónoma y participación en escenarios como los PDET (Plan de Vida Pueblo 
Emberá Katío, 2015). 
46 Los cultivos de pancoger son aquellos destinados principalmente al autoconsumo familiar y comunitario, fundamentales para 
la seguridad alimentaria en zonas rurales de Colombia. Su importancia radica en que permiten a las familias campesinas 
garantizar su alimentación básica sin depender del mercado. Universidad Industrial de Santander. (s.f.).  



95 
 

siendo más aguda en las zonas rurales, lo que refleja rezagos en el acceso a servicios básicos, educación, 

salud y empleo (Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2022, pp. 58–61). 

Dabeiba es un municipio con una configuración geográfica compleja que ha condicionado 

profundamente su desarrollo. Su territorio, de aproximadamente 1.900 km², se encuentra en el Nudo de 

Paramillo y presenta pendientes abruptas, amplia cobertura boscosa y alta diversidad ecológica. La 

riqueza ambiental abarca más de 10.000 hectáreas en parques nacionales y cerca de 50.000 bajo la 

figura de Reserva Forestal, lo cual impone restricciones al uso del suelo, pero también resalta su papel en 

la conservación ambiental (Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2022, p. 37).   

Figura 2. Mapa del municipio de Dabeiba, Antioquia 

Fuente: Gobernación de Antioquia – Gerencia de Corregimientos (2023). 

Su posición geográfica estratégica, como punto de conexión entre los departamentos de 

Córdoba, Chocó y el Urabá antioqueño, lo convirtió en un corredor clave para el tránsito de diversos 
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actores armados ilegales47. Esta condición facilitó la presencia constante de grupos guerrilleros, 

paramilitares y fuerzas estatales, generando una dinámica de violencia persistente que afectó 

gravemente a la población local (Verdad Abierta, 2019).  

A partir de estas particularidades territoriales del Urabá Antioqueño (Dadeiba incluido), el PDET 

fue concebido como una estrategia de transformación territorial de largo plazo, orientada a la 

estabilización y la materialización de derechos mediante la planificación participativa, el fortalecimiento 

institucional y la implementación progresiva de proyectos que permitan mejorar la infraestructura social, 

educativa, productiva y ambiental del Urabá Antioqueño. 

4.1.2 Implementación PDET en la subregión del Urabá Antioqueño 

El Urabá Antioqueño fue priorizado como subregión PDET en virtud de los criterios establecidos 

en el Decreto Ley 893 de 2017, debido a su histórica afectación por el conflicto armado, la débil 

presencia institucional y la persistencia de economías ilegales. La Hoja de Ruta señala la existencia de 

hechos victimizantes, presencia de cultivos ilícitos, eventos asociados a artefactos explosivos y un 

impacto prolongado sobre las comunidades rurales, factores que expresan las condiciones estructurales 

de vulnerabilidad del territorio (Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2021). 

 
47 Estas dinámicas de confrontación generaron un patrón de violencia sistemática que incluyó asesinatos selectivos, 
desplazamientos forzados, saqueos y destrucción de bienes civiles, afectando profundamente a las comunidades rurales y 
consolidando a Dabeiba como un territorio de alta conflictividad (Rutas del Conflicto, s.f.). 
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Figura 3: Datos generales PDET Urabá Antioqueño 

 

 

 

 

 

Fuente: Agencia de Renovación del Territorio. (2024). Megaficha de la subregión de Urabá 
antioqueño. Central PDET  

En septiembre de 2018 se realizó en la subregión uno de los procesos de planeación participativa 

más amplios desarrollados en el país después del Acuerdo Final de Paz. Según la ART (2021), cerca de 

10.470 actores territoriales participaron en las fases local, municipal y subregional, incluyendo 

autoridades étnicas, organizaciones sociales, juntas de acción comunal, mujeres, jóvenes, víctimas, 

campesinos, sector privado y las ocho administraciones municipales. 
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Figura 4: Estructura del proceso de planeación participativa en la subregión (2018) 

Figura elaboración propia  

Como resultado de este proceso, la subregión formuló 1.641 iniciativas, que quedaron 

consignadas en el PATR. Estas iniciativas reflejan tanto necesidades acumuladas como aspiraciones de 

futuro: acceso a servicios públicos, vías terciarias, infraestructura comunitaria, educación, salud, 

reparación a víctimas, proyectos productivos y fortalecimiento institucional (Agencia de Renovación del 

Territorio [ART], 2021). No se trata únicamente de una lista de obras, sino de una visión de desarrollo 

construida colectivamente tras décadas de conflicto. Desde esta perspectiva, el Urabá Antioqueño no 

solo es un territorio marcado por la guerra, sino también por la organización comunitaria y la búsqueda 

de reconciliación.  

4.2 Dabeiba Antioquia: importancia en la subregión y en el análisis PDET 

Dabeiba posee un valor simbólico destacado dentro de la subregión del Urabá antioqueño48, al 

convertirse en un escenario donde confluyen procesos fundamentales para la construcción de paz, 

 
48 A pesar de su violencia histórica como los desplazamientos forzados masivos, ejecuciones extrajudiciales y desapariciones, 
muchas de ellas documentadas en el cementerio Las Mercedes, donde la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) ha identificado 
cuerpos de víctimas de falsos positivos y desapariciones forzadas ocurridas entre 1997 y 2007. El Movimiento Nacional de 
Víctimas de Crímenes de Estado - Movice (2020) ha señalado que estas prácticas fueron sistemáticas y que Dabeiba representa 
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como el retorno de población desplazada, la reparación colectiva, la participación ciudadana y la 

reincorporación social de excombatientes. En este territorio, el antiguo Espacio Territorial de 

Capacitación y Reincorporación (ETCR) de Llano grande ha sido punto de encuentro para iniciativas 

productivas y actos simbólicos de reconciliación, entre ellos el “Ritual del Perdón” realizado entre 

excombatientes de las FARC y comunidades indígenas Emberá, con el acompañamiento de la Misión de 

Verificación de la ONU. Estas experiencias han contribuido a resignificar el municipio como un espacio 

de sanación colectiva y construcción de paz territorial (Misión de Verificación de la ONU en Colombia, 

2020).  

La elección de Dabeiba como estudio de caso responde a una estrategia metodológica 

sustentada en el process tracing, herramienta que permite reconstruir secuencias causales y rastrear 

mecanismos explicativos dentro de la implementación del PDET. Dabeiba no fue seleccionado al azar: su 

historia marcada por el conflicto armado, su composición rural dispersa, la debilidad institucional 

histórica y la persistencia de economías ilegales lo convierten en un escenario privilegiado para 

observar, paso a paso, cómo interactúan actores estatales, comunitarios y no estatales en la 

materialización del programa. Desde la perspectiva de la gobernanza territorial, el municipio permite 

examinar cómo se coordinan (o entran en tensión) las instituciones nacionales, la administración local, 

las organizaciones comunitarias y la cooperación internacional para transformar el territorio; y, a su vez, 

evidenciar la brecha entre diseños normativos y capacidades reales, entre planificación participativa y 

ejecución. 

En este sentido, Dabeiba un municipio clave para el análisis tanto de los mecanismos de avance 

como los bloqueos que emergen en contextos de posacuerdo. El process tracing permite conectar el 

diseño del PDET con sus resultados intermedios y finales, rastreando decisiones, flujos de recursos, 

 
uno de los casos más emblemáticos de violencia estatal y paramilitar en Antioquia, con impactos duraderos en el tejido social y 
en los procesos de verdad y reparación. 
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actores responsables y efectos territoriales. Esto habilita el análisis de los policy failures, entendidos no 

solo como ausencia de resultados, sino como fallas de coordinación, fragmentación institucional o 

implementación desigual que impiden el cumplimiento del propósito transformador del programa. Por 

tanto, Dabeiba ofrece las condiciones empíricas necesarias para comprender, en detalle, por qué la 

política territorial logra avances parciales, dónde se estanca y qué elementos estructurales mantienen 

las brechas históricas del territorio. 

 

4.2.1 Configuración de la política pública y la gobernanza territorial a partir de la implementación del 

PDET: aspectos positivos 

Desde una mirada local, se evidencia que la institucionalidad no opera como un conjunto rígido 

de normas y entidades, sino como una red dinámica de actores, espacios de participación y mecanismos 

de articulación que sostienen la construcción de paz en el territorio. Gracias al PDET, el Estado, la 

comunidad y las organizaciones sociales han logrado converger en escenarios de diálogo, planeación 

colectiva y transformación territorial que redefinen la manera de gobernar desde lo local. 

La implementación del PDET en Dabeiba ha demostrado que, aunque este programa no es 

jurídicamente vinculante, puede generar transformaciones reales cuando existe voluntad política, 

compromiso institucional y apropiación comunitaria. Aquí, el Estado no gobierna sobre la comunidad, 

sino junto a ella, integrando actores diversos, escalas de acción y múltiples intereses en procesos 

deliberativos, productivos y reparadores. La persona entrevistada lo resume con claridad: “la 

transformación no ocurrió simplemente por ser municipio PDET, sino por la persistencia del equipo 

técnico, el diálogo constante con la comunidad y el sentido de pertenencia que los habitantes han 

desarrollado frente a los proyectos” (comunicación personal, 14 de octubre de 2025). 

Este enfoque ha convertido a Dabeiba en un verdadero laboratorio de paz, donde la 

institucionalidad, las organizaciones sociales, la cooperación internacional y la ciudadanía han logrado 

que la participación sea incidente, permanente y transformadora (Santa, 2025). La gobernanza territorial 
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se ha consolidado como una forma de gestión local basada en principios como la corresponsabilidad, la 

horizontalidad, la legitimidad social, la adaptación al territorio y la construcción colectiva del futuro. No 

se trata solo de cumplir con mecanismos formales, sino de activar factores intangibles que hacen posible 

el avance de los proyectos. 

En Dabeiba, la institucionalidad creada alrededor del PDET funciona como una red viva que se 

nutre del contacto permanente entre instituciones, ciudadanía y organizaciones externas49. Desde 2018, 

esta red se ha consolidado a través de espacios locales donde confluyen el gobierno municipal, las 

organizaciones sociales, la comunidad y actores internacionales (Ramirez, 2021). Uno de los cambios 

más importantes ha sido el fortalecimiento de los espacios de participación ciudadana. El estudio 

muestra que el PDET ha permitido que instituciones estatales, habitantes y organizaciones sociales se 

encuentren en procesos de planificación del desarrollo y reconciliación (Santa, 2025). 

Igualmente, la institucionalidad del PDET en Dabeiba no se limita a esta mesa. La Mesa 

Municipal de Participación Efectiva de Víctimas (PEV), creada bajo la Ley 1448, reúne cada año a la 

administración municipal, secretarías de gobierno, fuerzas militares y entidades descentralizadas para 

definir el plan de trabajo en materia de atención y reparación integral. En paralelo funciona el Consejo 

Municipal de Paz, Reconciliación y Convivencia, espacio donde diferentes actores dialogan sobre 

convivencia y prevención de conflictos, y la Mesa TOAR, en la cual víctimas y firmantes de paz participan 

conjuntamente en actividades con contenido reparador (Santa, 2025, pp. 45–46).  

En el campo productivo y organizativo, la Cooperativa Multiactiva Agropecuaria El Progreso se ha 

convertido en un actor fundamental. Conformada por firmantes de paz que habitan el AETCR Llano 

Grande, impulsa la reincorporación económica, fortalece el tejido comunitario y funciona como 

 
49 Para información sobre redes de actores a nivel territorial ver: Nova-Laverde, M., Rincón-Herrera, L., & Vergara-Crespo, R. 
(2023). Redes como comunidades de experticia: Prácticas de codiseño desde la alianza por los derechos de la naturaleza. 
Análisis Político, 36(106), 234–264.  
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interlocutora ante instituciones estatales y cooperación internacional. Además, organizaciones externas 

como la Fundación Rodeemos el Diálogo acompañan procesos pedagógicos de reconciliación y 

resolución pacífica de conflictos. En conjunto, estas instancias hacen que Dabeiba funcione como 

“gestor, facilitador y canalizador” de la articulación entre actores, generando escenarios donde víctimas, 

firmantes de paz, autoridades locales y ciudadanía conviven, dialogan y proyectan acciones colectivas 

(Santa, 2025, pp. 43–44)  

En Dabeiba, la participación ciudadana ha dejado de ser un principio abstracto para convertirse 

en el eje articulador de la gobernanza territorial. La planeación del desarrollo rural se construye desde 

las voces de la comunidad, que interviene activamente en la definición de iniciativas, la priorización de 

inversiones y el seguimiento a los compromisos institucionales. Este enfoque horizontal ha sido decisivo 

para que algunos proyectos se concreten, especialmente en zonas históricamente excluidas, donde 

espacios como la Mesa Municipal Comunitaria PDET han acercado la planificación al corazón de la 

ruralidad profunda (Santa, 2025, pp. 45–46). 

La participación no se limita al ámbito técnico o administrativo, sino que se extiende a 

dimensiones simbólicas y de reparación. Escenarios como la Mesa de Participación Efectiva de Víctimas, 

el Consejo de Paz y la Mesa TOAR han permitido que la comunidad dialogue sobre verdad, justicia, 

convivencia y acciones reparadoras con sentido colectivo (Santa, 2025, p. 46). Esta práctica participativa 

también se vive en lo cotidiano: víctimas y firmantes de paz comparten el territorio, desarrollan 

proyectos conjuntos y construyen nuevas formas de relacionamiento. Organizaciones como la 

Cooperativa El Progreso y Rodeemos el Diálogo han fortalecido capacidades comunitarias para la 

resolución pacífica de conflictos y la economía solidaria, demostrando que la participación es una 

herramienta transformadora del tejido social (Santa, 2025, pp. 44–45). 
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Por ello, en Dabeiba la participación ciudadana no es simbólica ni decorativa: es una práctica 

política que permite a la comunidad decidir, proponer, organizar y fiscalizar. Esta apropiación colectiva ha 

sido clave para que el municipio sea reconocido como un “laboratorio de paz”, donde la 

institucionalidad, los firmantes de paz y los procesos organizativos conviven y dan contenido real al 

concepto de paz territorial (Santa, 2025, p. 44). 

Igualmente, el retorno de las familias a sus veredas, acompañado por inversión social y 

económica, ha sido clave para transformar las condiciones de vida de la población (Santa, 2025). A ello 

se suma el fortalecimiento del turismo basado en la memoria y la paz, así como la consolidación de 

formas organizativas productivas, sociales y participativas que han dinamizado el desarrollo local. Entre 

las iniciativas más representativas se encuentra Travesías por la paz, un proyecto turístico liderado por 

excombatientes en el Espacio Territorial de Reincorporación de Llano Grande, que promueve el turismo 

ecológico y de memoria como herramienta de reincorporación y reconciliación (Radio Nacional de 

Colombia, 2023).  

Así mismo, el Plan de Reparación Colectiva en veredas como Alto de Chachafrutal ha permitido 

la construcción de infraestructura comunitaria (parques, canchas y espacios de encuentro) que 

fortalecen el tejido social y dignifican el retorno de las víctimas (Unidad para las Víctimas, 2025). Otro 

ejemplo concreto es la construcción de dos tramos viales mediante el mecanismo de Obras por 

Impuestos, con una inversión cercana a los 27.000 millones de pesos, que ha mejorado la conectividad 

del municipio y superado ampliamente su presupuesto anual de inversión (Montes, 2025). Estas 

acciones, junto con el impulso de cooperativas y redes de participación, han convertido a Dabeiba en un 

referente de resiliencia comunitaria y paz territorial. 
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Según una de las personas entrevistadas, el avance del PDET en Dabeiba no se debe únicamente 

a su priorización como municipio PDET50, sino a la articulación entre comunidades e institucionalidad, a 

la persistencia en la gestión y a la presencia progresiva del Estado en zonas antes abandonadas 

(comunicación personal, 14 de octubre de 2025). En palabras de la entrevistada, “donde se han 

ejecutado proyectos se observan resultados tangibles en infraestructura educativa y vial, acceso a 

servicios, movilidad productiva y economía familiar”, lo cual ha permitido que las personas 

“permanezcan dignamente” en su territorio. Esta transformación ha sido sostenida, además, por 

iniciativas comunitarias, veeduría ciudadana y acompañamiento técnico. 

La misma entrevistada también enfatiza que “la tenacidad del equipo técnico y el apoyo del 

alcalde fueron determinantes” para sacar adelante iniciativas que en otros municipios quedaron 

rezagadas, lo que revela que el éxito del PDET en Dabeiba ha dependido de una articulación efectiva 

entre actores locales y nacionales. En ese sentido, el liderazgo local “la tenía clara” y logró alinear su Plan 

de Desarrollo con las prioridades del PDET, generando coherencia y continuidad en la ejecución 

(comunicación personal, 14 de octubre de 2025). 

4.2.2 Gobernanza territorial como agente de cambio en el municipio  

La gobernanza territorial en Dabeiba se ha consolidado como una red dinámica de actores 

públicos, comunitarios y sociales que encarna el tránsito teórico de la gestión jerárquica hacia modelos 

colaborativos, tal como plantean Aguilar (2006) y Bevir (2011). En lugar de una institucionalidad rígida, el 

PDET dio paso a una arquitectura flexible en la que el Estado dejó de ser el único decisor y se convirtió 

en un facilitador de procesos deliberativos, construyendo legitimidad mediante la interacción 

permanente con las comunidades.  

 
50 De esto se hablará en el apartado de fallos. 



105 
 

En coherencia con los postulados de la gobernanza como acción horizontal, Dabeiba fortaleció 

espacios estables de diálogo, toma de decisión y seguimiento comunitario. La Mesa Municipal 

Comunitaria PDET es la expresión de esta lógica participativa: habitantes de zonas rurales históricamente 

excluidas intervienen en la priorización de obras, en la actualización del PMTR y en la vigilancia de 

compromisos (Santa,2025). Igualmente se resalta que, en estos espacios, la comunidad no solo expresa 

necesidades, sino que hace seguimiento a la ejecución, pregunta, exige y participa activamente en el 

control social, lo que ha permitido que las obras respondan a las realidades del territorio y aumenten la 

legitimidad institucional.  

Esta institucionalidad viva conecta la planeación con las realidades locales y evidencia que la 

participación no es simbólica, sino incidente en la gestión pública. El alcance de esta práctica se confirma 

en la propia voz de la funcionaria, quien subraya que “cada proyecto cuenta con interventoría, equipos 

responsables por fase y entrega con la comunidad. Hay veeduría ciudadana y acompañamiento de la 

administración” (comunicación personal, 14 de octubre de 2025). Esta articulación entre seguimiento 

técnico y apropiación social ha sido esencial para la sostenibilidad de las obras y para que las inversiones 

respondan a necesidades reales del territorio. 

Otro elemento positivo de la gobernanza territorial en Dabeiba es la convergencia entre 

instituciones estatales y plataformas de participación creadas por la Ley 1448 y el Acuerdo de Paz. Allí 

confluyen la Mesa de Participación Efectiva de Víctimas, el Consejo Municipal de Paz y la Mesa TOAR, 

espacios que reúnen administración local, víctimas, fuerza pública, firmantes de paz y entidades 

descentralizadas. “HIJ” (2025) confirma que estos escenarios permiten coordinar esfuerzos, resolver 

tensiones y producir acuerdos que fortalecen la convivencia y la reparación simbólica y material, 

aportando a la construcción de confianza entre actores históricamente enfrentados. Esta multiplicidad 

de espacios confirma lo señalado por Farinós (2015), quien sostiene que la gobernanza territorial 
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transforma los roles y genera cooperación entre sujetos con intereses distintos, configurando decisiones 

más democráticas y legitimadas. 

La experiencia de Dabeiba también evidencia cómo la gobernanza territorial no se limita al 

Estado. Actores económicos y sociales han asumido un papel tales como La Cooperativa Multiactiva 

Agropecuaria El Progreso, conformada por firmantes de paz del AETCR Llano Grande, se ha convertido en 

un actor de interlocución ante entidades estatales y cooperación internacional, impulsando proyectos 

productivos y fortaleciendo la reincorporación económica51 (Santa, 2025).  

Según la persona entrevistada “HIJ”, estas iniciativas productivas han permitido que la 

reincorporación deje de ser un proceso aislado y se convierta en una experiencia comunitaria, con 

impactos en empleo, dignidad y arraigo territorial (comunicación personal, 14 de octubre de 2025). Este 

fenómeno materializa la tesis de Raffestin (1980) sobre la territorialidad como práctica social: el 

territorio no es solo un espacio físico, sino un constructo político que se rediseña a partir de relaciones y 

apropiaciones colectivas. Gracias a este tipo de organizaciones, la gobernanza en Dabeiba incorpora 

economía solidaria, reconciliación y desarrollo rural desde la base social. 

A su vez, la articulación con organizaciones externas como la Fundación Rodeemos el Diálogo ha 

fortalecido procesos de pedagogía ciudadana en resolución pacífica de conflictos, reconciliación y 

memoria, integrando saberes expertos a dinámicas comunitarias, como plantean Font, Della Porta y 

Sintomer (2021). Según la entrevistada, la presencia de cooperación internacional ha ampliado las 

capacidades locales para dialogar, formular y sostener proyectos, generando oportunidades que “la 

 
51 La Cooperativa Multiactiva Agropecuaria El Progreso, conformada por firmantes de paz del AETCR Llano Grande, ha logrado 
posicionarse como actor de interlocución ante entidades estatales y de cooperación internacional, incluyendo el Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Misión de Verificación de la ONU, impulsando proyectos productivos y 
fortaleciendo la reincorporación económica (Misión de Verificación de la ONU en Colombia, 2020).  
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administración municipal, por sí sola, no podría ofrecer” (comunicación personal, 14 de octubre de 

2025).  

Esta interacción entre actores internacionales, institucionalidad estatal y ciudadanía posiciona a 

Dabeiba como un nodo de gobernanza transterritorial, donde convergen escalas locales, nacionales y 

globales en torno a objetivos compartidos de paz territorial. En términos analíticos, esta configuración 

confirma la perspectiva de Glückler, Rehner y Handke (2019), para quienes la gobernanza territorial 

opera como una red policéntrica que articula actores diversos en múltiples niveles, generando sinergias 

que ningún actor podría alcanzar de forma aislada. 

La siguiente tabla sintetiza la arquitectura de gobernanza territorial consolidada en el municipio 

de Dabeiba a partir de la implementación del PDET. Se identifican los actores públicos, comunitarios, 

sociales y de cooperación internacional que intervienen en la planeación, ejecución y seguimiento de los 

proyectos territoriales. Asimismo, se describen sus roles, funciones y aportes estratégicos, evidenciando 

una red policéntrica de colaboración que ha permitido fortalecer la participación ciudadana, la 

legitimidad institucional y la construcción de paz desde el territorio (Véase Tabla)52. 

Tabla: Gobernanza Territorial en Dabeiba: Estructura de Actores  

Tabla de elaboración propia 

 
52 Para ver las Categorías, funciones/acciones y los aportes estratégicos/impactos, ver Anexo 6 
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4.3 Fallas en la política pública PDET: obstáculos y limitantes en el Urabá antioqueño (énfasis 

medioambiental) y Dabeiba  

Para comprender los fallos en la implementación de la política pública PDET en Dabeiba, es 

necesario ampliar la mirada hacia la escala subregional nuevamente, dado que este municipio forma 

parte de la hoja de ruta del Urabá antioqueño. La ART evalúa el avance de los PDET en esta subregión a 

través de ocho pilares 53 que recogen las principales necesidades históricas de los municipios priorizados 

(Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2023). Estos pilares funcionan como guía estratégica para 

orientar las acciones del Estado y de las comunidades hacia la transformación social y económica del 

territorio, permitiendo medir avances concretos. 

En 2024, la ART publicó una Megaficha que ofrece un panorama actualizado sobre el Urabá 

antioqueño y el estado de los PDET en la región. En coherencia con lo desarrollado en capítulos 

anteriores de esta investigación, se destaca especialmente el componente medioambiental, con énfasis 

en el Pilar 1: ordenamiento social de la propiedad rural y uso del suelo, como dimensión clave para la 

planeación territorial. 

La Megaficha de la Agencia de Renovación del Territorio muestra que los PDET han logrado 

avances técnicos en la formalización de tierras en el Urabá antioqueño, consignando la formalización de 

374 hectáreas entre 2018 y 2021 en Apartadó, Carepa y Chigorodó y un acumulado subregional de 7.579 

hectáreas (Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2024). Sin embargo, estos logros requieren una 

lectura crítica desde la dimensión ambiental: la formalización parcelaria ocurre en un contexto histórico 

de despojo, concentración de la tierra y expansión de modelos productivos intensivos que han generado 

pérdida de bosques, erosión y presión sobre ecosistemas frágiles de la región (Consejo Territorial de 

 
53 Los ocho pilares son: 1. Ordenamiento social de la propiedad rural y uso del suelo, 2. Infraestructura y adecuación de tierras, 
3. Salud rural, 4. Educación rural y primera infancia, 5. Vivienda rural, agua potable y saneamiento básico, 6. Reactivación 
económica y producción agropecuaria, 7. Sistema para la garantía progresiva del derecho a la alimentación, 8. Reconciliación, 
convivencia y construcción de paz   
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Planeación Antioquia, 2023). Dicho de otra manera, la regularización de títulos es un avance 

administrativo relevante, pero insuficiente si no se acompaña de políticas de conservación del suelo, 

control de dinámicas ilegales y medidas que integren la restauración ecológica a los procesos de 

reordenamiento territorial  

El componente ambiental del PDET (especialmente el Pilar 1 sobre ordenamiento social de la 

propiedad rural y uso del suelo) debería orientar no solo la redistribución y formalización de la tierra, 

sino también la delimitación de áreas de protección, la recuperación de corredores ecológicos y la 

promoción de prácticas agroproductivas sostenibles que reduzcan la huella ambiental de la economía 

rural. En Urabá, donde la expansión de la frontera agrícola y ciertos cultivos comerciales han 

transformado paisajes y vulnerado servicios ecosistémicos, los instrumentos de planificación deben 

integrar metas claras de conservación y restauración, indicadores ambientales y sanciones efectivas 

frente a la deforestación y la ocupación ilegal del suelo (Consejo Territorial de Planeación Antioquia, 

2023).  

Sin mecanismos financieros para la transición productiva, la formalización puede consolidar usos 

del suelo que perpetúan la degradación y la desigualdad, por lo que es imprescindible que las 

mediciones de avance del PDET incorporen indicadores ambientales de largo plazo y que la ART y las 

instancias locales articulen esas metas con programas de restauración y con la participación efectiva de 

las comunidades locales (Es de Libros, s.f.).  

Igualmente, al contrastar estos resultados con la expansión simultánea de actividades ilegales y 

el deterioro ambiental, emerge una tensión central: mientras el Estado impulsa la formalización de 

tierras, otros factores continúan generando presión sobre el territorio. La deforestación de 5.147 

hectáreas entre 2018 y 2022 (el 0,7 % del total de deforestación en las subregiones PDET) y el 



110 
 

crecimiento del 62,6 % en las áreas sembradas con coca muestran que la transformación rural avanza en 

doble carril (Véase Tabla) (Agencia de Renovación del Territorio [ART], 2024).   

Tabla: niveles de desforestación tras la implementación del PDET en el Urabá Antioqueño 

Tabla elaboración propia  

Fuente: Agencia de Renovación del Territorio. (2024). Megaficha de la subregión de Urabá 
antioqueño. Central PDET 

La formalización de la propiedad en el Urabá antioqueño avanza en términos administrativos, 

pero va acompañada de la expansión de modelos extractivos e ilegales que destruyen bosque, desplazan 

economías tradicionales y aceleran la pérdida ambiental; esta contradicción es resultado de una 

gobernanza territorial fragmentada en la que el Estado ejerce fuerza jurídica para regular títulos sin 

garantizar una presencia integral capaz de controlar la deforestación, las economías ilícitas y las 

múltiples causas de degradación (Agencia de Renovación del Territorio, 2024; Es de Libros, s.f.).  

Estudios sobre la dinámica histórica de tierras y violencia en Urabá muestran cómo procesos de 

despojo, concentración y apropiación irregular del suelo crean incentivos para ocupaciones informales y 

actividades extractivas que no se corrigen solo con formalizaciones parciales; en ese marco, la 

regularización de parcelas puede, sin medidas ambientales vinculantes y programas de transición 

productiva, consolidar usos del suelo que perpetúan la degradación ecológica y la inequidad territorial 

(Mesa Duque, 2024).  

La formalización de la propiedad no ha detenido la expansión de cultivos ilícitos ni la 

degradación ambiental en el Urabá antioqueño: mientras se entregan títulos, la siembra de coca aún con 

la implementación de los programas PDET en marcha, ha mostrado aumentos sostenidos que 

intensifican la deforestación, desplazan economías tradicionales y consolidan un modelo extractivo e 
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ilegal, de modo que la regularización puede terminar legitimando usos del suelo que dañan los bienes 

comunes si no se acompaña de control ambiental efectivo (IFM Noticias, 2024).  

A continuación se muestra una gráfica que ilustra el aumento de cultivos de coca en el Urabá 

antioqueño y permite visualizar cómo estas dinámicas contradicen los objetivos de sostenibilidad del 

PDET; esta evidencia refuerza la crítica de que cualquier política de formalización en la subregión debe 

incorporar obligaciones ambientales vinculantes, mecanismos reales de fiscalización y recursos para la 

restauración ecológica, para que la legalidad de la tierra funcione como palanca de sostenibilidad y no 

como simple validación administrativa de prácticas degradantes. 

Gráfica 1: Número de hectáreas de coca en la subregión  

 

Tabla elaboración propia  

Fuente: Agencia de Renovación del Territorio. (2024). Megaficha de la subregión de Urabá 
antioqueño. Central PDET 

La lectura cuantitativa del avance del PDET en Urabá Antioqueño oculta una falla decisiva: medir 

hectáreas formalizadas, proyectos ejecutados e inversión movilizada no equivale a medir transformación 

ambiental real. Formalizar títulos es un logro legal y necesario, pero se queda corto cuando esas parcelas 

quedan rodeadas por economías ilegales, deforestación acelerada y la carencia de alternativas 

productivas viables; en ese escenario la formalización puede incluso consolidar ocupaciones que 

reproducen la degradación.  
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La economía ilícita continúa siendo, en muchos lugares, más rentable, más veloz y mejor 

articulada territorialmente que las rutas legales de desarrollo, por lo que la mera certificación de la 

propiedad no altera incentivos ni prácticas. Sin instrumentos que vinculen la legalidad de la tierra a 

obligaciones ambientales, financiación para transiciones productivas y fiscalización efectiva, el pilar 

ambiental del PDET seguirá siendo decorativo frente al deterioro ecológico. En suma, el programa 

tropieza con un problema estructural: cuantifica avances administrativos, pero no logra desmontar las 

redes económicas y las prácticas territoriales que determinan el destino del paisaje, de modo que la 

política pública necesita reconfigurarse para priorizar la sostenibilidad ecológica tanto como la legalidad 

agraria. 

4.3.2 Obstáculos en la implementación del PDET en Dabeiba  

A partir del trabajo de campo, la información secundaria y, especialmente, del testimonio de la 

entrevistada (quien reside en Dabeiba, participa de forma directa en los procesos de planeación e 

implementación y conoce de primera mano las dinámicas institucionales y comunitarias del territorio) 

fue posible identificar un conjunto de fallas estructurales que afectan la ejecución del PDET en este 

municipio. Su cercanía con el proceso le otorga un valor empírico al análisis, pues evidencia que las 

limitaciones no solo están registradas en los documentos oficiales, sino en la experiencia cotidiana de 

quienes acompañan el despliegue del programa. Además, estas observaciones coinciden con hallazgos 

documentados para el Urabá antioqueño, donde los avances formales contrastan con dificultades 

operativas, institucionales y territoriales persistentes, lo que le brinda robustez al análisis. Con base en 

ello, las principales fallas identificadas son las siguientes: 

Lo primero que se puede identificar en Dabeiba es la asimetría de capacidades locales para 

formular y ejecutar proyectos; el PDET transfiere responsabilidades técnicas y administrativas a los 

municipios sin garantizar la capacidad instalada necesaria, lo que deja a territorios como Dabeiba con 

proyectos concebidos pero sin la factibilidad técnica, financiera ni el seguimiento requerido para 
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materializarlos de forma sostenible (UNDP, 2023). Esta debilidad no es solo una carencia operativa: 

determina qué iniciativas pasan del papel a la tierra las cuales quedan como promesas, profundizando 

las desigualdades entre municipios con mayor o menor capacidad de gestión.  

Así mismo, la fragilidad de la gobernanza territorial y la falta de articulación interinstitucional. La 

dispersión de competencias entre niveles de gobierno, la ausencia de marcos obligatorios para todas las 

entidades y la inestabilidad en la financiación generan discontinuidades que impiden la sostenibilidad de 

las intervenciones, de modo que los avances parciales se desvanecen cuando cambia la priorización 

política o cuando no existe acompañamiento técnico permanente (Agencia de Renovación [ART], 2024) 

En la práctica, esto se traduce en proyectos inconexos y en la incapacidad para seguir la lógica territorial 

necesaria para la restauración ambiental y la consolidación de medios de vida  

Igualmente, la limitada cobertura territorial y las barreras de acceso que impiden que las 

intervenciones realmente lleguen a las veredas más apartadas; como advierte la entrevistada, “todavía 

no hemos podido llegar a todo el territorio, sobre todo por la lejanía de las veredas y por la seguridad. 

Hay lugares donde la gente siente que la promesa de la transformación no les ha llegado” (comunicación 

personal, 14 de octubre de 2025). Esa incapacidad para cubrir de manera integral el espacio local no solo 

reduce la legitimidad del PDET, sino que también agrava la percepción de abandono en comunidades 

que siguen expuestas a dinámicas ilegales y a la degradación ambiental, lo que dificulta la construcción 

de confianza y la participación efectiva en los procesos de planeación. 

Ahora bien, la tecnificación de la participación y la fatiga ciudadana: los espacios participativos se 

han burocratizado hasta volverse procedimientos que exigen formularios, matrices y saber técnico, 

desplazando la voz viva de las comunidades; la entrevistada señala que “existen liderazgos históricos con 

mucho recorrido, pero se percibe desgaste” (comunicación personal, 14 de octubre de 2025). Esta 

transformación de la participación en un ritual administrativo erosiona su potencial transformador 
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porque las comunidades carecen de los recursos y las capacidades técnicas para convertir sus demandas 

en proyectos viables, lo que coincide con hallazgos sobre la necesidad de acompañamiento técnico y 

financiación estable para que la participación sea verdaderamente inclusiva y efectiva. 

Del mismo modo la temporalidad institucional y el desfase entre las expectativas comunitarias y 

los ritmos del Estado; muchas comunidades esperan resultados inmediatos y perciben retrasos 

burocráticos como incumplimientos, lo que alimenta frustración y desconfianza. Esta tensión entre 

urgencia social y plazos administrativos mina la legitimidad de las intervenciones y dificulta sostener 

procesos de largo plazo orientados a la restauración ecológica y la reconfiguración de economías locales, 

especialmente en contextos donde la presencia estatal ha sido históricamente intermitente. 

Y la última falla identificada es la desconexión entre formalización de tierras y sostenibilidad 

ambiental: formalizar títulos sin imponer obligaciones ambientales, sin articular incentivos para 

transiciones productivas y sin mecanismos efectivos de fiscalización puede legitimar usos del suelo que 

perpetúan deforestación y economías ilícitas. La entrevistada sintetiza el riesgo cuando apunta que “ser 

municipio PDET no transforma por sí solo, puede quedarse como una lista de mercado o un rótulo sin 

contenido si no hay voluntad y si no se insiste” (comunicación personal, 14 de octubre de 2025). Para 

superar esta contradicción se requiere reorientar la implementación hacia una gobernanza que combine 

capacidades técnicas, financiamiento sostenido, control ambiental y acompañamiento social para que la 

legalidad agraria se traduzca en sostenibilidad y justicia territorial, no en mera validación administrativa 

(UNDP, 2023). 

La siguiente tabla presenta un análisis comparado entre la subregión del Urabá Antioqueño y el 

municipio de Dabeiba, estructurado a partir de variables clave que permiten identificar, de manera 

rigurosa, las tensiones, fallos y aprendizajes derivados de la implementación de los PDET. Considera 

tanto las dinámicas estructurales de política pública como las expresiones locales de gobernanza 
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territorial. Las variables seleccionadas (gobernanza, capacidad institucional, participación comunitaria, 

modelo de desarrollo, enfoque ambiental, evaluación del PDET, temporalidad, descentralización, justicia 

territorial y rol de actores sociales) permiten evidenciar cómo un mismo instrumento de política adopta 

formas divergentes según el contexto (Véase Anexo 7).  

El análisis comparado evidencia que, si bien Dabeiba comparte las limitaciones estructurales que 

caracterizan a la subregión del Urabá Antioqueño, también ha logrado generar dinámicas propias que la 

distinguen dentro del conjunto regional. Mientras el enfoque PDET en Urabá ha tendido a centrarse en la 

formalización de tierras y en la planificación técnica con bajo impacto transformador, en Dabeiba se 

observa una gobernanza territorial más activa, con redes colaborativas entre Estado, comunidades y 

cooperación internacional.  

Estos avances han sido posibles gracias a liderazgos locales comprometidos, a la apropiación 

comunitaria de los espacios participativos y a la insistencia técnica en la formulación de proyectos. No 

obstante, estos procesos aún conviven con desafíos profundos: restricciones presupuestales, fatiga 

participativa, inseguridad y una descentralización incompleta que limita la ejecución efectiva. La 

experiencia de Dabeiba, como parte del Urabá, sugiere que la paz territorial no puede lograrse solo 

mediante planes normativos o indicadores cuantitativos, sino que requiere una articulación sostenida 

entre actores diversos, capacidades reales en el nivel local y una institucionalidad capaz de disputar el 

territorio a las lógicas de exclusión e ilegalidad. 
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CONCLUSIONES 

 

A modo de cierre, las conclusiones de este trabajo sintetizan los principales hallazgos teóricos y 

empíricos que emergen del análisis del caso de Dabeiba y de la implementación de los PDET como 

política pública de transformación territorial. En este sentido, este trabajo investigativo propone dos ejes 

interconectados: gobernanza territorial y policy failure. El primero, inspirado en principios de 

participación multiactoral y descentralización, busca transformar relaciones de poder jerárquicas. Sin 

embargo, como advierte Zurbriggen (2011), su aplicación sin adaptación a contextos locales (donde 

persisten violencia residual y captura de instituciones) puede convertirla en un discurso vacío. El 

segundo eje, el policy failure, trasciende las explicaciones técnicas (como falta de capacidades) para 

enfocarse en causas estructurales: clientelismo, cooptación de lo público por intereses particulares, 

corrupción y diseños normativos rígidos que ignoran asimetrías locales. 

La hipótesis central es que los fracasos en los PDET no se reducen a fallas operativas, sino que 

están arraigados en estructuras de poder que distorsionan su implementación. Por ejemplo, la réplica de 

esquemas participativos inspirados en modelos europeos (Pierre, 2000) en territorios con histórica 

desconfianza hacia el Estado refleja una desconexión entre teoría y práctica. Esto explica fenómenos 

como el desvío de recursos hacia proyectos extractivos o la perpetuación de exclusiones, pese al discurso 

transformador de los PDET. 

Este enfoque dual (gobernanza vs. Fracaso) busca desentrañar si los PDET (a través de un estudio 

de caso) logran reconfigurar relaciones de poder o reproducen lógicas del pasado. Este no es solo un 

ejercicio académico, sino un intento por evidenciar cómo la paz se construye (o fracasa) en la tensión 

entre modelos globales y realidades locales.  

Ahora bien, trayectoria de la política ambiental, tanto a nivel global como en su aterrizaje en 

Colombia, revela un patrón recurrente: la construcción de marcos normativos cada vez más sofisticados 
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que, sin embargo, han carecido de la fuerza necesaria para transformar de manera estructural las 

dinámicas territoriales. El predominio del soft law permitió generar consensos y legitimidad 

internacional, pero terminó operando más como un dispositivo simbólico que como un mecanismo 

eficaz para detener la expansión del modelo extractivista. En la práctica, su carácter no vinculante limitó 

la posibilidad de que los Estados, particularmente aquellos con instituciones frágiles y territorios 

atravesados por el conflicto, pudieran garantizar el cumplimiento real de esos compromisos. 

En Colombia, este desfase entre norma y práctica se profundizó con la apertura económica y la 

consolidación del modelo neoliberal. La paradoja es clara: mientras la Constitución de 1991 y la Ley 99 

de 1993 representaron avances normativos de gran alcance, la política económica continuó priorizando 

la inversión extranjera y la explotación intensiva de los recursos naturales. Esta disociación entre discurso 

y realidad debilitó la eficacia de la política ambiental, acentuó las desigualdades territoriales y perpetuó 

conflictos socioambientales que, en muchos casos, se entrelazaron con las dinámicas del conflicto 

armado. 

El conflicto no solo condicionó la gestión del ambiente, sino que lo convirtió en un eje central de 

las disputas territoriales. Los recursos naturales fueron causa, botín y fuente de financiación de la guerra, 

lo que profundizó el deterioro ecológico y agudizó la vulnerabilidad de comunidades enteras. Al mismo 

tiempo, la violencia generó una conservación paradójica en ciertos territorios, en los que la presencia de 

actores armados restringió la explotación industrial, revelando la ausencia de una gobernanza estatal 

legítima y sostenible. Esta situación expone la fragilidad de un país donde la conservación y la 

destrucción han estado mediadas por la guerra más que por políticas públicas efectivas. 

La firma del Acuerdo de Paz en 2016 abrió un espacio sin precedentes para articular 

sostenibilidad y justicia social. La inclusión de la dimensión ambiental como eje transversal y la creación 

de instrumentos como los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) supusieron un intento 
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por reconocer la centralidad de la naturaleza en la construcción de una paz estable y duradera. Estos 

programas no solo buscaron cerrar brechas de desigualdad y transformar territorios históricamente 

marginados, sino que también introdujeron el desafío de integrar saberes comunitarios, participación 

democrática y sostenibilidad ambiental como condiciones indispensables para el buen vivir. Sin embargo, 

su implementación ha enfrentado los mismos obstáculos históricos: fragmentación institucional, 

tensiones entre intereses extractivos y comunitarios, y limitada capacidad estatal para garantizar 

transformaciones reales en los territorios. 

Hoy, bajo un nuevo horizonte político que habla de “paz con la naturaleza”, se plantea la 

necesidad de repensar la política ambiental más allá de los marcos normativos. La experiencia 

acumulada demuestra que no basta con producir leyes avanzadas: se requiere transformar las bases 

mismas del modelo de desarrollo, fortalecer las capacidades de gobernanza local y reconocer a las 

comunidades como actores legítimos en la gestión de sus territorios. En este sentido, la política 

ambiental no puede seguir siendo una herramienta de legitimación simbólica ni un adorno discursivo de 

los planes de desarrollo, sino que debe constituirse en un campo de disputa real donde se juegue el 

rumbo del país entre extractivismo y sostenibilidad. 

El balance de esta trayectoria deja, por tanto, dos lecciones centrales. La primera, que el derecho 

ambiental, cuando se limita a compromisos voluntarios o a declaraciones abstractas, pierde fuerza frente 

a los intereses económicos que impulsan la explotación intensiva de los recursos. La segunda, que los 

territorios, con sus comunidades, resistencias y saberes, no son escenarios pasivos sino espacios de 

disputa activa donde se definen alternativas de legalidad y de gobernanza distintas a las hegemónicas. 

Allí radica la posibilidad de articular justicia social con justicia ambiental y de avanzar hacia una paz 

sostenible que trascienda el silencio de las armas y abrace la integridad de la vida en todas sus formas. 
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El recorrido histórico de gobiernos permite concluir que los PDET constituyen el esfuerzo más 

ambicioso del Estado colombiano para transformar estructuralmente el campo y cerrar las brechas 

urbano–rurales en los territorios más afectados por la guerra. Sin embargo, su balance histórico revela 

una trayectoria no lineal, marcada por avances significativos, retrocesos, tensiones y reconfiguraciones 

que dependen directamente del modelo político de cada gobierno y del tipo de relación que éste 

establece con las comunidades rurales. 

En primer lugar, el gobierno de Juan Manuel Santos configuró la fase fundacional de los PDET, 

mediante un modelo de planeación participativa sin precedentes, con más de 220.000 personas 

involucradas y 32.808 iniciativas comunitarias construidas desde veredas, resguardos, consejos 

comunitarios y organizaciones sociales. Esta etapa generó legitimidad territorial y fortaleció las 

capacidades organizativas locales, pero no logró consolidar una ejecución física significativa. La falta de 

articulación institucional, la ausencia de indicadores técnicos y la inexistencia de obligatoriedad jurídica 

para la implementación demostraron que la participación, aunque masiva, no se tradujo en resultados 

materiales. 

El gobierno de Iván Duque transformó los PDET en una herramienta de estabilización territorial 

bajo la lógica de “Paz con Legalidad”. Se cerraron técnicamente los PATR y se avanzó en más de 3.300 

proyectos, con inversiones que superaron los 13 billones de pesos. Sin embargo, el enfoque tecnocrático 

y vertical redujo la incidencia comunitaria, privilegiando obras visibles de pequeña escala sobre cambios 

estructurales. La fragmentación financiera, la debilidad institucional territorial y los escándalos de 

corrupción del OCAD-Paz evidenciaron que la ejecución no se correspondió con el sentido transformador 

original del programa y profundizó la desigualdad entre subregiones. 

El gobierno de Gustavo Petro reorientó los PDET hacia la justicia territorial, articulándolos con la 

reforma agraria, el PNIS y la Paz Total. La actualización participativa de los PATR, la reactivación de los 
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grupos motor, la incorporación de indicadores verificables y el esfuerzo por vincular la inversión pública a 

prioridades definidas por las comunidades representan un giro hacia la gobernanza multinivel y la 

participación vinculante. No obstante, persisten obstáculos estructurales: la débil capacidad técnica de 

muchos municipios, la presencia de actores armados que restringen la acción estatal y la fragmentación 

histórica entre programas rurales limitan el alcance de la transformación. 

Comparativamente, los tres gobiernos muestran que la principal tensión de los PDET no es 

normativa ni técnica, sino política: su éxito depende de que el programa trascienda los cambios de 

gobierno y se consolide como política de Estado. La planeación participativa sin ejecución (Santos), la 

ejecución sin transformación estructural (Duque) y las innovaciones de gobernanza aún en curso (Petro) 

evidencian que el instrumento ha funcionado como un laboratorio institucional donde se disputan 

modelos de desarrollo, poder territorial y legitimidad estatal. 

En consecuencia, el futuro del PDET exige tres condiciones fundamentales: (i) blindaje financiero 

estable que reduzca la dependencia de la capacidad local y las regalías; (ii) gobernanza territorial 

articulada entre niveles de gobierno con participación vinculante; y (iii) seguridad y control institucional 

para garantizar que el Estado pueda operar sin coacción armada. Sin estas condiciones, el PDET corre el 

riesgo de permanecer como una suma de proyectos aislados; con ellas, puede consolidarse como el 

puente más importante entre el Acuerdo Final y la vida cotidiana de los territorios rurales. En esa 

medida, su relevancia histórica radica no solo en lo que ha ejecutado, sino en su potencial de convertirse 

en un mecanismo permanente de justicia territorial y construcción de paz sostenible.  

Finalmente, el análisis del caso de Dabeiba permite concluir que la implementación del 

Programa de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) constituye un laboratorio vivo de las tensiones, 

aprendizajes y limitaciones que acompañan los procesos de construcción de paz en Colombia. El estudio 

evidencia que, cuando existe apropiación comunitaria, liderazgo local y articulación interinstitucional, los 
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PDET pueden trascender su carácter normativo para convertirse en verdaderos instrumentos de 

transformación territorial.  

Dabeiba demuestra que la gobernanza territorial, entendida como una red dinámica y horizontal 

entre Estado, comunidades, organizaciones sociales y cooperación internacional, ha permitido generar 

avances en participación, reconciliación y reconstrucción del tejido social. La articulación de espacios 

como la Mesa de Participación de Víctimas, el Consejo Municipal de Paz y la Cooperativa El Progreso, 

junto con proyectos productivos y turísticos de memoria, confirma que la paz territorial puede 

materializarse cuando las decisiones se construyen colectivamente y responden a las necesidades reales 

del territorio. 

No obstante, la investigación también muestra que estos logros conviven con profundas 

limitaciones estructurales que condicionan la sostenibilidad del proceso. Las asimetrías en capacidades 

institucionales, la fragmentación intergubernamental, la falta de financiación sostenida y la persistencia 

de economías ilegales impiden consolidar los avances logrados. La formalización de tierras, por ejemplo, 

constituye un avance administrativo importante, pero se mantiene desconectada de una estrategia 

ambiental integral, lo que ha permitido que la deforestación, la expansión de cultivos ilícitos y los 

modelos extractivos continúen deteriorando el entorno. De igual manera, la tecnificación de la 

participación ha derivado en fatiga ciudadana y en el riesgo de convertir la planeación participativa en un 

trámite más, mientras que las brechas entre las expectativas sociales y los tiempos institucionales 

generan frustración y pérdida de confianza. 

Dabeiba sintetiza las dos caras del PDET: por un lado, la potencialidad de una política territorial 

construida desde la corresponsabilidad, la legitimidad social y la cooperación multinivel; y por otro, la 

fragilidad de un modelo que transfiere responsabilidades sin fortalecer las capacidades locales ni 

asegurar sostenibilidad ambiental y financiera. El caso confirma que la paz territorial no se logra 
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únicamente con planes ni indicadores, sino con la articulación sostenida de actores, la inversión de largo 

plazo y el acompañamiento técnico permanente. Requiere que la legalidad agraria se traduzca en justicia 

territorial, que la descentralización vaya acompañada de recursos reales y que la gobernanza territorial 

incorpore la sostenibilidad ecológica como eje central de la transformación. Solo así el PDET podrá 

cumplir su propósito de cerrar brechas históricas, fortalecer la autonomía comunitaria y consolidar 

territorios de vida, reconciliación y dignidad 
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ANEXOS 

Anexo 1:  

Tabla 1: Proceso De Gobernanza Territorial A Lo Largo Del Ciclo De Las Políticas Públicas 

Tabla de elaboración propia 
 

Anexo 2: Línea De Tiempo De Hitos En La Legislación Ambiental Global 

Año Norma / Hito Descripción 

1971 
Convenio Ramsar sobre 

Humedales 

Primer tratado internacional para la conservación y el uso 

sustentable de los humedales.  

1972 

Declaración de Estocolmo / 

Conferencia de la ONU sobre el 

Medio Humano 

Declaración de principios sobre el ambiente humano; 

marca un punto de inflexión en la diplomacia ambiental y 

da origen al PNUMA.  

1973 Convenio CITES 
Regula el comercio internacional de especies amenazadas 

de fauna y flora silvestre 

ETAPA DEL CICLO PAPEL DE LA GOBERNANZA TERRITORIAL MECANISMOS CLAVE 

Diagnóstico y 
formulación de agenda 

Garantiza que los problemas identificados 
respondan a necesidades reales del territorio. 

Participación amplia de actores locales; 
reconocimiento de saberes comunitarios. 

Diseño de políticas 
Integra conocimientos técnicos y saberes locales 
para formular estrategias adaptadas. 

Colaboración multinivel; co-creación de 
soluciones; coordinación interinstitucional. 

Toma de decisiones 
Facilita consensos y previene conflictos mediante 
el diálogo y la transparencia. 

Mesas de concertación; acceso equitativo a 
la información; deliberación inclusiva. 

 Implementación 
Coordina acciones entre niveles de gobierno y 
actores sociales, adaptando políticas al contexto. 

Definición clara de roles; descentralización 
operativa; supervisión comunitaria. 

Monitoreo y 
evaluación 

Fomenta la retroalimentación desde el territorio 
para ajustar políticas y fortalecer la rendición de 
cuentas. 

Evaluación participativa; mecanismos de 
seguimiento con actores locales. 

Reformulación o 
finalización 

Utiliza aprendizajes colectivos para modificar o 
concluir políticas según necesidades cambiantes. 

Análisis de resultados con actores 
territoriales; legitimidad social en 
decisiones. 
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Año Norma / Hito Descripción 

1979 Convenio de Bonn (CMS) 
Convenio sobre la conservación de especies migratorias de 

animales silvestres.  

1985 
Convenio de Viena para la 

Protección de la Capa de Ozono 

Marco general para la protección de la capa de ozono, 

previo al Protocolo de Montreal.  

1987 Protocolo de Montreal 
Acuerdo para reducir y eliminar sustancias que agotan la 

capa de ozono, como los CFC.  

1989 Convenio de Basilea 
Regula el control de los movimientos transfronterizos de 

desechos peligrosos y su disposición.  

2000 
Protocolo de Cartagena sobre 

Bioseguridad 

Regula el movimiento transfronterizo de organismos vivos 

modificados (OGM) derivados de la biotecnología.  

2001 

Convenio de Estocolmo sobre 

Contaminantes Orgánicos 

Persistentes (COP) 

Trata de reducir y eliminar contaminantes químicos que 

permanecen en el ambiente y bioacumulativos.  

2010 Protocolo de Nagoya 
Establece mecanismos de acceso a recursos genéticos y 

participación justa de beneficios derivados de su uso.  

2013 
Convenio de Minamata sobre 

Mercurio 

Busca proteger la salud humana y el ambiente de los 

efectos nocivos del mercurio mediante su reducción y 

eliminación en productos y procesos. 

2015 Acuerdo de París 

Compromiso global para limitar el calentamiento global a 

menos de 2 °C, idealmente 1.5 °C, y fomentar la mitigación 

y adaptación al cambio climático.  

2015 
Agenda 2030 y Objetivos de 

Desarrollo Sostenible (ODS) 

Marco global con 17 objetivos, varios vinculados 

directamente a la dimensión ambiental (agua, energía, 

ciudades, consumo, vida terrestre y marina, cambio 

climático). 

2022 
Resolución de la ONU: Derecho 

humano a un ambiente sano 

La Asamblea General de la ONU reconoce el derecho 

humano a un ambiente limpio, saludable y sostenible. 
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Año Norma / Hito Descripción 

2023 

Tratado de Biodiversidad en 

Áreas Fuera de la Jurisdicción 

Nacional (“Tratado de Altamar”) 

Acuerdo global para conservar la biodiversidad y regular 

actividades humanas en áreas marinas de alta mar. 

2023 (opinión 

consultiva solicitada) 

Solicitud de opinión a la Corte 

Internacional de Justicia sobre 

cambio climático 

Se pide a la CIJ un pronunciamiento acerca de las 

obligaciones estatales frente a la emergencia climática y 

los derechos humanos. 

2024 
Enmienda de Kigali al Protocolo 

de Montreal 

Acelera la eliminación de hidrofluorocarbonos (HFCs), 

gases con alto potencial de calentamiento climático, 

ampliando el alcance del Protocolo de Montreal. 

2024 COP16 de Biodiversidad (CDB) 

Conferencia de las Partes de la Convención sobre 

Diversidad Biológica, clave para pactos globales de 

conservación y uso sostenible de la biodiversidad. 

 

Anexo 3: Línea De Tiempo De Hitos En La Legislación Ambiental América Latina 

Año País / Región Hito / Ley Comentarios 

1973 Brasil 

Creación de la Secretaría 

Especial de Medio Ambiente 

(SEMA) 

Primer organismo ambiental federal en Brasil, precursor 

del Ministerio del Medio Ambiente. 

1974 México 

Creación de la Subsecretaría 

de Mejoramiento del 

Ambiente 

Primer paso institucional hacia una política ambiental 

nacional. 

1978 
Región 

Amazónica 

Tratado de Cooperación 

Amazónica (TCA) 

Señala un primer esfuerzo regional de protección y 

cooperación para la Amazonía. 
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Año País / Región Hito / Ley Comentarios 

1981 Brasil 
Ley No. 6.938 – Política 

Nacional del Medio Ambiente 

Establece los principios del sistema ambiental brasileño 

y obliga a estudios de impacto ambiental. 

1986 Guatemala 

Decreto 68-86 – Ley de 

Protección y Mejoramiento del 

Medio Ambiente 

Fue la primera gran ley general sobre medio ambiente 

en Guatemala, regulando contaminación, recursos y 

restauración ambiental. 

1992 Bolivia Ley 1333 de Medio Ambiente 

Ley marco que promueve la conservación del medio 

ambiente y el desarrollo sostenible; introdujo los 

Estudios de Impacto Ambiental. 

1993 Colombia Ley 99 de 1993 

Marco regulatorio para el Sistema Nacional Ambiental 

(SINA) y creación del Ministerio del Medio Ambiente, 

entre otros instrumentos. 

1994 Uruguay 
Ley 16.466 de Evaluación de 

Impacto Ambiental 

Introduce el requisito de evaluación de impacto para 

proyectos con efectos potenciales sobre el ambiente. 

1995 Costa Rica 
Ley Orgánica del Ambiente 

(Ley 7554) 

Establece una institucionalidad ambiental fuerte, 

mecanismos de evaluación de impacto y regula la 

gestión integral del ambiente. 

2008 Ecuador 

Constitución reconoce los 

derechos de la naturaleza 

(Pachamama) 

La Constitución de Ecuador incorpora por primera vez a 

nivel nacional el reconocimiento jurídico de los derechos 

de la naturaleza. 
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Año País / Región Hito / Ley Comentarios 

2018 Latinoamérica Firma del Acuerdo de Escazú 
Primer tratado regional sobre acceso a la información, 

participación pública y justicia en asuntos ambientales. 

2021 Latinoamérica 
Entrada en vigor del Acuerdo 

de Escazú 

El tratado se activa para la región, fortaleciendo los 

derechos ambientales y mecanismos de transparencia y 

participación. 

 

Anexo 4: Línea De Tiempo De Hitos En La Legislación Ambiental Colombiana 

Año Norma / Hito Descripción 

1974 Decreto 2811 de 1974 – Código Nacional de 

Recursos Naturales Renovables 

Primer gran cuerpo normativo ambiental. Regula 

agua, bosques, fauna, flora y establece bases para 

licencias y conservación. 

1979 Ley 9 de 1979 (Código Sanitario Nacional) Incluye disposiciones sobre salud pública 

relacionadas con la protección ambiental. 

1981 Ley 17 de 1981 – Convenio CITES Regula el comercio internacional de especies de 

fauna y flora amenazadas. 

1989 Ley 58 de 1989 – Convenio de Ramsar Colombia se adhiere al tratado sobre humedales de 

importancia internacional. 

1991 Constitución Política de Colombia Reconoce el derecho a gozar de un ambiente sano 

(art. 79) y el deber estatal de proteger la diversidad e 

integridad del ambiente (art. 80). 

1991 Ley 21 de 1991 – Convenio 169 OIT Reconoce derechos de pueblos indígenas y tribales, 

fundamentales para la consulta previa ambiental. 

1993 Ley 99 de 1993 Crea el Ministerio del Medio Ambiente, el SINA 

(Sistema Nacional Ambiental), establece el principio 

de precaución y fortalece licencias ambientales. 

1996 Ley 253 de 1996 – Convenio de Basilea Regula los movimientos transfronterizos y la 

eliminación de desechos peligrosos. 
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2001 Ley 685 de 2001 – Código de Minas Incluye obligaciones ambientales para la explotación 

minera. 

2006 Ley 1098 de 2006 – Código de Infancia y 

Adolescencia 

Reconoce el derecho de niños, niñas y adolescentes 

a un ambiente sano. 

2007 Ley 1159 de 2007 – Convenio de Rotterdam Regula productos químicos y plaguicidas peligrosos 

en el comercio internacional. 

2008 Política Nacional de Producción y Consumo 

Sostenible 

Busca reducir impactos ambientales del sector 

productivo. 

2010 Ley 1450 de 2011 – PND 2010-2014 Incluye disposiciones ambientales clave (pago por 

servicios ambientales, ordenamiento territorial). 

2011 Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático 

(PNACC) 

Estrategia oficial de adaptación a los impactos del 

cambio climático. 

2015 Ley 1753 de 2015 – PND 2014-2018 Consolida instrumentos de gestión ambiental y de 

cambio climático. 

2015 Adopción de los ODS Colombia incorpora los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible en su marco normativo y planes de 

desarrollo. 

2016 Sentencia T-622 de 2016 (Corte Constitucional) Reconoce al río Atrato como sujeto de derechos a la 

protección, conservación y restauración. 

2018 Ley 1930 de 2018 Regula la gestión integral de los páramos. 

2018 Ley 1892 de 2018 – Convenio de Minamata Ratifica el convenio sobre el mercurio, restringiendo 

su uso en procesos industriales y mineros. 

2018 Política de Crecimiento Verde Estrategia alineada con la OCDE para integrar 

sostenibilidad en la economía. 

2021 Ley 2111 de 2021 – Reforma al Código Penal Crea un título especial de delitos contra los recursos 

naturales y el ambiente. 

2022 Ley 2232 de 2022 Establece la eliminación progresiva de plásticos de 

un solo uso hacia 2030. 

2022 Ley 2273 de 2022 – Acuerdo de Escazú Colombia ratifica el acuerdo sobre acceso a la 

información, participación y justicia ambiental. 

2022 Resolución ONU apoyada por Colombia Reconoce el derecho humano a un ambiente sano 

como derecho universal. 
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2023 Ley 2294 de 2023 – PND 2022-2026 Plan Nacional de Desarrollo “Colombia, Potencia 

Mundial de la Vida” que define la ruta estratégica 

ambiental y climática. 

2023 Proyecto de ley sobre desplazamiento interno por 

cambio climático 

Busca reconocer el desplazamiento forzado por 

razones climáticas y ambientales, crear un registro 

nacional y mecanismos de protección. 

2023 Solicitud de opinión consultiva a la Corte IDH 

(Colombia y Chile) 

Solicita definir las obligaciones estatales frente a la 

emergencia climática y los derechos humanos. 

2024 Corte Constitucional – Escazú declarado 

constitucional 

Se despeja el camino legal para la plena 

implementación del Acuerdo de Escazú. 

2024 COP16 de Biodiversidad en Cali Colombia fue sede de la COP16 del Convenio de 

Diversidad Biológica, con presentación del Plan de 

Acción de Biodiversidad 2030. 

 

anexo 5: Ejemplos de resistencias, reinterpretaciones y apropiaciones en Colombia 

CASO 
INSTRUMENTO DE 
SOFT LAW 

ACTORES 
PRINCIPALES 

FORMA DE RESISTENCIA / 
APROPIACIÓN 

RESULTADO EN 
COLOMBIA 

REFERENCIA 

Río Atrato y 
el principio 
de 
precaución 

Declaración de Río 
(principio de 
precaución) 

Corte 
Constitucional, 
comunidades 
étnicas 

Reinterpretación del 
principio para reconocer al 
río como sujeto de 
derechos y ordenar 
gobernanza bio-cultural 

Apropiación 
innovadora de un 
estándar 
internacional en 
clave 
constitucional 

Corte 
Constitucional, 
2016 

Consulta 
previa y 
UNDRIP 

Declaración de la 
ONU sobre 
Derechos de los 
Pueblos Indígenas 
(UNDRIP) 

Corte 
Constitucional, 
pueblos indígenas 

Uso de la declaración para 
reforzar el consentimiento 
libre, previo e informado en 
proyectos extractivos 

Soft law elevado 
a parámetro de 
interpretación 
constitucional 

Corte 
Constitucional, 
2018 

REDD+ y 
resistencias 
indígenas 

Salvaguardas de 
Cancún (CMNUCC) 

Corte 
Constitucional, 
comunidades 
indígenas del Pirá 
Paraná 

Resistencia frente a 
proyectos REDD+ y 
cuestionamiento de su 
implementación 

Orden de ajustes 
estatales y 
empresariales 
para garantizar 
condiciones 
jurídicas y 
culturales 

Corte 
Constitucional, 
2024 
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CASO 
INSTRUMENTO DE 
SOFT LAW 

ACTORES 
PRINCIPALES 

FORMA DE RESISTENCIA / 
APROPIACIÓN 

RESULTADO EN 
COLOMBIA 

REFERENCIA 

Estándares 
IFC y el caso 
Santurbán 

Estándares de 
Desempeño IFC, 
Principios de 
Ecuador 

Organizaciones 
sociales, IFC, Banco 
Mundial 

Denuncias y queja ante el 
Ombudsman del IFC sobre 
incumplimientos 
socioambientales 

Reconocimiento 
de fallas y retiro 
del 
financiamiento 
del proyecto 
minero 
Angostura 

CAO, 2016 

RSPO y 
palma 
aceitera 

Certificación 
voluntaria RSPO 

ONG, comunidades 
locales 

Críticas y denuncias de 
“greenwashing” frente a la 
expansión de la palma 

Resistencia social 
y deslegitimación 
del esquema 
voluntario 

Garavito, 2018 

Acueductos 
comunitarios 
y derecho al 
agua 

Derecho humano al 
agua (ONU, soft 
law) 

Comunidades 
rurales (ej. Tasco, 
Boyacá) 

Apropiación de principios 
internacionales para 
fortalecer la gestión 
comunitaria 

Creación de 
arreglos locales 
de gobernanza 
hídrica 

Rodríguez-
Garavito, 2021 

PSA y 
Acuerdos 
Recíprocos 
por Agua 
(ARA) 

Pagos por servicios 
ambientales (PSA) 
impulsados 
internacionalmente 

Comunidades 
locales, ONG, 
autoridades 
ambientales 

Reconfiguración hacia 
esquemas de reciprocidad 
comunitaria (ARA) 

Modelo 
alternativo 
basado en 
solidaridad y 
beneficios 
colectivos 

Echeverri, 
2019 

 

Anexo 6: Tabla de actores por Categorías, funciones/acciones y aporte estratégico/impacto 

Tabla elaboración propia  
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Anexo 7: Fallas identificadas más análisis de gobernanza territorial 

VARIABLE URABÁ ANTIOQUEÑO DABEIBA 

GOBERNANZA 
TERRITORIAL 

La gobernanza en Urabá es fragmentada: 
el Estado interviene sobre la tierra desde la 
formalización jurídica, pero sin presencia 
integral en el territorio. Esta intervención 
discontinua y sectorial permite que 
persistan la deforestación y el control 
ilícito del territorio. 

En Dabeiba la gobernanza es más participativa y 
colaborativa: el PDET dio lugar a una “red dinámica” 
de actores locales, estatales y sociales basada en la 
corresponsabilidad y la horizontalidad. Se 
fortalecieron espacios estables de diálogo 
comunitario. Sin embargo, aún falta articulación 
entre niveles gubernamentales y rendición de 
cuentas suficiente, de modo que, sin voluntad 
política, el PDET puede “quedarse como un rótulo”. 

CAPACIDAD 
INSTITUCIONAL 

La capacidad institucional estatal en Urabá 
es débil. Si bien hay avances técnicos (p.ej. 
formalización de tierras), el Estado carece 
de recursos y equipos para controlar la 
frontera agrícola y los cultivos ilícitos. En la 
práctica, la presencia institucional no 
alcanza a disputar el territorio con las 
economías ilegales. 

En Dabeiba el cuello de botella es local: el municipio 
carece de capacidad instalada para formular y 
gestionar proyectos con los estándares requeridos. 
Según la entrevistada “HIJ”, “el principal cuello de 
botella está en la capacidad instalada del municipio”. 
Esto retrasa la ejecución del PDET y limita el acceso a 
recursos necesarios. 

PARTICIPACIÓN 
COMUNITARIA 

En Urabá existe una amplia planificación 
participativa (10.470 actores locales 
involucrados en 2018), pero en la práctica 
no siempre se traducen en 
transformaciones reales del modelo 
productivo o ambiental. La participación 
tiende a centrarse en indicadores 
cuantitativos y diagnósticos, sin garantizar 
incidencia real en las decisiones. 

En Dabeiba la participación es incidente y 
transformadora: las comunidades (víctimas, 
excombatientes, JAC, etc.) intervienen activamente 
en la definición de iniciativas y en el seguimiento 
institucional. Mesas de Víctimas, de Paz y 
organizaciones como la Cooperativa El Progreso (de 
excombatientes) han articulado el desarrollo rural y 
la reconciliación (facilitando diálogo y proyectos 
conjuntos). No obstante, enfrentan “fatiga 
participativa”: liderazgos históricos están 
desgastados y la burocratización (formularios, 
lenguaje técnico) amenaza con hacer simbólica la 
participación. 

MODELO DE 
DESARROLLO Y 
ECONOMÍA ILEGAL 

En Urabá se observa una contradicción 
estructural: mientras el Estado formaliza 
tierras, se expande el modelo extractivo 
ilegal. Entre 2018 y 2022 se deforestaron 
5.147 ha en la región y aumentó 62,6% el 
área de coca. La economía ilegal resulta 
más rentable y está mejor organizada 
territorialmente que las alternativas 
formales. 

En Dabeiba persisten fuertes economías ilegales: 
cultivos ilícitos, presencia de grupos armados y 
reclutamiento dificultan la presencia estatal. Hay 
zonas rurales donde la seguridad impide la ejecución 
de proyectos PDET; muchas comunidades sienten 
que “la promesa de la transformación no les ha 
llegado”. La continua rentabilidad de lo ilegal 
compite directamente con los proyectos de 
desarrollo legal. 
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VARIABLE URABÁ ANTIOQUEÑO DABEIBA 

ENFOQUE 
AMBIENTAL Y USO 
DEL SUELO 

Los logros ambientales en Urabá han sido 
marginales: se formalizaron 7.579 ha en 
total (2018–2021), cifra notable pero aún 
insuficiente frente al problema histórico. El 
impacto neto es negativo: la deforestación 
persiste como resultado dominante. En 
suma, la formalización no ha reorientado 
el patrón de uso del suelo hacia la 
sostenibilidad. 

En Dabeiba los avances ambientales también son 
muy limitados. Según el informe, no hay resultados 
ambientales significativos reportados en el PDET 
municipal. La inseguridad, la dispersión rural y la baja 
presencia estatal han impedido la ejecución de 
proyectos ambientales planificados. Como 
consecuencia, el uso del suelo continúa dominado 
por actividades tradicionales (ganadería extensiva, 
etc.) y por economías ilegales. 

EVALUACIÓN DEL 
PDET (INDICADORES 
VS IMPACTO) 

En Urabá la evaluación del PDET se 
concentra en indicadores cuantitativos 
(hectáreas, inversión ejecutada). Se 
privilegia la medición de resultados físicos 
y financieros, pero se carece de evaluación 
del impacto real (sostenibilidad, dignidad 
poblacional, transición productiva, 
protección ambiental). 

En Dabeiba esta debilidad es aún más notoria: por la 
baja ejecución de los proyectos, la evaluación resulta 
precaria. La falta de capacidad técnica local para 
formular proyectos impide convertir las metas en 
hechos concretos. En la práctica, las comunidades 
perciben lentitud e incumplimiento, ya que muchos 
compromisos reportados no se traducen en 
beneficios tangibles a corto plazo. 

TEMPORALIDAD 
INSTITUCIONAL VS 
EXPECTATIVAS 

Urabá vive un desfase temporal: la 
transformación avanza en “doble carril”. 
Los proyectos estatales avanzan 
lentamente, mientras las redes ilegales 
operan con rapidez y coordinación 
territorial, maximizando rentabilidad. 

En Dabeiba las comunidades tienen altas 
expectativas de resultados inmediatos, pero los 
proyectos públicos sufren largos retrasos. Hay un 
choque evidente: “las comunidades esperan una 
obra ya… y cuando el proyecto apenas arranca un 
año después, surge frustración”. Este desfase entre 
el tiempo social y el ritmo burocrático erosiona la 
confianza y la legitimidad de la institucionalidad 
PDET. 

EFECTOS DE LA 
DESCENTRALIZACIÓN 

En Urabá la descentralización ha implicado 
transferir más tareas al nivel local sin 
reforzar la capacidad municipal. Como 
señala el texto, la política pública 
“transfiere responsabilidades a los 
gobiernos locales sin garantizarles las 
capacidades técnicas, administrativas y 
financieras”. Así, pese a la autonomía 
normativa, los municipios carecen de 
medios reales para ejecutar las acciones 
planeadas. 

En Dabeiba esta brecha es palpable: la 
descentralización es “incompleta”. El municipio 
asume funciones vinculadas al PDET (planificación, 
proyectos) sin contar con recursos ni 
acompañamiento técnico adecuado. Esto convierte 
la participación local en un ejercicio potencialmente 
simbólico y puede reducir el PDET a un conjunto de 
diagnósticos sin ejecución efectiva. 

RESULTADOS EN 
JUSTICIA 
TERRITORIAL 

En Urabá la formalización de tierras no ha 
detenido la deforestación ni la expansión 
ilícita, por lo que no se rompen los 
patrones estructurales de uso del suelo. En 
otras palabras, la justicia territorial no 

En Dabeiba los resultados en justicia territorial han 
sido heterogéneos. La implementación del PDET ha 
sido lenta y fragmentada, de modo que los 
beneficios no llegan uniformemente. El informe 
señala que la paz territorial en Dabeiba “no llega a 
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VARIABLE URABÁ ANTIOQUEÑO DABEIBA 

progresa: la tierra legalizada sigue rodeada 
de ilegalidad. El documento concluye que 
sin una gobernanza ambiental-productiva 
real, la paz territorial no avanza. 

todo el territorio” y permanece desigual. En las 
zonas donde se ejecutan proyectos hay mejoras en 
infraestructura y servicios, pero muchas áreas rurales 
siguen esperando una transformación efectiva. 

ROL DE ACTORES 
SOCIALES Y 
COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL 

En el Urabá antioqueño participaron 
masivamente actores sociales en la 
planeación subregional: alrededor de 
10.470 personas (autoridades étnicas, JAC, 
mujeres, víctimas, campesinos, sector 
privado, etc.). Este amplio involucramiento 
permitió formular 1.641 iniciativas 
consensuadas. No obstante, la ejecución 
estatal posterior ha dependido en gran 
medida de la acción gubernamental 
convencional, con escasa mención de 
cooperación internacional en la región. 

En Dabeiba las organizaciones locales han asumido 
un papel clave. Por ejemplo, la Cooperativa 
Multiactiva El Progreso (conformada por firmantes 
de paz) se convirtió en interlocutora ante entidades 
estatales y en enlace con la cooperación 
internacional. Además, ONG externas (p. ej. 
Fundación Rodeemos el Diálogo) acompañan 
procesos de reconciliación y fortalecimiento 
comunitario. Esta articulación de actores internos y 
externos posiciona a Dabeiba como un nodo de 
gobernanza transterritorial en construcción. 

 

Anexo Entrevistas: 

CÓDIGO ROL TEMA PRINCIPAL FECHA DE 
REALIZACIÓN 

ABC Funcionario ART Planeación y coordinación/ 
Ejecución, presupuesto y 
gobernanza /seguimiento, 
evaluación y proyección 
futura PDET 

3 de octubre 
de 2025 

DEF Funcionaria ART Principalmente análisis fiscal 
PDET. Pero se abordaron 
elementos de la entrevista 
realizada a ABC para 
contraste de información 

7 de octubre 
de 2025 

HIJ Gerente de paz 
territorial en Dabeiba 

Articulación institucional y 
procesos PDET en Dabeiba. E 
igualmente se abordaron los 
temas tratados con los otros 
entrevistados  

14 de 
octubre de 
2025 

 

Nota: Los códigos corresponden a participantes anónimos 

Nota 2: Todas las entrevistas están a entera disposición de ser requeridas (grabadas y transcritas) 
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Anexo consentimiento informado entrevistas: 

 

Nota 1: Se les hizo envío de este consentimiento a todos los participantes de manera digital acusando su 

recibido con firma 

 

Lo siguiente fue leído antes de iniciar las preguntas con cada uno de los entrevistados 

 

CONSENTIMIENTO INFORMADO – VERSIÓN ORAL PARA ENTREVISTAS 

Estudio: Gobernanza territorial y la implementación de los Programas de Desarrollo con Enfoque 

Territorial (PDET) 

Antes de iniciar esta entrevista, quiero compartirte la información relacionada con tu 

participación en este estudio. 

Mi nombre es Tatiana Silvera Uribe, y estoy desarrollando la investigación titulada “Gobernanza 

territorial y la implementación de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET)” como 

parte de mi trabajo académico en la Universidad de La Salle. 

El propósito de esta conversación es conocer tu experiencia y percepción sobre los procesos de 

articulación institucional, participación comunitaria y gestión de proyectos en el marco de los PDET. La 

entrevista tendrá una duración aproximada de entre 30 y 60 minutos. Con tu autorización, será grabada 

únicamente con fines académicos y para facilitar la posterior transcripción y análisis. 

Tu participación es completamente voluntaria. Puedes abstenerte de responder cualquier 

pregunta, hacer pausas o retirarte en cualquier momento sin ninguna consecuencia. En caso de que 

decidas no continuar, podrás solicitar que se eliminen los registros de tu participación (audio, notas o 

transcripción). 

No existen riesgos mayores asociados con tu participación; en todo caso, si alguna pregunta te resulta 

incómoda, puedes omitirla libremente.  

El beneficio principal es contribuir con información valiosa que permita mejorar el análisis sobre 

la implementación y la gobernanza territorial de los PDET. 
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Toda la información será tratada con confidencialidad. No se publicará tu nombre ni datos 

personales, salvo que expresamente autorices lo contrario. Los audios y transcripciones se almacenarán 

en espacios seguros y de acceso restringido, y se usarán exclusivamente con fines académicos.  

Esta investigación cumple con las normas colombianas sobre protección de datos personales (Ley 1581 

de 2012 y Decreto 1377 de 2013). En todo momento podrás ejercer tus derechos de acceso, 

actualización, rectificación o eliminación de tus datos personales. 

Finalmente, quiero confirmar tu consentimiento para participar. Si estás de acuerdo, tu aceptación 

verbal bastará para iniciar la entrevista. Puedes expresar tu consentimiento diciendo:  

“Sí, autorizo participar en la entrevista”. 

¿Deseas continuar con la entrevista bajo estas condiciones y me permites grabar esta entrevista? 

Entonces procederé a grabarla. 

 

 

 

 


